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Conflictos entre la Ley de Creación de las Entidades Públicas Fusionadas y la 
Normativa Secundaria de las Secretarías de Estado. 
Esta tesis aborda los conflictos entre la ley de creación de las entidades fusionadas a un 
Ministerio y la normativa secundaria de esta Cartera de Estado, la cual crea un régimen paralelo 
que en ciertos casos llega incluso a contradecir a la misma ley, por este motivo podemos 
encontrar desde conceptos de la fusión de las entidades públicas, pasando por el Gobierno 
Central, la autonomía, hasta de los principios más elementales previstos en nuestra Norma 
Suprema, con respecto con el tema que nos atañe; entre estos tenemos el Principio de Legalidad, 
Seguridad Jurídica, Jerarquía Normativa y Reserva de Ley, cabe recalcar que también se ha 
analizado las transgresiones que sufren estos principios cuando se aplican este tipo de procesos. 
Finalmente se podrá ver plasmado en este trabajo investigativo, el estudio de casos prácticos, el 
mismo que abarca un análisis de tipo legal en cuanto a la estructura orgánica y funcional de 
estas entidades se refiere, tomando en cuenta tanto la ley de creación, los reglamentos orgánico 
funcional, como los decretos de fusión y los estatutos orgánicos de gestión por procesos que 
rigen actualmente a estas entidades fusionadas.  











  ABSTRACT 
 
Conflict between the Law for the Creation of Agencies Merged to Public Entities and the 
Secondary Regulatory Body of State Secretariats. 
The current thesis addresses conflicts between the Law for the Creation of Agencies Merged to a 
Ministry and the Secondary Regulatory Body of such Ministry, which entails a parallel regime that in 
certain cases opposes the law. Starting with the definition of merger of public agencies, passing through 
the Central Government, autonomy, and including the most elemental principles provided in the 
Constitution of the Republic. There is an analysis of the Legality Principle, Juridical Security, Regulatory 
Hierarchy, and Law Reserve; inobservance of such laws when such processes are applied has also been 
considered. Finally, the current work contains a study of practical cases, including legal analysis of the 
organic and functional structure of involved agencies, taking into account the law for the creation or 
merged agencies, functional organic regulations, such as merger decrees and organic statutes to conduct 
processes under the current responsibility of merged entities. 
Keywords: Public Agencies, Ministries, Merger, Transgression, Parallel Regime. 
I certify that I am fluent in both English and Spanish languages and that l have prepared the 





Con el advenimiento de la nueva Norma Suprema en octubre del año 2008,  y sus 
planteamientos como una Constitución Garantista, y el reconocimiento un Estado de Derechos, 
el Gobierno Central comenzó a reorganizar distintas entidades autónomas, entre las que se 
encuentran los organismos creados por ley, sin tener en cuenta que su estructura se debe al 
cuerpo normativo que le dio vida a este tipo de instituciones. 
Con este antecedente se emprende una reestructuración de las entidades autónomas 
creadas por ley que no están previstas en la Constitución, y que dentro de sus características 
principales tienen personalidad jurídica propia diferente del Gobierno Central, es decir que no 
son órganos dependientes del Ejecutivo, y pueden de por si ser sujetos de derechos y 
obligaciones, y hablando en términos del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la 
Función Ejecutiva, pertenecen a la Administración Pública Institucional. En esta reorganización 
encontramos la fusión de las entidades creadas por ley a una Secretaría de Estado. Como 
consecuencia de esto nos encontramos frente al conflicto de entre la ley de creación de las 
entidades autónomas creadas por ley fusionadas a un Ministerio y la normativa secundaria que 
las rige actualmente. 
El principal problema que encontré con este tipo de medidas, es que al fusionar un 
organismo creado por ley a una Secretaria de Estado, se crea un régimen legal paralelo, el cual 
no solo regula la actuación de las entidades que tienen su ley propia, sino que las estructura y 
crea nuevas atribuciones para los nuevos puestos de trabajos, es así que podemos encontrar que 
mediante un acuerdo ministerial o una resolución se crean funciones no previstas en la Ley y la 
Constitución, contraviniendo de esta manera principios fundamentales como lo son el de 
legalidad, seguridad jurídica, jerarquía normativa y de reserva de ley. 
Actualmente la estructura orgánico – funcional, así como las facultades y atribuciones 
de estas entidades y sus autoridades están previstas en las Estatutos Organizacionales de Gestión 
por Procesos, y no así como en un pasado por los Reglamentos Orgánicos de estas instituciones 
que siempre se encontraban alineados a su norma de constitución, cabe recalcar que el origen de 
estos era la ley misma, una diferencia abismal puesto los estatutos no están previsto en una 
norma de igual o mayor jerarquía que la ley. 
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Es así que por un lado tenemos el régimen que prevé el Estatuto Organizacional de 
Gestión por Procesos de estas entidades y otro el régimen que establece la ley, la pregunta es a 
cuál de estos dos obedecemos, cabe aclarar según el Principio de Jerarquía Normativa debería 
primar lo determinado por la ley, sin embargo al no tener una estructura física a la cual 
aplicarla, esta pierde su eficacia y por lo tanto se torna en una ley inaplicable. 
De esta manera nos encontramos frente a un tema inexplorado y de total interés tanto 
para los servidores públicos como para los administrados, puesto que solo la ley manda, prohíbe 
o permite, estableciendo de forma clara la actuación de la administración pública como el 


















Para analizar la fusión de entidades públicas y sus efectos dentro de nuestra legislación, 
es menester realizar un estudio pormenorizado tanto de sus definiciones, sus características 
como del contexto legal de esta figura en nuestro país; con lo cual llegaremos a determinar el 
mejor concepto de la fusión. 
Concepto 
La Real Academia de la Lengua Española (RAE) define a la palabra fusión como: 
“(Del lat. fusĭo, -ōnis). 
1. f. Acción y efecto de fundir o fundirse. 
2. f. Unión de intereses, ideas o partidos. 
3. f. Econ. Integración de varias empresas en una sola entidad, que suele estar 
legalmente regulada para evitar excesivas concentraciones de poder sobre el 
mercado.  
~ nuclear. 
1. f. Fís. Reacción nuclear, producida por la unión de dos núcleos ligeros, que da 
lugar a un núcleo más pesado, con gran desprendimiento de energía. La energía 
solar se origina por la fusión nuclear del hidrógeno en el Sol.” (Real Academia 
Española, 2014)  
Entonces partiendo de la definición de la Real Academia de la Lengua Española, 
podemos decir que la fusión no es sino, unir dos o más cosas para obtener una sola. Siguiendo 
con el estudio, más adelante realiza una definición desde el punto de vista económico, el cual 
nos da una visión más amplia y, lo define como: “la integración de varias empresas en una sola 
entidad” (Real Academia Española, 2014), pero esto tan solo nos serviría en el ámbito 
comercial, ya que dentro del sector público, se debería tomar ciertos aspectos que difieren de las 
empresas que tienen un carácter privado; sin embargo a nivel de concepto, es válido para 
entender la fusión como tal, el cual será desarrollado más adelante como parte del estudio. 
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Manuel Ossorio define a la fusión como: “Es el acto mediante el cual dos o más sociedades 
unen, o mejor dicho “funden”, sus bienes o elementos, tanto personales como patrimoniales, para dar 
nacimiento aun (sic) nuevo ente jurídico.” (Ossorio, 1999) (Lo resaltado me pertenece) 
Definición esta, que en mi concepto personal no es suficiente para definir la fusión de 
las entidades públicas, quizá si, en un ámbito mercantil, en el cual se prevé primero la 
disolución de las empresas, para la creación de una nueva; lo que podemos destacar, es una clara 
visión de lo que es una fusión, que concuerda bastante bien con lo establecido por la RAE, es así 
que hablamos de un “fundir, sus bienes o elementos personales como patrimoniales (Real Academia 
Española, 2014), sin embargo, es muy limitado el concepto, ya que prevé el nacimiento de un 
nuevo ente jurídico y no así la subsistencia de una de las empresas cuando absorbe a otra, 
fenómeno recurrente en la reorganización estatal. 
Entonces para tener una perspectiva mucho más precisa de lo que es la fusión, veamos 
otras definiciones, que manifestados en el ámbito mercantil nos servirán para establecer un 
concepto de la fusión de las entidades públicas. 
El primero de ellos tiene lugar en la ley de compañías el cual nos dice que; 
“Art. 337.- La fusión de las compañías se produce: 
a) Cuando dos o más compañías se unen para formar una nueva que les sucede en sus 
derechos y obligaciones; y, 
b) Cuando una o más compañías son absorbidas por otra que continúa subsistiendo.” 
(Ley de Compañías, 1999) 
Esta definición tiene un enfoque más claro, ya que abarca la fusión en sus aspectos más 
vastos, es decir, la detalla como un ente único, formado por dos o más “compañías”, y sea esta 
una nueva o una que continúa sin tener que ser disuelta, acorde a nuestra realidad y con apego al 
contexto en que viven las entidades públicas fusionadas a los Ministerios de Estado; es así que 
en este entorno podemos ver que estos organismos que antes eran autónomas, o al, menos se las 
denominaban así - tema que será desarrollado más adelante-, pasan a pertenecer a un ministerio, 
el cual no tiene que ser disuelto para que se cree otro; y, esto es claramente entendible, ya que, 
estas entidades, no tienen mayor magnitud en su quehacer diario.  
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En concordancia con lo expuesto, cabe mencionar lo manifestado por Roberto Mantilla 
Caballero; 
“Un caso especial de la disolución de las sociedades lo constituye la 
fusión, mediante la cual una sociedad se extingue por la transmisión total de su 
patrimonio a otra sociedad preexistente, o que se constituye con las aportaciones de 
los patrimonios de dos o más sociedades que en ella se fusionan. 
En el primer caso, se habla de incorporación de la sociedad que 
desaparece en la que subsiste, o de absorción en ésta de aquélla; en el segundo, de 
fusión pura de varias sociedades, que se extinguen para crear una nueva” (Mantilla 
Caballero, 1989, pág. 462). 
Este concepto dado por Mantilla Caballero, es uno de los más acertados, al momento de 
conceptualizar la fusión, ya que prevé en su redacción circunstancias similares en las que se da 
la fusión de las entidades públicas. Hablamos entonces de la fusión como una forma de 
disolución de compañías, y veamos que en nuestra legislación este fenómeno se da tanto a nivel 
privado como público, es decir, con ciertas variaciones esta figura, prevé la unión de dos o más 
personas jurídicas. 
Podemos citar algunos ejemplos de entidades fusionadas como lo son: la Comisión 
Ecuatoriana de Energía Atómica al Ministerio de Electricidad y Energía Renovable, el INAMHI 
a la Secretaría Nacional de Gestión de Riesgos, Dirección Nacional de Rehabilitación Social y 
la Unidad Transitoria de Gestión Emergente para la Construcción y Puesta en Funcionamiento 
de los Centros de Rehabilitación Social, al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, 
entre otros; cabe mencionar en esta parte del estudio que, la Ley de Modernización no 
contempla explícitamente la fusión por absorción ni hace una diferencia entre los tipos de fusión 
que debería estar prevista de manera alguna en la antes mencionada Ley, -la cual será motivo de 
análisis en párrafos posteriores- sin embargo nos adelantaremos un poco, ya que, para 
ejemplarizar es menester traer a nuestra exposición, la utilización de esta figura, así por ejemplo 
tenemos en el decreto de fusión de DNRS y UTGE Funcionamiento Centros Rehabilitación 
Social DNRS y UTGEC: 
“Art. 1.- Fusionar por absorción la Dirección Nacional de Rehabilitación 
Social y la Unidad Transitoria de Gestión Emergente para la Construcción y Puesta 
en Funcionamiento de los Centros de Rehabilitación Social, al Ministerio de 
Justicia, Derechos Humanos y Cultos,…” (Decreto de Fusión de DNRS y UTGE 
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Funcionamiento Centros Rehabilitación Social, 2010)(Lo resaltado me pertenece). 
No obstante que no en todos los casos se utiliza esta figura, como lo podemos ver a 
continuación, en el Decreto de Fusión del INAMHI a la Secretaría Nacional de Gestión de 
Riesgos: 
“Art.1 Reorganizase a partir de la presente fecha al Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología y adscríbaselo a la Secretaría Nacional de Gestión de 
Riesgos.” (Decreto de Fusión del Inamhi a la Secretaría Nacional de Gestión De 
Riesgos, 2010) (Lo resaltado me pertenece). 
Y el último de nuestros ejemplos, se encuentra en el decreto de fusión de la CEEA al 
MEER, en el cual la denominación de fusión se la utiliza indistintamente, del tipo al cual 
pertenezca.  
“Art. 1.- Fusionar la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica -CEEA-, 
al Ministerio de Electricidad y Energía Renovable, como una unidad dependiente 
de ese Ministerio.” (Decreto de Fusión de Comisión de Energía Atómica al 
Ministerio de Electricidad, 2008) (Lo resaltado me pertenece). 
Lo que nos lleva a colegir que es una fusión por absorción aunque no sea expresamente 
denominada como tal, por cuanto se fusiona como una unidad dependiente de ese 
Ministerio; -lo resaltado es una parte medular de este estudio, y se lo estudiará y desarrollará en 
los capítulos posteriores- así entonces podemos darnos cuenta que esta figura no está 
correctamente utilizada, y esto en mi concepto personal se debe a la falta de un estudio más 
detallado de la fusión de las entidades públicas, lo que no abarcaremos en este, sino solo a nivel 
de concepto. 
Cabe recordar, que estas definiciones solo ayudarán para dar al lector una idea más clara 
de esta figura, la fusión, esto no quiere decir que estas definiciones, incluso establecidas en la 
ley de compañías, puedan ser utilizadas como base de la fusión de las entidades públicas.  
Otra de las definiciones que podemos encontrar, esto para concluir, es la determinada 
por la Enciclopedia Jurídica OMEBA, y que en su parte pertinente nos dice lo siguiente: 
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“Observando el tema desde un análisis jurídico podemos encontrar dos 
situaciones más o menos generales: la fusión propiamente dicha, por la cual dos o 
más compañías, al unir sus elementos, desaparecen como personas ideales para dar 
nacimiento a un nuevo ente; y la absorción o anexión, también denominada 
incorporación, caso en el que una de las sociedades -suponiendo que sean dos las 
compañías en cuestión- es la que deja de existir como persona distinta al confundir 
su caudal y las personas físicas socias que la componen, con otra, que subsiste….” 
(Enciclopedia Jurídica OMEBA, 1976) 
Para complementar las definiciones antes analizadas, es pertinente traer a colación esta 
última, que es mucho más completa; en este punto podemos darnos cuenta, que no solo es el 
unir dos y crear una nueva compañía, sino que también podemos tener una fusión por absorción, 
la misma que nos permite la subsistencia de una de ellas, valga la redundancia, que es la que 
absorbió a otra. 
Revisadas distintas definiciones de la fusión en el ámbito mercantil y económico, 
podemos comparar esta figura con la de la fusión de las entidades públicas, y es así que, la 
fusión en el ámbito público merece un tratamiento especial, por estas características tan 
particulares. 
Entonces lo primero que debemos entender es que, en la fusión de las entidades públicas 
no prevalece la voluntad de sus socios, sino que se someten a la decisión del señor Presidente de 
la República, según lo establece la Ley de Modernización. 
Esta figura se puede dar tanto por fusión propiamente dicha o absorción, la primera de 
ellas, configura la desaparición de las entidades públicas fusionadas para crear una nueva 
entidad de carácter público; la segunda de estas dispone la desaparición de al menos una de ellas 
con la subsistencia de la que la o las absorbió, fenómenos estos que se pueden dar y que son de 
total aplicación en nuestro ordenamiento jurídico nacional, como se lo expuso en párrafos 
anteriores. 
Este estudio no estaría completo sin un concepto propio, con el vamos a desarrollarnos a 
lo largo de esta investigación; por lo tanto la fusión de las entidades públicas es *la unión de dos 
o más entidades públicas con el objeto de conformar una sola entidad sin perder el carácter público y 
las competencias de cada una de estas instituciones, sea por absorción o por la creación de una 
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nueva.1* 
En conclusión la fusión de las entidades públicas no está totalmente desarrollada en la 
normativa ecuatoriana, por ende tampoco está bien aplicada, a pesar de esto es utilizada, con los 
riesgos que en lo posterior puede acarrear. En el Ecuador esta figura está prevista en la Ley de 
Modernización, siendo esta normativa legal la que permite su aplicación, con un sentido más de 
reorganización estatal. 
Las definiciones del ámbito comercial o económico, vertidas en este análisis, han sido 
de mera referencia, y no así se podrían mal interpretar como de aplicación para la fusión de las 
entidades públicas. 
Normativa legal (Ley de Modernización) 
Nuestra legislación prevé en el artículo 17 de la Ley de Modernización, las figuras 
reorganización, la fusión y supresión, es así que textualmente establece lo siguiente: 
“Art. 17.- REORGANIZACION.- El Presidente de la República, tendrá la facultad 
de emitir disposiciones normativas de tipo administrativo dentro del ámbito de 
Gobierno Central para: 
a) Fusionar aquellas entidades públicas que dupliquen funciones y actividades, o 
que puedan desempeñarse más eficientemente fusionadas; 
b) Reorganizar y suprimir entidades públicas cuya naturaleza haya dejado de ser 
prioritaria e indispensable para el desarrollo nacional; o, que no presten una 
atención eficiente y oportuna a las demandas de la sociedad. 
Se exceptúan de lo dispuesto en este artículo las entidades cuya autonomía está 
garantizada por la Constitución Política de la República.” (Ley de 
Modernización del Estado, 1993) (Lo resaltado me pertenece) 
Como podemos observar el art. 17 de esta mencionada Ley, dispone la figura de la 
REORGANIZACIÓN, la misma que implica la fusión, la reorganización o la supresión de 
entidades públicas; de la primera de estas, la fusión ya la tratamos en el ámbito conceptual, 
                                                 
1 * Concepto personal desarrollado mediante la investigación de este trabajo.  
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siendo importante para el desarrollo de este trabajo. Pero creo que la elaboración de este estudio 
debe ser paso a paso, así que analicemos la primera parte de este artículo: “El Presidente de la 
República, tendrá la facultad de emitir disposiciones normativas de tipo administrativo dentro del ámbito 
de Gobierno Central…” (Ley de Modernización del Estado, 1993), establece que será el señor 
Presidente de la República quien podrá emitir normas de carácter (tipo) administrativo, dentro 
del ámbito del Gobierno Central. 
Es sano y compresible que el Ejecutivo pueda emitir normas de tipo administrativo para 
poder administrar el gobierno central, de lo contrario sería inmanejable para el Presidente, tener 
una función del Estado, como lo es la Ejecutiva y simplemente no poder organizarla para prestar 
un mejor servicio a la colectividad.  
Desde esta perspectiva, el poder emitir normas de tipo administrativos, decimos que las 
normas de tipo administrativos no son otras que las que permiten el buen manejo de la 
administración pública, las emitidas por el gobierno central, como lo explica el Dr. Alejandro 
W. Bonge: 
“… Las normas y actos administrativos pueden estar dirigidos a una 
comunidad, tener como sujeto pasivo a una comunidad. En este caso se dice que son 
normas y actos administrativos generales.… 
Es costumbre reservar el término “norma” para referirse a los actos 
administrativos de carácter general, y término “acto” para los actos 
administrativos de carácter singular…” (Bonge, 2004, pág. 1) 
Acorde a nuestra Norma Suprema y en asuntos de organización de la administración 
pública, el Presidente de la República está facultado para expedir decretos para la integración, 
organización, regulación y control de la administración pública (Art. 147 numeral 5, CRE), toda 
vez que, también tiene la atribución para expedir reglamentos que convengan a la buena marcha 
de la administración. (Art. 147 numeral 13, CRE), es así que, la norma de tipo administrativo, 
por la cual el señor Presidente podría fusionar, reorganizar o suprimir una entidad pública, es 
mediante un decreto, como lo ha venido haciendo hasta ahora. 
No obstante lo analizado he visto la necesidad de traer a colación lo citado por el 
tratadista Efraín Pérez Camacho, en referencia a la creación de las entidades públicas mediante 
decreto: 
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“Debe notarse que esta disposición constitucional, que se ha mantenido 
invariable desde la Constitución de 1979 se refiere a “los organismos y entidades 
creados por la Constitución o la ley”, que no autoriza absolutamente al Presidente 
de la República para crear una de estas personas jurídicas de Derecho Público 
mediante un Decreto Ejecutivo. En efecto, la potestad de la Presidenta de la 
República se contrae a la creación de ministerios, los cuales no tienen 
personalidad jurídica de Derecho Público, que son aquellas instituciones que se 
integran. Aunque hay que reconocer que la potestad atribuida al Ejecutivo por la 
Constitución para “[c]rear, modificar y suprimir entidades”, crea cierta confusión 
en el tema., lo que se puede deber simplemente a una utilización descuidada de la 
terminología jurídica administrativa institucional”. (Pérez, 2009, pág. 162) (Lo 
resaltado me pertenece). 
La creación de este tipo de entidades, según el autor citado, no podría darse mediante 
Decreto Ejecutivo, prestándose la disposición constitucional (Art. 225 numeral 3, CRE) a 
confusiones relativas al término jurídico de la administración institucional. 
Luego establecida la primera de las atribuciones del Presidente, tenemos que, mediante 
decreto podrá: “…a) Fusionar aquellas entidades públicas que dupliquen funciones y actividades, o 
que puedan desempeñarse más eficientemente fusionadas;…” (Art. 17 literal a) de la Ley de 
Modernización) (lo resaltado me pertenece), entonces podemos entender que esta fusión se basa en 
la unión de dos o más entidades públicas con el objetivo de conformar una más consolidada, 
pero en qué circunstancias, es lo que está parte del artículo 17 establece, la fusión, en su primera 
parte, tiene que ser para entidades públicas que dupliquen sus funciones y actividades, es decir, 
que si tenemos dos o más entidades públicas que relativamente se encuentran haciendo lo 
mismo, el Presidente de la República podrá fusionarlas en una sola. Tómese en cuenta que en 
este estudio, se ha añadido las palabras “relativamente haciendo lo mismo”, ¿por qué?, en 
realidad es simple, si dos entidades públicas tuvieran las mismas funciones y las mismas 
actividades lo lógico sería el suprimir una de ellas y no así el unirlas; lo que se debería hacer, es 
fortalecer a la entidad subsistente en caso de ameritarlo, y como resultado no vamos a tener una 
duplicación de las funciones o actividades en estas entidades públicas. 
En efecto, la supresión total de entidades que no tienen ya una utilidad para el Estado o 
que duplican sus funciones acarrea una serie de beneficios, entre estos como lo manifiesta 
Efraín Pérez, constituyen un alivio para las arcas fiscales: 
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“…a mediados de los noventa, la Ley de Modernización permitió la 
supresión de muchas de tales empresas, de hecho algunas ya eran simples 
membretes, como Empresa de Abonos del Estado, Empresa de Alcoholes, ENDES, 
ENPRODE, EPNA y Empresa de Suministros. Otras fueron suprimidas después 
de adicionales escándalos como ENPROVIT y ENAC; y la venta de la endeuda 
Ecuatoriana de Aviación constituyó un alivio para las arcas fiscales. Pero la Ley 
de Modernización, Privatizaciones y Prestación de Servicios Públicos por parte de 
la Iniciativa Privada, a pesar de su nombre no suministró bases legales para la 
privatización y concesión de los grandes servicios públicos, lo que se debía 
establecer en las leyes especiales.” (Pérez, 2009, pág. 182) (Lo resaltado me 
pertenece). 
En la siguiente parte de esta disposición legal tenemos que: “…a) Fusionar aquellas 
entidades públicas que dupliquen funciones y actividades, o que puedan desempeñarse más 
eficientemente fusionadas;…” (Art. 17 literal a) de la Ley de Modernización) (lo resaltado me 
pertenece), esto como parte de la atribución del Presidente de la República, es decir, que puede 
fusionar entidades públicas, las cuales una vez fusionadas puedan tener un mejor desempeño; un 
uso muy adecuado para la figura de la fusión desde mi perspectiva, ya que, esto permitiría 
optimizar tanto recursos económicos – financieros como humanos, sin embargo en esta parte de 
la ley debemos hacer varias acotaciones, entre ellas las establecidas en el reglamento previsto 
para esta ley, que en su parte pertinente manifiesta lo siguiente: 
“Art. 12.- Para proceder a fusionar entidades públicas, de conformidad 
con el artículo 17 literal a) de la Ley; el CONAM con los antecedentes que 
justifiquen la fusión podrá presentar al Presidente de la República el pedido 
correspondiente, para que éste decida lo conveniente.  
El CONAM, podrá solicitar a la SENDA que realice un estudio técnico, el 
que deberá contener los fundamentos y justificativos que amerite la misma. Dichos 
estudios, que servirán solo de antecedente, serán presentados al Presidente de la 
República, quien, sin perjuicio de los mismos, decidirá sobre la fusión.” 
(Reglamento General de la Ley de Modernización, 1994) 
En esta parte del estudio me parece pertinente el poder hacer alusión a este artículo del 
reglamento general, por cuanto, toda fusión debería obedecer a un estudio previo, en el que se 
configure la necesidad de unir dos o más entidades públicas, sin que sea solo cuando el 
CONAM lo solicite, sino para todos los casos, es decir que si el Presidente de la República 
quiere fusionar dos entidades públicas, también debería hacerlo mediante un estudio previo, sin 
que este sea un obstáculo, sino un beneficio y así no tener que estar reorganizando 
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indiscriminadamente las distintas entidades públicas lo que conlleva gastos y esfuerzos 
innecesarios. 
Dentro del marco legal también se prevén otras disposiciones, en las mismas que se 
establecen como mecanismos de reorganización además de la fusión, la reorganización 
propiamente dicha y la supresión de las entidades públicas, todas estas factibles al momento del 
manejo de la administración pública, siempre y cuando se respeten el ordenamiento jurídico 
nacional; cabe añadir que todas estas figuras, como lo son la fusión, reorganización o supresión 
de entidades públicas, deberían obedecer a un estudio previo, que como se expuso en párrafos 
anteriores evitarían, el desgaste del aparato estatal y garantizarían su efectividad en el tiempo, y 
no así como hasta ahora, en un sistema en el que se sustente conforme se va experimentando, es 
decir, si sale bien está bien sino lo reorganizamos nuevamente, esto es evitable siempre y 
cuando se aplique estudios que avalen estas circunstancias. 
Parámetros de la fusión de las entidades públicas. 
Dentro de los parámetros principales para que pueda existir una fusión de entidades 
públicas figuran las siguientes: 
1. Ser dos o más entidades públicas. 
2. Estar dentro del ámbito del Gobierno Central. 
3. Tener funciones o actividades duplicadas o desempeñarse más eficientemente 
fusionadas. 
El primero de ellos, “ser dos o más entidades públicas”, conforme a lo establecido en 
esta norma legal, deben ser entidades de carácter público, es decir que pertenezca al Estado, ya 
que, la decisión de fusionarlas radica en la atribución designada al Presidente de la República 
para el efecto, es decir, esta decisión de manera alguna podría afectar a particulares, que gozan 
de una legislación particular y no así de lo que se prevé para las entidades públicas; el otro 
punto de este lineamiento, ser dos o más, ya que sin esta condición no podría darse la fusión, el 
mismo concepto no lo permitiría y se enmarcaría dentro de la reorganización de entidades 
públicas. 
“Estar dentro del ámbito del Gobierno Central”, con un fin didáctico, es menester 
hacer mención integra de lo establecido en el artículo 2 del Estatuto Régimen Jurídico 
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Administrativo Función Ejecutiva, ERJAFE, de conformidad con lo establecido en los artículos 
141 y 225 de la Constitución: 
“… la Función Ejecutiva comprende: 
a) La Presidencia y la Vicepresidencia de la República y los órganos dependientes o 
adscritos a ellas; 
b) Los Ministerios de Estado y los órganos dependientes o adscritos a ellos; 
c) Las personas jurídicas del sector público adscritas a la Presidencia de la 
República, a la Vicepresidencia de la República o a los ministerios de Estado; y, 
ch) Las personas jurídicas del sector público autónomas cuyos órganos de dirección 
estén integrados en la mitad o más por delegados o representantes de 
organismos, autoridades, funcionarios o servidores que integran la 
Administración Pública Central. 
Los órganos comprendidos en los literales a) y b) conforman la Administración 
Pública Central y las personas jurídicas del sector público señaladas en los 
demás literales conforman la Administración Pública Institucional de la Función 
Ejecutiva.” (ERJAFE, 2002) 
Según el ERJAFE, la administración pública, comprende todas estas entidades, sin 
embargo, con la excepción hecha en el último inciso de la Administración Pública institucional, 
las cuales no tiene una participación directa con el ejecutivo, sino que como lo establecen los 
literales c) y ch), son entidades públicas adscritas, o entidades autónomas que en realidad tienen 
una participación indirecta, con la administración pública central, el autor ecuatoriano, Efraín 
Pérez Camacho, establece esta diferencia, en su naturaleza jurídica: 
“Parece adecuado distinguir entre la Administración del Estado 
“constituida por órganos jerárquicamente ordenados”·, para utilizar la expresión 
de la Ley española (es decir, en el Ecuador Jefe del Ejecutivo, los ministerios y sus 
unidades administrativas, sin personalidad jurídica) y la “administración pública 
institucional”, constituida por todas las entidades con personalidad jurídica 
(incluyendo las entidades adscritas, las autónomas y las empresas públicas con 
personalidad de derecho público);…” (Pérez, 2009, pág. 182) 
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Es así que tenemos dos tipos de entidades públicas que comprenden la Función 
Ejecutiva, la de la Administración Pública Central, a las cuales según el autor citado pertenecen 
todas aquellas que no poseen personalidad jurídica propia; y, la segunda la Administración 
Pública Institucional, en la que se encuentran todas aquellas entidades públicas que poseen 
personalidad jurídica propia.  
El último de los parámetros analizados para que se pueda dar la fusión de entidades 
públicas, es que tengan “funciones o actividades duplicadas”, es decir, que hayan sido creadas 
para desempeñar las mismas funciones o actividades, sin embargo, como se analizó en líneas 
anteriores, esto es factible siempre y cuando sean funciones o actividades relativamente iguales; 
en el segundo punto, que puedan desempeñarse más eficientemente fusionadas, en mi criterio 
personal uno de los más factibles al momento de realizar una fusión, ya que, aumentaría la 
efectividad de estas instituciones, al funcionar en una sola línea de trabajo y con mismo 
propósito, no obstante, igualmente analizado, existe la necesidad de que se impulsen los 
estudios para ver el grado de factibilidad que se presentaría al fusionar estas entidades públicas.  
EL GOBIERNO CENTRAL 
Dentro de las generalidades es importante el estudio del Gobierno Central, que como ya 
lo hemos visto y lo según lo establecido en el artículo 2 del Estatuto del Régimen Jurídico y 
Administrativo de la Función Ejecutiva, está conformada por la Administración Pública Central 
y la Administración Pública Institucional. Para continuar con nuestro estudio, analizaremos lo 
que es la Presidencia, los Ministerios o Secretarías de Estado y la normativa de los mismos; y, la 
potestad reglamentaria de la función ejecutiva. 
Presidencia de la República 
Nuestra Constitución establece en su artículo 141 quien es el Presidente de la República 
y como está integrada la función ejecutiva: 
“La Presidenta o Presidente de la República ejerce la Función Ejecutiva, 
es el Jefe del Estado y de Gobierno y responsable de la administración pública.  
La Función Ejecutiva está integrada por la Presidencia y 
Vicepresidencia de la República, los Ministerios de Estado y los demás 
organismos e instituciones necesarios para cumplir, en el ámbito de su 
15 
competencia, las atribuciones de rectoría, planificación, ejecución y evaluación de 
las políticas públicas nacionales y planes que se creen para ejecutarlas.” 
(Artículo 141, CRE) (Lo resaltado me pertenece). 
Para nuestra investigación lo importante es, aparte de ser el jefe de Estado y de 
Gobierno que implican más responsabilidades de las que se podrían abarcar en este estudio, que 
es el responsable de la administración pública, desde esta perspectiva podemos decir que, el 
señor Presidente de la República es el responsable del buen manejo de la administración 
pública, en otras palabras, el Primer Mandatario es el encargado de dirigirla, optimizando tanto 
sus funciones como sus recursos, con el objeto de cumplir con los fines propuestos por el 
Estado. 
Esta administración de las entidades públicas de la administración central e 
institucional, se la hace mediante normas establecidas en nuestro ordenamiento jurídico 
nacional, la más importante de estas nuestra Ley Fundamental, que dispone en el Título IV, 
Participación y Organización del Poder, Capítulo Tercero, Función Ejecutiva, Sección Primera, 
Organización y Funciones, todas las atribuciones del Presidente y sus organismos dependientes, 
como lo son los ministerios de Estado, en armonía con lo establecido en el Estatuto del Régimen 
Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva, el mismo que contempla, la normativa de 
carácter administrativo para el desempeño de toda la Función Ejecutiva, cabe acotar que esta 
última norma no tiene el carácter de Ley, sino de un reglamento autónomo, tal como en su 
momento lo reconoció el Tribunal Constitucional, en el caso No. 29-2003-TC, publicado en el 
Registro Oficial No. 210, del 13 de Noviembre del 2003. 
Tomando lo dispuesto en estas dos normas, podemos citar de manera superficial las 
atribuciones que interesan a este estudio, por un lado la Constitución de la República vigente, 
establece que: “…Dirigir la administración pública en forma desconcentrada y expedir los decretos 
necesarios para su integración, organización, regulación y control.…”, “…Crear, modificar y suprimir 
los ministerios, entidades e instancias de coordinación….”, y“…Expedir los reglamentos necesarios 
para la aplicación de las leyes, sin contravenirlas ni alterarlas, así como los que convengan a la buena 
marcha de la administración….” (Art. 147, CRE, 2008), al revisar estas atribuciones, podemos 
darnos cuenta que el Presidente de la República tiene las atribuciones necesarias para poder 
manejar la administración pública de la manera más eficiente posible, para así viabilizar el uso 
de los recursos, así como de sus competencias y limitando excesos en los mismos, indispensable 
para el desarrollo del organismo estatal. 
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Ministerios o Secretarías de Estado 
Son dependencias públicas de la Presidencia de la República, las cuales 
estructuralmente hablando están subordinados de manera jerárquica, es decir, su actuar diario 
siempre está sujeto a los lineamientos y órdenes del señor Presidente. 
De esta manera lo manifiesta Juan Carlos Cassagne, en su obra “Derecho 
Administrativo”: 
“En el plano constitucional la institución de mayor jerarquía después del 
Presidente y Jefe de Gabinete es la ministerial. Se trata de un órgano de órgano, ya 
que por ser el Poder Ejecutivo unipersonal, los Ministros no integran el órgano 
presidencial, al cual, sin embargo, se hallan jerárquicamente subordinados.” 
(Casagne, 2002, pág. 330) 
Estos están previstos en el Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la 
Función Ejecutiva, en el artículo 16, que en realidad se reforma conforme se crean estas 
organismos públicos, no obstante en el artículo innumerado siguiente, se enumera las secretarías 
de Estado; y, en la actualidad son 28 los ministerios y 10 las secretarías con las que cuenta la 
Función Ejecutiva, para el desarrollo de sus actividades. (Estructura Gráfica prevista en el 
Anexo No.1) 
Potestad Reglamentaria (Reglamentos) 
La potestad reglamentaria o la atribución para poder emitir reglamentos, según diversos 
tratadistas, entre ellos Georges Vedel, Miguel Marienhoff consideran no hacer una distinción 
entre el reglamento y el acto administrativo, sino definir al reglamento como un acto 
administrativo de carácter general. Dentro de este análisis es primordial citar lo expuesto por 
Roberto Dromi, el cual hace una distinción entre la ley y el reglamento: 
“Diferencia que se sustenta en razones político-institucionales y jurídicas. 
Mientras que la ley es la expresión de la voluntad soberana del pueblo, el 
reglamento es expresión de la competencia reglamentaria de la Administración.” 
(Dromi, 2001, pág. 266) 
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Entiéndase esta diferencia en su origen, en la emisión de la misma, ya que la ley por una 
parte debe seguir todo un proceso en la Asamblea Nacional para llegar a consolidarla, y no así el 
reglamento que está previsto ser dictado por la administración.  
Dentro de esta potestad reglamentaria, la doctrina ha diferenciado los tipos de 
reglamentos, entre los tratadistas más destacados podemos citar a Dromi, Escola, Marienhoff, 
Gordillo, Cassagne, García-Trevijano, entre otros que comparten esta clasificación, los mismos 
que son los siguientes: 
1. Reglamentos de Ejecución 
2. Reglamentos Autónomos o Independientes 
3. Reglamentación Delegada 
4. Reglamentos de Necesidad y Urgencia 
Los reglamentos de ejecución, son los reglamentos que sirven para la aplicación de una 
ley, en concordancia con lo establecido con nuestra Norma Suprema, el Presidente de la 
República podrá “expedir los reglamentos necesarios para la aplicación de las leyes, sin contravenirlas 
ni alterarlas”, es muy importante, esta última parte ya que limita al poder ejecutivo, al 
lineamiento de la ley, en otras palabras, no se podrán crear nuevas atribuciones o instituciones 
que no estén previstas en la ley de la cual se deba el reglamento, y menos aún podrá establecer 
en su reglamento algo contrario a lo que dispone esta ley objeto del reglamento. 
Los Reglamentos Autónomos o independientes, establecidos para la buena marcha de la 
administración pública, según el artículo 147 numeral 13 de la Constitución, “expedir los 
reglamentos necesarios para la aplicación de las leyes, sin contravenirlas ni alterarlas, así como los que 
convengan a la buena marcha de la administración.” (Lo resaltado me pertenece). Estos han sido así 
denominados por diversos tratadistas entre ellos García-Trevijano que nos manifiesta que estos 
son: 
“Aquellos que tratan, de no ejecutar una ley concreta, sino de regular materias en las que no 
existe una Ley reglamentable, existiendo, desde luego una atribución de potestad genérica, necesaria, 
como vimos, para toda la actuación de la Administración, salvo excepciones…” (García Treviño Fos, 
1968, págs. 291-292) 
El mismo autor manifiesta que, es aquí en donde hay que tener cuidado con los límites 
de estos reglamentos, ya que estos no pueden afectar a la ley sin una habilitación legal antes 
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prevista. 
Reglamentación Delegada, para el ilustre tratadista Miguel Marienhoff, este tipo de 
reglamentos: “Son los que emite el Poder Ejecutivo en virtud de una atribución o habilitación que le 
confiere expresamente el Poder Legislativo. De modo que no emanan de la potestad reglamentaria 
normal del Poder Ejecutivo.” (Marienhoff, 1995, pág. 122) 
Es decir que estos reglamentos necesitan de una habilitación previa de la Asamblea 
Nacional (Función Legislativa) para poder ser emitidos por el Ejecutivo, consecuentemente se le 
transfiere esta potestad a fin de que sea ésta, la Presidencia de la República quien los dicte, sin 
embargo, cabe en este punto analizar, cual es el límite para dictar este tipo de reglamentos, que 
no es sino el plasmado en el instrumento de habilitación emitido por el legislativo; en 
Constituciones como la argentina, esta delegación está prevista de manera expresa, y es 
permitida sólo “en materias determinadas de administración o de emergencia pública” (Art. 76, 
Constitución de Argentina, 1994), y con el tiempo y condiciones determinados en esta delegación, 
según lo establece esta Carta Magna. Como podemos ver esta delegación ha sido prevista de 
forma expresa en la Constitución, no obstante en nuestro país esta delegación, según el 
Tratadista Ecuatoriano Efraín Pérez, se contempla como una facultad que le da la Ley de 
Modernización al Presidente de la República en su artículo 40, en que se prevé dentro del 
ámbito de su competencia, la regulación de la estructura, funcionamiento y procedimientos de todas 
sus dependencias y órganos administrativos ( Artículo 40 de la Ley de Modernización del Estado), 
tenemos que hacer énfasis, en esto, “regulación”, la facultad para emitir normativa 
reglamentaria, según  los lineamiento de la política pública. 
La reglamentación delegada no tiene que ser un instrumento por el cual se violente 
preceptos constitucionales y, de aplicársela debería estar prevista en nuestra Norma Suprema, 
como lo hacen otras Constituciones, con miras a limitar esta delegación y no tener un uso 
indiscriminado del mismo. 
Por último en este tipo de decretos, tenemos que resaltar la diferencia que hace el 
catedrático Dr. Nicolás Granja Galindo, con respecto al decreto-ley y a los decretos con fuerza 
de ley, para este autor el decreto-ley: “es el acto legislativo emanado de un gobierno dictatorial o de 
facto” (Granja Galindo, 1994, pág. 36), mientras que el decreto con fuerza de ley nos dice: “Así se llama 
este Decreto porque, en ciertos países dicta el Presidente de la República sobre una materia determinada 
solamente podría ser objeto de una ley, previa delegación de facultades a él conferidas por la Función 
Legislativa, en la Carta Política del Estado” (Granja Galindo, 1994, pág. 36), válida diferencia entre 
19 
este tipo de decretos, por un lado el decreto-ley, es utilizado por un dictador mientras que el 
decreto con fuerza de ley, es dictado por el Ejecutivo, electo de manera democrática, pero 
mediante delegación de la Función Legislativa. En este mismo sentido tengo que aclarar que el 
decreto supremo está enmarcado en la definición del decreto-ley, la misma Asamblea Nacional 
lo ha reconocido de esta manera, es así que en la Ley Derogatoria No.8 para la Depuración de la 
Normativa Legal, publicada en el Registro Oficial Suplemento No. 712, el 29 de mayo del año 
2012, dentro de sus considerandos establece que: “los llamados Decretos Supremos fueron normas 
dictadas por los gobiernos de facto, en uso de potestades reservadas a la Función Legislativa, cuando 
esta fue disuelta;…”. 
Reglamentos de Necesidad y Urgencia, estos reglamentos según el Tratadista Villegas 
Basavilbaso son “Aquellos que por causas graves o circunstancias excepcionales establece el poder 
administrador, suspendiendo la aplicación de una ley o imponiendo obligaciones a los administrados en 
cuestiones de estricta competencia del Poder Legislativo” (Villegas Basavilbaso, 1967, pág. 67). Una 
muestra de este tipo de reglamentos, son los que establece la Norma Fundamental en su artículo 
148, en la misma que prevé la disolución de la Asamblea Nacional por parte del Presidente de la 
República, con parámetros básicos para este cometido, entre ellos el dictamen favorable de la 
Corte Constitucional. En este artículo se menciona la potestad que el Primer mandatario tendría 
para emitir decretos-ley, en materia económica urgente. 
Con estos reglamentos se poner atención, ya que se presentan, por lo general en la 
ruptura de la democracia, por ende, no se los puede tomar a la ligera, nuestra Constitución es 
clara al momento de especificar cuándo se pueden emitir este tipo de decretos. No obstante, que 
de manera personal, pienso que existe mucha flexibilidad para la emisión de estos “decretos-
leyes”, para citar lo previsto en nuestra Constitución, así por ejemplo en el artículo 140 del 
nuestra Carta Magna, se establece la emisión del decreto-ley en materia económica urgente 
cuando en el plazo previsto para que la Asamblea resuelva no lo ha hecho; en este caso la 
Función Legislativa podrá modificarla o derogarla en cualquier tiempo. Esta flexibilidad, vista 
desde la urgencia tiene mucho sentido, pero es discutible el hecho de que pueda ser modificada 
o derogada en cualquier momento. 
Otro ejemplo de estos tipos de “reglamentos” los encontramos en la Sección cuarta 
“Estados de Excepción” del Capítulo tercero “Función Ejecutiva” del Título IV, “Participación 
y Organización del Poder” de nuestra Norma Constitucional, es así que tenemos los parámetros 
como principios establecidos para la emisión de este tipo de reglamentos, los casos en los que se 
podrían, entre otros aspectos que permitirían su aplicación.  
20 
En conclusión esta potestad reglamentaria, entre otros objetivos, está orientada al buen 
funcionamiento de la administración pública, motivo por el cual se permite flexibilidad al 
momento de emitir este tipo de normativa, toda vez, que siempre deben existir límites en la 
emisión de los reglamentos, parámetros estos establecidos, no solo en la doctrina, sino sobre 
todo y ante todo en nuestra Constitución, recordemos que los reglamentos tienen definida su 
posición, hablando de la jerarquía normativa, y nunca deben estar sobre nuestras leyes, o norma 
superior establecida en nuestra Norma Fundamental. 
Normativa de los Ministerios o Secretarías de Estado 
Dentro de la normativa que pueden emitir los Ministerios o Secretarías de Estado cabe 
determinar los demás actos administrativos de carácter general (normas reglamentarias), que 
pueden o podrían emitir las otras autoridades administrativas diferentes del Presidente de la 
República, tomando en cuenta que los ministros son delegados del jefe de Estado, para el buen 
funcionamiento de la administración, traeremos a colación lo citado por Jorge Zavala Egas:  
“…todo jefe de servicio puede tomar las medidas necesarias para el buen 
funcionamiento de la administración puesta bajo su autoridad, inclusive si ninguna 
disposición legislativa le concede el poder reglamentario” (Zavala Egas, 2003, pág. 
353). 
Podemos darnos cuenta que no solo el Jefe de Estado es el que podría regular la 
actuación de los servidores públicos subordinados, sino que también los podrían hacer las demás 
autoridades encargadas de la dirección de una entidad pública, incluidos los Ministros de 
Estado, para esto podrían emitir normativa de carácter regulatorio con el fin de que su 
dependencia funcione de una manera más eficiente -optimizando el servicio y desempeño de los 
servidores públicos-, como por ejemplo, los reglamentos internos, los estatutos orgánicos por 
procesos de las unidades públicas dependientes o subordinadas, entre otros cuerpos normativos 
que siempre perseguirán este fin. 
LA AUTONOMÍA 
Para el desarrollo de este estudio, es menester trazar el límite entre el poder ejecutivo y 
las entidades que gozan de autonomía concedida por ley, es así que para un mejor entendimiento 
es importante conocer el concepto de Autonomía. 
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La autonomía en nuestro ordenamiento jurídico nacional está prevista de manera muy 
particular, es por esto que no se debe tomar a la ligera sus definiciones, esta ha sido establecida 
a lo largo de nuestro desarrollo institucional. La doctrina tiene variados criterios respecto a esto, 
y separan a la autonomía de la autarquía que es la forma más correcta de hacerlo. Sin embargo 
en nuestro país debemos tener cautela cuando se habla de la autonomía y de la autarquía, en la 
mayoría de los casos tomada como sinónimo. 
“..Autonomía es un concepto político; autarquía es un concepto 
administrativo. Autonomía significa que el ente tiene poder para darse su propia 
ley; autarquía implica la atribución, siempre conferida por la ley, de administrarse 
a sí misma; las provincias son autónomas; el municipio es autárquico.” (Altamira, 
1971, pág. 137) 
Conceptos estos definidos por el tratadista Pedro Altamira, que traemos a colación para 
enmarcarnos al contexto nacional y determinar la diferencia entre la autonomía y la autarquía; 
en esencia la autonomía es la facultad para emitir legislación propia y la autarquía es la facultad 
para administrarse así misma con apego o en las facultades y atribuciones que la ley le confiera. 
En nuestro País, tenemos dos clases de autonomía, por una parte tenemos la autonomía política 
y por otro lado la autonomía administrativa, la primera de esta que solo ostentan los Gobiernos 
Autónomos Descentralizados (GAD’s) determinados así por la Constitución (Art. 238, CRE, 
2008), es decir que tiene la “…posibilidad de determinar y diseñar sus propios objetivos y metas,…” 
(Pérez, 2009, pág. 313), es así que los GAD’s tienen la facultad de emitir normativa propia, así 
como establecer tributos entre otras atribuciones previstas tanto en la Constitución y la ley; de 
igual manera nuestra legislación define la autonomía política, establecida en el Código Orgánico 
de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización el cual nos dice: 
“La autonomía política es la capacidad de cada gobierno autónomo 
descentralizado para impulsar procesos y formas de desarrollo acordes a la 
historia, cultura y características propias de la circunscripción territorial. Se 
expresa en el pleno ejercicio de las facultades normativas y ejecutiva sobre las 
competencias de su responsabilidad; las facultades que de manera concurrente se 
vayan asumiendo; la capacidad de emitir políticas públicas territoriales; la elección 
directa que los ciudadanos hacen de sus autoridades mediante sufragio universal, 
directo y secreto; y, el ejercicio de la participación ciudadana.” (Art. 5, COOTAD, 
2010) (Lo resaltado me pertenece) 
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Mientras que a la autonomía administrativa, no siendo exclusiva de los GAD’s la define 
como: 
“La autonomía administrativa consiste en el pleno ejercicio de la facultad 
de organización y de gestión de sus talentos humanos y recursos materiales para 
el ejercicio de sus competencias y cumplimiento de sus atribuciones, en forma 
directa o delegada, conforme a lo previsto en la Constitución y la ley.” 
Como es lógico este tipo de autonomía facultad a la entidad que la ostenta, la 
organización y la gestión de su elemento humano como sus recursos materiales para el cabal 
cometimiento de la tarea encomendada, facultad que con la fusión a los ministerios de gobierno 
se ve limitada por cuanto la nueva autoridad sería esta secretaría de Estado, concepto 
relacionado de manera directa con la adscripción que prevé la autonomía administrativa, técnica 
y financiera a estos entes, hay que recordar que esta autonomía está establecida por ley. 
Otro concepto de autonomía que encaja en la línea del ordenamiento jurídico 
ecuatoriano es el manifestado por el Tratadista Álvaro Bustamante Ledesma: “…“la facultad que 
tiene la entidad de manejarse por sí misma”, capacidad que es apenas lógica y necesaria dentro del 
fenómeno de la descentralización administrativa.” (Bustamante, 1989, pág. 37). Más adelante nos aclara 
el autor colombiano, que en cuanto al desarrollo de su estructura y su funcionamiento lo hacen 
“apoyándose y dirigiéndose por lo estatuido en la ley determinante de su creación y las demás de igual 
categoría que regulen a los establecimientos.” (Bustamante, 1989, pág. 37), sin dejar de lado los 
controles a los que están sometidas las demás instituciones del Estado, es decir, que a pesar de 
tener autonomía no pueden obrar sin apego al marco constitucional y legal, siempre bajo el 
control del Estado, el mismo que no implica actuar como una dependencia del Ejecutivo, sino 
que limita y enmarca su desenvolvimiento a las políticas macro emitidas por el Gobierno 
Central.  
Así en nuestro País podemos encontrar, entidades con total independencia que como se 
lo analizó son las que gozan de autonomía política es decir los GAD’s, otras que para el 
tratadista Pérez Camacho están previstas y protegidas por la Constitución, y el otro tipo de 
entidades que lamentablemente no gozan de esta protección, sino que son objeto de cambios 
abruptos pese a que tiene una ley de creación, es entendible desde el punto de vista de la 
administración pública, ya que facilita la organización del Estado, pero no se puede olvidar que, 
a pesar de que existen estas resoluciones del ejecutivo, deben obrar con apego a la ley, todas sus 
actuaciones como lo establece el 226 de la CRE tienen que ser conforme a ley, esta, es la base 
fundamental de toda sociedad y es de cumplimiento obligatorio. 
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Entidades Autónomas creadas por Ley 
“Recuérdese, de todas maneras, que las instituciones enumeradas en la 
Constitución no son las únicas que gozan de autonomía, sino que existen muchas 
otras instituciones públicas a las cuales diferentes leyes les asignan la calidad de 
“autónomas”, como por ejemplo, PETROECUADOR” (Pérez, 2009, pág. 234) 
Una pequeña introducción para analizar a las olvidadas entidades autónomas que se 
establecen por ley. Es menester el poder reconocer los diferentes tipos de entidades que tenemos 
en nuestra actualidad, cosa que no podemos desconocer, sin más ni menos; si bien es cierto 
nuestra Constitución solo reconoce la autonomía de ciertas entidades, y de éstas, de las 
determinadas por ley, no hace reconocimiento alguno, las deja sin protección, cuestión 
discutible desde diferentes puntos de vista, ya que entre las atribuciones del Presidente no existe 
alguna que le permita modificarlas o alterarlas, y menos aún por medio de un decreto. 
Entonces podemos decir que las entidades autónomas creadas por ley, son aquellas 
entidades que tienen una ley propia y por la cual estas fueron creadas, la misma, además de 
contemplar sus atribuciones y estructura base, estable su autonomía, tanto financiara, 
económica, técnica como administrativa, esta última una de las más importantes al momento de 
hablar de autonomía, ya que permite manejarse por sí misma, sin la necesidad de estar 
subordinada o a la disposición de otra entidad pública, cabe aclarar que esto no quiere decir que 
no sea objeto de control, ya que el hecho de que pueda manejarse a sí misma no quiere decir que 
deje de ser una entidad pública sujeta al control del Estado, para esto -en un tema que se 
abarcará más adelante- se ha instaurado la figura de la tutela administrativa, en otras palabras el 
control estatal sobre este tipo de entidades, con el objeto de que estas no se aparten de sus 
lineamientos tanto a nivel de políticas de Estado, en lo jurídico o incluso en lo administrativo. 
Para mayor comprensión debo citar a Villegas Basavilbaso, que manifiesta lo siguiente con 
respecto de estas entidades denominadas como autárquicas: 
“Deber que ha motivado discusiones doctrinales por entenderse que los 
entes “autárquicos” no están subordinados, puesto que sus atribuciones emanan 
de la ley y no del vínculo jurídico. La independencia de estas personas 
administrativas no implica la ausencia de todo control por parte del poder 
central” (Altamira, 1971, pág. 142) 
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Estos son algunos de los ejemplos que podemos citar dentro de nuestro estudio: 
Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica, Instituto de Seguridad Social de las Fuerzas 
Armadas, Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología, Comisión de Estudios para el 
Desarrollo de la Cuenca del Río Guayas, Corporación Ejecutiva para la Reconstrucción de las 
Zonas Afectadas por el Fenómeno El Niño, entre otras más, que gozan de autonomía prevista en 
sus distintas leyes de creación. 
Incluso en otras legislaciones como la colombiana, la creación, la supresión así como la 
fusión de este tipo de entidades, le corresponde al Congreso Nacional, siendo estos los únicos 
competentes, como es lógico, para reformar lo previsto en una ley de creación, no obstante en 
nuestro país se pierde este sentido lógico, y se lo proporciona al Ejecutivo. 
No podemos ser ajenos a realidades latentes en otros países, en los que si se respeta las 
disposiciones legales y no simplemente se desconoce el ordenamiento público nacional. Si bien 
es cierto, se quiere optimizar el funcionamiento de la administración pública, pero esto no 
quiere decir que se irrespete lo previsto en las leyes que son la base fundamental de una vida en 
sociedad. 
Adscripción 
El fenómeno de la fusión de las entidades creadas por ley en el marco de este estudio, se 
ha visto reflejado en las instituciones adscritas a un ministerio o a la Presidencia de la 
República, creando un conflicto entre la ley de creación y la normativa secundaria emitida por 
las distintas carteras de Estado, es así que los organismos adscritos pese a tener personalidad 
jurídica y gozar de autonomía técnico-administrativa, económica, financiera y operativa se 
encuentran en la actualidad totalmente sometidos a las resoluciones de un ministerio o de la 
misma Presidencia de la República, es por este motivo que nace la necesidad de analizar el 
concepto mismo de esta figura jurídica como lo es la adscripción. 
Para entender mejor el concepto de Adscripción, veremos diferentes tipos de 
definiciones, que ilustraran de mejor manera al lector sobre esta figura no muy común a nivel 
doctrinario, pero sí de concurrente utilización en nuestro país, es así que la RAE la define como:  
“Adscribir. 
(Del lat. adscribĕre). 
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1. tr. Inscribir, contar entre lo que corresponde a alguien o algo. 
2. tr. Agregar a una persona al servicio de un cuerpo o destino.  
     U. t. c. prnl.” (Real Academia Española, 2014) 
Nos quedaremos con la segunda de estas definiciones que se apega más a nuestra 
realidad, es decir “agregar a una persona al servicio de un cuerpo o destino” (Real Academia 
Española, 2014), que concuerda también por lo citado por Guillermo Cabanellas “ADSCRIBIR. 
Destinar, agregar a una persona al servicio de un cargo o cuerpo.” (Cabanellas de Torres, 1993), en 
esencia podríamos enmarcarlo en acontecer nacional, ya que por un lado la adscripción 
contempla el hecho de que una entidad pública esté bajo la tutela de otra entidad, sin embargo 
este concepto es un poco débil no y prevé todos lo que implica una adscripción, por ende es 
menester traer definiciones mucho más completas como por ejemplo la definición que hace el 
Dr. Darío Días Toledo: “Mediante la figura de la adscripción se realiza el control o tutela de estos 
órganos descentralizados, considerándola como un grado más de descentralización por las 
características que presenta.” (Díaz Toledo, 2012, pág. 44) Es decir un ente adscrito, sería una 
entidad pública descentralizada sometida al control o tutela del organismo al que está adscrito, 
además de las normas de derecho público, sin perder su autonomía prevista como tal en su Ley 
de creación o ley prevista para el efecto, lo que quiere decir que esta entidad que pese a tener un 
control no está sometida a una relación jerárquica con este ente controlador, es decir no es un 
ente subordinado.  
La Tutela Administrativa 
En cuanto a la tutela administrativa, como habíamos establecido, en la adscripción, debe 
existir un poder de control o de tutela sobre la entidad pública adscrita, sin que esto signifique la 
pérdida de su autonomía, sin embargo estos organismos deben estar siempre alineados a las 
políticas públicas y enfocados a su complimiento, y es en este punto en el que se hace efectiva 
la tutela administrativa con el objeto de que se cumpla, siempre con apego a la norma legal, para 
esto, es necesario que al menos un delegado del ejecutivo presida estos directorios para que sean 
quienes rindan cuentas directas de la gestión en dicha institución, al gobierno central, 
independientemente de los controles del Estado, Álvaro Bustamante Ledesma, nos manifiesta su 
visión de la tutela administrativa y nos dice que, refriéndose, a los establecimientos públicos 
bajo al control de tutela: 
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“…Esos organismos deben sujetarse a las políticas, planes y programas 
generales del gobierno y para que tal sujeción sea efectiva, impera respecto de ellos 
un sistema conocido como control de tutela o tutela administrativa, que también 
asegura que las actividades se desarrollen dentro de los marcos de la legalidad y 
los límites de la conveniencia.” (Bustamante, 1989, pág. 38) 
En esta línea de pensamientos, debo acotar que, en realidad la medida de autonomía en 
muchos de los casos permitió un desarrollo discriminado de objetivos individuales, y no un 
común denominador para las metas y fines del Estado, es así que cada una de las instituciones 
velaba por su funcionamiento independiente, incluso hace pocos años atrás; no obstante a este 
precedente, las reglas deben ser claras y permitir un claro desarrollo de los objetivos estatales, 
no olvidando así la aplicación de la normativa legal. Por otro lado la tutela administrativa nos 
ayuda a encaminarnos dentro de los lineamientos macros -políticas-, para que este tipo de 
entidades autónomas cumplan y no actúen de manera independiente sino con un sistema rígido 
de Planificación y coadyuven al desarrollo integral del Estado. 
En nuestra legislación la tutela administrativa está determinada en el ERJAFE, el mismo 
que en sus artículos 4 y 7, nos habla de esta figura, por un lado nos dice que todos los órganos y 
entidades que comprenden la Función Ejecutiva someterán sus actuaciones, entre otros 
principios al de tutela (Artículo 4, ERJAFE, 2002), sin dejar de lado el principio de legalidad 
(Artículo 4, ERJAFE, 2002) fundamental al momento de ejercer atribución alguna, por otro lado 
más adelante nos habla de la administración institucional, y entre ésta sobre las entidades 
autónomas las cuales deben estar adscritas a un ministerio o ente seccional autónomo, el cual 
ejercerá la tutela administrativa pertinente (Artículo 7, ERJAFE, 2002). 
La tutela administrativa, en mi concepto personal, es una forma de control de una 
entidad a otra sin la necesidad de que exista dependencia o subordinación, que vela por el 
cumplimiento de los objetivos y metas planteadas por el Estado, la misma que está reconocida 





CONSTITUCIÓN DEL 2008 
Dentro de nuestro estudio es menester el análisis Constitucional, toda vez, que con el 
advenimiento de nuestra nueva Constitución publicada en el Registro Oficial No. 449 del 20 
Octubre del año 2008, se realizaron muchos cambios, los mismos que afectaron de manera 
significativa el aparato Estatal y su funcionamiento, en este capítulo examinaremos aquellos 
preceptos constitucionales que regulan y regularon el funcionamiento de las instituciones del 
Estado creadas por ley, así como las atribuciones tanto del Presidente de la República como de 
la Asamblea Nacional, parámetros estos que nos ayudaran al desarrollo integral de este trabajo. 
Análisis preceptos constitucionales 
Nuestra Norma Fundamental dentro de su estructura prevé en su artículo 225 a las 
instituciones que integran el Sector Público, entre las que figuran, los organismos y entidades 
creados por la Constitución y la ley (Art. 225, CRE, 2008); haciendo un reconocimiento expreso de 
las entidades creadas por Ley; sin embargo la Constitución no reconoce en forma expresa la 
autonomía de los organismos y entidades creadas por ley, que de alguna manera facilita su 
reestructuración por parte del Gobierno Central, en particular si se encuentra dentro de su 
ámbito o adscritas en un ministerio, no obstante se corre un grave riesgo al desconocer esta 
autonomía, ya que éstas podrán ser intervenidas o reestructuradas en cualquier momento, pese a 
que su ley de creación les reconoce su personalidad jurídica. 
En el texto de nuestro Código Político se reconoce la autonomía a determinados 
organismos y entidades públicas entre estas se encuentran: la Función Judicial, la Función 
Legislativa, la Defensoría Pública, la Fiscalía General del Estado, el Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social, las Superintendencias, la Defensoría Pública, la Función Electoral, 
la Procuraduría General del Estado, los GAD´s, las Empresas Públicas, y demás reconocidas así 
por la Constitución y por ende también son protegidas por la misma y no pueden ser 
reestructuradas o intervenidas por otra institución, sino que en esencia son autónomas, pero 
como se manifestó en párrafos anteriores, no solo existen este tipo de entidades autónomas, sino 
que existen también las entidades autónomas creadas por Ley, y así lo manifiesta el autor 
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ecuatoriano Marco Morales Tobar, cuando nos dice que: 
“De modo que mientras que la Administración Pública Central con 
personalidad jurídica única es conformada por órganos a los que se les atribuye 
esferas de competencia, la Administración Pública Institucional es un 
conglomerado de entidades con personalidad jurídica propia, creadas al amparo 
del artículo 226 de nuestra Norma Fundamental 
Un buen ejemplo de tales entidades es PETROECUADOR, empresa estatal 
que fue creada por acto legislativo.” (Morales Tobar, 2011, pág. 71 y 72) (Lo 
resaltado me pertenece) 
Así resulta contradictorio en muchos de los casos, que este tipo de entidades pierdan su 
personalidad jurídica al momento de una fusión o en general de una reestructuración por un 
mero acto administrativo, cuando su ley de creación reconoce  la personalidad jurídica, es decir, 
que una entidad pública goza de personalidad jurídica propia y de las demás características que 
la Ley le proporcione, entre estas, la autonomía en muchos de los casos; por este motivo antes 
de reestructurar una entidad se debería tomar en cuenta su ley de creación. 
Si bien es cierto la Constitución Ecuatoriana optimizó la reorganización de las 
instituciones del Gobierno Central, no tomó en cuenta que en la administración institucional los 
organismos o entidades son personas jurídicas distintas a ésta así atribuidas por ley. Para el 
tratadista Jorge Zavala Egas se justifica esta actuación mediante la figura de la delegación 
legislativa, que en efecto puede ser correcta. El uso de la delegación legislativa con respecto a la 
independencia de las entidades públicas que fueron creadas por ley, a mi concepto personal está 
totalmente distorsionado y crea un conflicto de normas, por cuanto, al momento de reorganizar a 
estas entidades, si utilizamos la delegación legislativa y asumimos que el decreto tiene fuerza de 
ley, es decir, lo lógico sería derogar la ley precedente con el fin de evitar tener una ley vigente 
no aplicable puesto que, esta entidad se regirá por este decreto de fusión y su respectivo 
reglamento emitido por el representante del organismo al cual fue fusionado, dándonos como 
resultado que tenemos una ley, un decreto y un reglamento de funcionamiento de esta entidad, 
todos ellos vigentes y normando lo mismo, ¿cuál es el problema de esta situación?, que el 
funcionario público al tener una ley vigente debería actuar conforme a está y no así solo por 
medio de su reglamento que incluso podría ser contradictorio a la misma, al amparo de lo 
preceptuado en el artículo 226 de la Constitución de la República, recordemos que la 
competencia nace de la Constitución y la Ley (Artículo 109, COOTAD, 2010). Constituyéndose 
este en un tema de vital importancia al momento analizar el conflicto de ley, cuando en realidad 
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los funcionarios de estas entidades actúan conforme a los estatutos orgánicos, decretos de fusión 
y no de la ley. 
Si los preceptos constitucionales son claros no deberían ni deben ser transgredidos, si 
bien nuestra Carta Magna, no reconoce de manera expresa la autonomía consagrada en las leyes 
de creación, es por naturaleza misma de la ley que se debe respetar sus disposiciones de lo 
contrario viviríamos en una inestabilidad jurídica, en esta misma línea de pensamientos se 
manifiesta el tratadista Juan Larrea Holguín, al decir que: “En ningún caso puede aceptarse – como 
desgraciadamente ha sucedido en el pasado – que se pretenda modificar el orden jurídico y hasta la 
misma Constitución, mediante resoluciones” (Larrea Holguín, 2000, pág. 103) 
Cuestión esta, vivida en nuestro acontecer diario y no desconocida por todos los que 
vivimos de cerca esta realidad latente, es así que se presentan casos como los que un reglamento 
crea instituciones o resoluciones que modifican leyes, transgrediendo así una serie de principios 
consagrados en nuestra Norma Suprema, tales como: el principio de legalidad, el de seguridad 
jurídica, el de jerarquía normativa, incluso el mismo principio de reserva de ley, dando como 
resultado esta inestabilidad jurídica en la que lo que se norma no viene desde nuestra Asamblea 
sino de instituciones que fueron creadas para otras cosas. 
Es transcendental, el darnos cuenta que en todo Estado, debe haber un respeto íntegro 
por las instituciones creadas por las leyes, teniendo en cuenta su proceso de formación y, sin 
olvidar que también las leyes tienen un proceso de modificación -reforma-, y de derogación que 
debe obedecer a análisis previos en los que se prevea esta manera de terminación de su vida útil 
con apego a lo preceptuado en nuestro ordenamiento jurídico positivo, es así que la formación, 
expedición, codificación, reformas y derogación de una ley, independientemente de la clase de 
ley que esta sea, es potestad exclusiva de nuestro órgano legislativo, La Asamblea Nacional, 
tema que en párrafos posteriores será desarrollado, dentro de sus atribuciones. 
Atribuciones del Presidente de la República 
En este estudio es importante delimitar las atribuciones del Presidente de la República, 
con el fin de comprobar si es o no competente para modificar la estructura institucional de una 
entidad creada por ley, y de serlo hasta donde llega el límite de esa competencia. Este análisis 
abarcará todas aquellas atribuciones que tienen relación con el conflicto entre la ley de creación 
y la normativa secundaria que regula a estas entidades.  
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Empezaremos por la primera atribución, la cual manifiesta textualmente lo siguiente: 
“1. Cumplir y hacer cumplir la Constitución, las leyes, los tratados internacionales y las demás normas 
jurídicas dentro del ámbito de su competencia.” (Artículo 147, CRE, 2008) 
El texto constitucional es claro al decir: cumplir y hacer cumplir la Constitución, las 
leyes, los tratados internacionales y las demás normas jurídicas dentro del ámbito de su 
competencia, que como lo establece nuestro ordenamiento jurídico, esta nace de la Constitución 
y la Ley, y en concordancia con el artículo 226 de Nuestra Carta Magna y el artículo 109 del 
COOTAD, es decir, como todo servidor público deberá siempre actuar con apego a la Norma 
Suprema y la ley. 
Son inquietantes las afirmaciones como las manifestadas por Pérez Camacho con 
respecto a que el reglamento es fuente de competencia al menos en nuestro país, ya que en la 
legislación ecuatoriana de manera expresa se establece a la Constitución y la Ley como fuentes 
de competencia, y es así que un servidor público es competente solamente para hacer lo que le 
dice la Constitución y la ley, y es lógico pensar en que siendo la ley el resultado de un proceso 
de elaboración jurídica tenga la fuerza que tiene y no así el reglamento que deviene de la 
voluntad de una sola institución, en este caso el ejecutivo. 
En este orden de ideas, traigo a colación al tratadista Georges Vedel, el mismo que para 
un mayor entendimiento manifiesta lo siguiente: 
“En realidad, el reglamento tiene un régimen jurídico más próximo al de 
las decisiones no reglamentarias que al de la ley. El acto reglamentario no es más 
que una variedad de la decisión ejecutoria; es uno más entre los actos 
administrativos; no participa para nada de la soberanía ni de la infalibilidad 
jurídica de la ley (supra, pág. 30).” (Vedel, 1980, pág. 150) 
En legislaciones como la argentina es cierto que se reconoce al reglamento como fuente 
de competencia pero es porque así lo manifiesta ese ordenamiento legal, y expresamente lo 
manifiesta como: “La competencia de los órganos administrativos será la que resulte, según los 
casos, de la Constitución Nacional, de las leyes y de los reglamentos dictados en su consecuencia. Su 
ejercicio constituye una obligación de la autoridad o del órgano correspondiente y es improrrogable, a 
menos que la delegación o sustitución estuvieren expresamente autorizadas; la avocación será 
procedente a menos que una norma expresa disponga lo contrario” (Artículo 3, Ley N° 19549, 1972), al 
contrario de la nuestra que tanto en el Código Principal como en la ley se prevé estos dos tipos 
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de fuentes de competencia.  
Otras de las atribuciones que tiene el Presidente de la República dentro de la esfera de 
su competencia es la de: 3. Definir y dirigir las políticas públicas de la Función Ejecutiva. (Art. 147, 
CRE, 2008) 
Antes de adentrarnos en delimitación de esta atribución debemos establecer que son las 
políticas públicas; para diversos tratadistas las política pública son acciones emitidas por el 
gobierno, yo las definiré como lineamientos macros de acción para llegar a un objetivo común, 
en nuestro país dentro del sistema de competencias esta facultad la encontramos a nivel de 
gobierno y así lo podemos encontrar tanto en la Constitución como en la ley. Tema que reviste 
de importancia este trabajo, ya que todas las instituciones públicas inmersas en la función 
ejecutiva, deberían y deben apuntar a una sola meta, sean estas dependencias o no, con esto me 
refiero a que por ser entidades adscritas algunas de ellas no quiere decir que no se alineen a las 
políticas públicas. 
Es lógico que la emisión de políticas públicas, debe estar a cargo del gobierno central; 
de lo contrario no se podría llegar a ese macro objetivo que todos queremos alcanzar como lo es 
el bien común. Si bien esta atribución no debería tener límite alguno debe respetar la autonomía 
de cada una de las instituciones tanto previstas en la Constitución como en la ley, incluidas aquí 
las entidades públicas creadas por una ley. 
“5. Dirigir la administración pública en forma desconcentrada y expedir los decretos necesarios 
para su integración, organización, regulación y control.” (Art. 147, CRE, 2008) 
Luego en el mismo artículo, tenemos como quinta atribución la de dirigir la 
administración pública y expresa literalmente en la manera de dirigirla, y nos dice en forma 
desconcentrada para esto le faculta expedir decretos necesarios para su integración, 
organización, regulación y control. Para que nuestro estudio refleje la realidad de los problemas 
de este tipo de atribuciones es necesario el poder analizarlas paso a paso, es decir primero ¿qué 
implica el dirigir la administración pública?, sin lugar a dudas y a breves rasgos, podríamos 
decir que no es otra cosa que el manejo del Ejecutivo en su calidad de Primer Mandatario, el 
señor Presidente de la República es el llamado a dirigirnos, orientarnos siempre con los 
lineamientos previstos en la Constitución y la Ley, al sumak kawsay, al buen vivir. Más 
adelante nos encontramos con la parte primordial de esta atribución en este trabajo, por cuanto 
usa de manera expresa el término de forma desconcentrada, a fin de tener una clara idea de lo 
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que implica la descentralización y la desconcentración, traeré a colación lo manifestado por el 
tratadista Juan Carlos Cassagne, el mismo que nos dice que: “…cuando las facultades decisorias se 
encuentran también adjudicadas a entidades que constituyen la llamada administración descentralizada 
o indirecta del Estado, la técnica utilizada se denomina descentralización.” (Casagne, 2002, pág. 248), y 
con respecto a la segunda: “… atribución de facultades decisorias no lleva consigo la creación de una 
entidad con personalidad jurídica propia.” (Casagne, 2002, pág. 249), en armonía con lo antes 
mencionado el Estatuto del Régimen Administrativo y Jurídico de la Función Ejecutiva, en 
referencia a la descentralización, establece en su artículo 54 lo siguiente:  
“Mediante la descentralización administrativa se transfieren de manera 
definitiva funciones que desempeñan órganos de la Administración Central a favor 
de entidades de Derecho Público de la Administración Pública Institucional 
(descentralización funcional) o del Régimen Seccional Autónomo (descentralización 
territorial).” (Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función 
Ejecutiva, 2002) 
En lo relacionado con la desconcentración, en su artículo 51: 
 “La titularidad y el ejercicio de las competencias atribuidas a los órganos 
administrativos podrán ser desconcentradas en otros jerárquicamente dependientes 
de aquellos, cuyo efecto será el traslado de la competencia al órgano 
desconcentrado. La desconcentración se hará por Decreto Ejecutivo o Acuerdo 
Ministerial.” (Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función 
Ejecutiva, 2002) 
En el primer caso, el poder decisorio está en una persona diferente a la del Presidente de 
la República con respecto a la institución encargada, es decir, la máxima autoridad de esa 
institución será quien la dirija de conformidad con la Constitución y la Ley, y es aún más claro 
al momento de mencionar que la descentralización se aplica a la administración pública 
institucional como al régimen seccional autónomo; en el segundo caso la desconcentración 
implica la transferencia de competencias a órganos subordinados de una entidad principal, no 
obstante debo hacer énfasis en el nivel de desconcentración, ya que si bien la Constitución 
manda al Primer Mandatario a dirigirla de forma desconcentrada, esto no implica de manera 
alguna que las entidades creadas por ley tengan algún grado de dependencia o subordinación, 
consecuentemente el primer mandatario debe respetar ese grado de descentralización otorgado a 
estas instituciones. 
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Por último la Constitución le concede dentro de esta atribución el expedir decretos para 
su integración, organización, regulación y control, mismos que en mi visión, en los casos de las 
entidades creadas por ley y fusionadas a un Ministerio, deben siempre estar acorde a la 
normativa de creación, es decir, si bien los decretos regulan la organización o su integración 
estos no deben contravenir la ley sino estar en plena armonía de la misma, no como en la 
actualidad, que como lo veremos en los casos prácticos al momento de emitir normativa que 
regule o integre estas instituciones, dejan de lado ciertas normas establecidas en la ley o 
aumentan atribuciones que no están concedidas en la ley.  
“6. Crear, modificar y suprimir los ministerios, entidades e instancias de coordinación.” (Art. 
147, CRE, 2008) 
En esta atribución no nos ampliaremos mucho, ya que de manera general fue analizada 
en lo que respecta a los ministerios, sin embargo, es importante resaltarla dentro de las 
atribuciones del Presidente de la República, por cuanto le permite crear, modificar e incluso 
suprimir ministerios, entidades e instancias de coordinación y esto lo podemos ver de manera 
expresa en el ERJAFE, el mismo que es reformado conforme se reestructura la Función 
Ejecutiva. En cuanto a entidades e instancias de coordinación se atienen al mismo mecanismo 
de los ministerios. Es decir el Primer Mandatario mediante decreto tiene la atribución para 
reorganizarlos como a bien tenga conveniencia en su mandato. 
“11. Participar con iniciativa legislativa en el proceso de formación de las leyes.” (Art. 147, 
CRE, 2008) 
Para delimitar las atribuciones del Presidente de la República, he querido resaltar esta 
atribución, la misma que permite al Presidente participar con iniciativa legislativa al momento 
de la formación de leyes, ya que éste no puede invadir el campo de la Asamblea Nacional, es así 
que de ninguna manera el Primer Mandatario podría reformar una ley sin tener la atribución 
prevista en nuestra Carta Magna, y mal podría estar haciéndolo con determinadas leyes que 
fueron establecidas no solo para la creación de una entidad sino también su funcionamiento. 
“13. Expedir los reglamentos necesarios para la aplicación de las leyes, sin contravenirlas ni 
alterarlas, así como los que convengan a la buena marcha de la administración.” (Art. 147, CRE, 2008) 
A concepto personal esta, una de las atribuciones más flexibles que le pudieron dar al 
Señor Presidente de la República; en la primera parte de los reglamentos de aplicación ha sido 
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ya objeto de análisis en líneas precedentes consecuentemente en esta parte del estudio 
omitiremos la ampliación del mismo, sin embargo los reglamentos que convengan a la buena 
marcha de la administración es un tema que sin lugar a duda es de vital importancia para el 
desarrollo de este trabajo. 
Es así que el Primer Mandatario tiene competencia para dictar los reglamentos que 
coadyuven al buen manejo de la administración pública, siempre hasta donde le permiten sus 
facultades y como lo determinen las leyes, no podemos desconocer las leyes de creación de 
donde deviene la competencia de estas instituciones, refiriéndome a las entidades fusionadas 
que han sido creadas por Ley, es decir, no podríamos rebasar los límites de los decretos o de la 
normativa secundaria de las dependencias del Ejecutivo, haciendo alusión a las resoluciones de 
éstos órganos subordinados. 
Dentro de estos están los famosos estatutos organizacionales por procesos donde se 
incluye a las entidades creadas por ley fusionadas por medio de un decreto, pero ¿que alcance 
tienen? Cuando tenemos una ley propia de la institución, lo cierto es que no debería tan siquiera 
aplicárselos si son contrarios a la ley, y éstos menos aún deberían restar las atribuciones 
establecidas por otro cuerpo normativo como es la ley de mayor jerarquía, recordemos que de 
conformidad con el artículo 425 los decretos presidenciales están, a nivel jerárquico normativo, 
por debajo de las leyes, es por eso que al emitir este tipo de decretos el ejecutivo debe y debería 
respetar lo preceptuado por las leyes de creación. ¿Cuáles son las consecuencias de este tipo de 
acciones? Las consecuencias no podrían ser otras que las que como hemos venido recalcando, 
tener una ley inaplicable dependiendo la situación, es decir, la aplicamos cuando nos conviene 
sobre todo en asunto de competencias. Llegado a consulta como lo manifiesta el tratadista 
Efraín Pérez Camacho, al citar una de las absoluciones de consulta de la Procuraduría General 
del Estado:  
“En cambio, no cabría que por una simple disposición administrativa, 
aunque sea un Decreto Ejecutivo, se restrinjan las potestades de una entidad 
autónoma: “El BEV ejerce el control debido, entre otros asuntos, en relación con el 
pago de horas extraordinarias de trabajo del personal requerido, limitándolas a un 
máximo de treinta horas mensuales, en casos de necesidad”. “El Decreto Ejecutivo 
262, publicado en el Registro Oficial N° 59 de noviembre 1 de 1996, en su Art. 14, 
expresa claramente que el pago de dichas 30 horas mensuales, se lo hará hasta por 
un período de tres meses”. Ud. consulta “si debería cumplir la disposición del 
Decreto Ejecutivo 262 citado, que vendría a entorpecer el mejor accionar del BEV, 
o bien si en virtud de nuestra autonomía, ¿podría el BEV continuar utilizando, en 
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horas extraordinarias, ya que no puede hacerse en otra forma, los ser-vicios de 
quienes deben cerrar y arquear la Tesorería?” La autonomía del Banco 
Ecuatoriano de la Vivienda está consagrada en el Art. 76 de la Constitución 
Política de la República, en consecuencia la entidad debe regirse por su Ley 
especial. Conforme han señalado los abogados del BEV, el mencionado Decreto 
Ejecutivo “trata de modificar y limitar la Ley”, criterio válido, toda vez que un 
decreto ejecutivo no puede alterar la ley y, menos aún, apartarse de la 
Constitución. En ese sentido se ha pronunciado la Procuraduría al absolver 
consultas similares.” (Pérez, 2009, pág. 108) (Lo resaltado me pertenece)   
El texto es determinante al decir que un decreto no puede alterar la ley, deberíamos 
tener claro este tipo de absoluciones, y sobre todo lo que manifiesta nuestra propia Constitución, 
ya que los problemas del conflicto de la ley de creación con la normativa secundaria se da en 
estas entidades al momento de delimitar la competencia, ya que, no obstante lo determinado en 
el artículo 150 de nuestra Norma Suprema, se podría contraponer las competencias de estas 
entidades y sin mencionar que este tipo de instituciones, al desconocer su ley de creación 
tendrán graves problemas como por ejemplo no podrán sancionar, por cuanto de manera 
exclusiva éstas deben estar determinadas en ley y no así en un decreto o un acuerdo ministerial, 
acorde al principio de reserva de ley. 
Atribuciones de la Asamblea Nacional 
Dentro de las atribuciones de la Asamblea Nacional encontramos entre otras, dos 
importantes para nuestro estudio, que serán desarrolladas mediante un análisis con el objetivo de 
delimitar el alcance de las mismas, así tenemos que el artículo 120 de nuestra Carta Magna, 
establece: 
“Art. 120.- La Asamblea Nacional tendrá las siguientes atribuciones y 
deberes, además de las que determine la ley: 
…6. Expedir, codificar, reformar y derogar las leyes, e interpretarlas con 
carácter generalmente obligatorio. 
9. Fiscalizar los actos de las funciones Ejecutiva, Electoral y de 
Transparencia y Control Social, y los otros órganos del poder público, y requerir a 
las servidoras y servidores públicos las informaciones que considere necesarias....” 
(Art. 120, CRE, 2008) 
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Como es claro, la Asamblea Nacional tiene un propósito, el cual es legislar, el mismo 
texto constitucional, lo establece cuando en su artículo 118 manifiesta que “La Función 
Legislativa se ejerce por la Asamblea Nacional” (Art.118, CRE, 2008), ahora bien ¿hasta dónde llega 
esta atribución? La respuesta es clara, tiene que expedir, codificar, reformar y derogar las leyes, 
e interpretarlas con carácter generalmente obligatorio, y las demás previstas en el artículo 120 
de nuestra Norma Suprema, para esto está la Asamblea Nacional y no así las otras funciones del 
Estado, que en la medida de lo posible pueden normar solo el ámbito administrativo de sus 
instituciones, con este motivo expedirán reglamentos internos, instructivos, circulares, etc., con 
el objeto del buen funcionamiento de las mismas. 
Dentro de estas líneas de pensamientos debemos hacer un pequeño análisis, del ¿por qué 
entonces tenemos normas de carácter administrativo haciendo las veces de la ley en 
determinados casos como lo son las emitidas para regular a las entidades públicas fusionadas a 
Ministerios? Los cierto es que, estas entidades que tienen una ley de creación, no se atienen a la 
misma; autores como Jorge Zabala Egas, lo justifican con la delegación legislativa misma que 
debería estar prevista en nuestra Norma Suprema como lo han hecho otras Constituciones como 
la Argentina, limitando así la aplicación de esta figura, y no así permitiendo un uso 
indiscriminado de la misma. 
Es necesario entender cuándo puede operar la delegación legislativa: 
“…la doctrina determina que para que exista delegación legislativa se 
debe cumplir con cinco requisitos indispensables que son: que sea en materias 
específicas, que se lo determine en la Constitución, por ende que sea expresa, que 
se determine claramente el órgano delegante, así como el órgano al que se delega 
(órgano delegado).” (Paredes González, 2006) 
En conclusión es menester el poder concretar y entender el uso de estas figuras, 
sobretodo en normas que por su carácter deberían ser modificadas por la entidad competente, a 
esto me refiero que si es una ley debería ser reformada por la Asamblea Nacional y con el 
procedimiento adecuado, es decir el procedimiento previsto para la reforma de una Ley. 
Dentro de las atribuciones de la Asamblea Nacional se encuentra establecida en el 
numeral 9 la atribución fiscalizar a los órganos del poder público, entre estos preceptúa nuestra 
Constitución la Función Ejecutiva expresamente; competencia que a concepto personal no es del 
todo aplicada, ya que está atribución se ha convertido en letra muerta, la fiscalización implica de 
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por sí un control y debería ser ejercida para poder encontrar los actos irregulares existentes en 
nuestro aparato estatal, sobre todo como lo establece nuestro Código Fundamental, a los 
órganos del poder público. 
CONSTITUCIÓN DE 1998 
Es de vital necesidad el análisis de los preceptos de nuestra anterior Constitución, ya 
que esto nos dará una idea mucho más amplia de lo que está ocurriendo y del porqué de lo que 
ocurre con este tipo de instituciones, como lo son las entidades públicas fusionadas a las 
Secretarías de Estado y el conflicto que existe entre su ley de creación y la normativa secundaria 
de los Ministerios de Estado; como lo vimos en la sección precedente, este estudio abarcará los 
preceptos constitucionales de 1998 relacionados con el tema de este trabajo, así como de las 
atribuciones tanto del Ejecutivo como del Legislativo de ese entonces, con el fin de establecer 
cuáles eran los límites y hasta donde podían intervenir estos dos órganos estatales. 
Análisis preceptos constitucionales de 1998. 
Dentro de los preceptos constitucionales de 1998, establecida en su artículo 118, 
podemos encontrar la estructura del aparato estatal (entidades del sector  público) de ese 
entonces; para el desarrollo de este trabajo se debe destacar que esta derogada Carta Magna, 
respetaba y hacía mención de los organismos y entidades creados por la Constitución o la 
ley (Art. 118, CRE, 1998), hay que hacer énfasis en la última parte de este enunciado, ya que, 
como lo podemos ver de alguna u otra manera protege a estas instituciones -autónomas- y las 
considera como entes destinados a la prestación de servicios o para desarrollar actividades 
económicas asumidas por el Estado (Art. 118, CRE, 1998), es esencial enfatizar que para poder 
lograr estos dos objetivos este tipo de entidades tienen que siempre estar apegados a la 
Constitución y la Ley. 
Para ampliar esta breve explicación es importante traer a colación lo manifestado por el 
tratadista Juan Larrea Holguín, dentro del marco de derecho constitucional: 
“Dos principios de Derecho Público se señalan en el artículo 119: que las 
entidades públicas no tienen otras atribuciones que las marcadas por la ley, y que 
gozan de autonomía para su propia organización, también dentro del margen 
señalado en la constitución o la ley.” (Larrea Holguín, 2000). 
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Podemos notar que, como lo manifiesta el autor, gozan de autonomía para su propia 
organización y de las atribuciones que establece la ley, es fundamental el poder establecer el alcance 
tanto de su competencia como de sus facultades y atribuciones, es decir, lo que puede o no 
puede hacer siempre que esté previsto en su ley de creación. 
Siguiendo este orden de ideas podemos analizar lo que establecía esta Constitución en 
su artículo 119: 
“Art. 119.- Las instituciones del Estado, sus organismos y dependencias y 
los funcionarios públicos no podrán ejercer otras atribuciones que las consignadas 
en la Constitución y en la ley, y tendrán el deber de coordinar sus acciones para la 
consecución del bien común.  
Aquellas instituciones que la Constitución y la ley determinen, gozarán 
de autonomía para su organización y funcionamiento.” (Art. 119, CRE, 1998) (Lo 
resaltado me pertenece) 
Como podemos ver este mismo Código Político preveía la autonomía de estas 
instituciones, tanto para su organización como para su funcionamiento, es decir que estas podían 
manejarse por sí mismas amparadas tanto en la Constitución y la ley, y no debían en su defecto 
ser manejadas por otras instituciones, como se pretende y se lo está haciendo con las entidades 
autónomas fusionadas a los ministerios de Estado, es por eso tan importante este último 
enunciado, siempre respetando los principios consagrados en ese entonces en nuestra Norma 
Suprema. 
Atribuciones del Presidente de la República en la Constitución de 1998. 
Las atribuciones del Presidente de la República las encontrábamos establecidas en el 
artículo 171, con poco más de 20 numerales, bastos para el cumplimiento de las funciones del 
Primer Mandatario, es así que tenemos entre estas las siguientes: “1. Cumplir y hacer cumplir la 
Constitución, las leyes, los tratados y los convenios internacionales y demás normas jurídicas dentro del 
ámbito de su competencia.” (Art. 171, CRE, 1998) 
En esta parte de este trabajo debemos hacer énfasis en la enumeración de las normas 
que debe cumplir y hacer cumplir el señor Presidente de la República, cuando se menciona a la 
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Constitución, las leyes, los tratados y los convenios internacionales, con lo cual el Primer Mandatario 
podía desempeñar sus funciones, todas éstas en el ámbito de su competencia. 
“3. Establecer las políticas generales del Estado, aprobar los correspondientes planes de 
desarrollo y velar por su cumplimiento.” (Art. 171, CRE, 1998). 
Continuando con el análisis de las atribuciones que preveía nuestra anterior Norma 
Fundamental podemos darnos cuenta que, el Presidente para aquel tiempo, estaba facultado para 
establecer las políticas generales, y siendo éste la cabeza del Estado, es totalmente entendible 
esta posición, ya que con esto se podría llegar al tan anhelado bien común. Podemos encontrar 
más adelante que se establecía el velar por su cumplimiento, atribución que le daba la facultad 
para que en la medida de lo posible pueda realizar a cabalidad sus planes de desarrollo. 
“4. Participar en el proceso de formación y promulgación de las leyes, en la forma prevista en 
esta Constitución.” (Art. 171, CRE, 1998). 
En 1998 el señor Presidente de la República podía participar en proceso de formación y 
promulgación de leyes ahora bien ¿cuál era su alcance? Podía éste reformar, derogar o crear 
leyes, simplemente no, ya que esa era y sigue siendo una de las atribuciones más importantes de 
la Función Legislativa, y así lo podremos ver más adelante en el análisis de las atribuciones del 
entonces Congreso Nacional, cabe destacar que el participar en el proceso de formación de 
leyes, no implica de manera alguna el inmiscuirse en la competencia de otro órgano. 
“5. Expedir los reglamentos necesarios para la aplicación de las leyes, sin contravenirlas ni 
alterarlas, así como los que convengan a la buena marcha de la administración.” (Art. 171, CRE, 1998). 
Como ya se lo analizó, en las atribuciones del Presidente de la República establecidas 
en la Constitución de 2008, éste tiene la atribución para expedir reglamentos para la aplicación 
de las leyes así como los que sirvan para la buena marcha de la administración pública; nada 
más que acotar, sino que estos son reglamentos y están por debajo de las leyes, es así que no 
deberían de forma alguna modificarlas o contravenirlas, basándose en un principio de Jerarquía 
Normativa, éstos -los reglamentos- son de inferior jerarquía  con respecto de las leyes. 
“9. Dirigir la administración pública y expedir las normas necesarias para regular la 
integración, organización y procedimientos de la Función Ejecutiva.” (Art. 171, CRE, 1998). 
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De entre las atribuciones que tenía el Presidente de la República, estaba la de dirigir a la 
administración pública, cuestión natural en un Estado como el nuestro, es así que también para 
este propósito podía expedir las normas para regular su integración, organización y 
procedimientos de la Función Ejecutiva, debemos tener en claro que mediante esta potestad, 
podía expedir reglamentos, instructivos, manuales, etc., con el fin de que la administración 
pública pueda funcionar de una manera fluida, sin traba alguna en su quehacer diario. 
Lo que debemos tener en cuenta que estos mecanismos de organización, no 
necesariamente debían afectar la estructura determinada en la ley, es así que las entidades 
autónomas gozaban de su propia organización, y en efecto estaban conformadas por un 
directorio, tenían un presidente entre otros parámetros en el orden del ámbito estructural, como 
lo podemos ratificar en sus leyes de creación. No podemos ser ajenos a una realidad latente, en 
nuestro país las reformas a las leyes por medio de decretos, se está tornando cosa de todos los 
días, es por esto esencial el poder limitar y determinar las atribuciones de cada órgano estatal. 
Luego en el marco de nuestro estudio tenemos como la última de las atribuciones a 
analizar: “10. Nombrar y remover libremente a los ministros de Estado, a los jefes de las misiones 
diplomáticas y demás funcionarios que le corresponda, de conformidad con la Constitución y la ley.” 
(Art. 171, CRE, 1998). 
Atribución ésta muy importante para nuestro estudio, ya que con esto el Presidente no 
solo que puede nombrar y remover libremente a los ministros, sino que también crear los 
ministerios necesarios para su desenvolvimiento, cuestión que implica el también establecer su 
competencia, pero ¿se puede establecer competencias por medio de un decreto?, en esta 
Constitución no se hacía alusión a un instrumento expreso, así en concordancia con lo dispuesto 
en el Art. 176, de esta Carta Magna, que establecía: “Los ministros de Estado serán de libre 
nombramiento y remoción del Presidente de la República y lo representarán en los asuntos propios del 
ministerio a su cargo. Serán responsables por los actos y contratos que realicen en el ejercicio de esa 
representación. El número de ministerios, su denominación y las materias de su competencia, serán 
determinados por el Presidente de la República.”, como podemos ver en ningún momento lo 
determina de forma expresa, competencia que reviste de importancia, por cuanto ministerios 
pueden realizar todas sus actuaciones en forma legal, y desde luego apegados al principio de 
legalidad con apego a lo establecido en la Constitución, sin esto simplemente se estaría 
rompiendo un principio tan importante como lo es el de legalidad, consecuentemente, las 
actuaciones de los ministros y sus competencias están plenamente establecidas al momento de 
su creación. 
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En conclusión estas atribuciones eran las necesarias para ese entonces, con un respeto a 
los principios constitucionales, teniendo en cuenta que, toda norma es perfectible y no es 
estática sino que evoluciona, el Código Político de 1998 fue base fundamental para posteriores 
Constituciones como la que actualmente nos rige. 
Atribuciones del Congreso Nacional en la Constitución de 1998. 
Nuestro Código Fundamental para 1998, de manera general disponía en su título IV, 
tolo lo ateniente a la Función Legislativa, su conformación, organización, sede, funcionamiento, 
requisitos para ser diputados y de manera particular establecía en su artículo 130 los deberes y 
atribuciones que tenía en ese entonces el Congreso Nacional, es así que procederemos analizar 
las atribuciones que tengan relación con este trabajo, para esto citaremos las siguientes: 
 “4. Reformar la Constitución e interpretarla de manera generalmente obligatoria. 
5. Expedir, reformar y derogar las leyes e interpretarlas con carácter generalmente 
obligatorio.” (Art. 130, CRE, 1998). 
Al Congreso Nacional conforme a estas dos atribuciones le permitía legislar; en el 
análisis las ha unido por cuanto, tienen similitud tanto en el alcance como en la atribución, es 
decir, la reforma de la Constitución y la creación, reforma y derogatoria de las leyes, son dos 
procesos que buscan intervenir en cuanto a la modificación de una norma; estas atribuciones son 
el espíritu de creación de la función legislativa. 
De esta manera se preveía de forma clara, desde quienes podían presentar proyectos de 
ley, como debían hacerlo, y el trámite que debía cumplir hasta la orden de promulgación del 
Congreso Nacional de la ley aprobada.  
Luego en un análisis comparativo veremos los cambios tanto en la Constitución de 1998 
y del 2008, no solo de las atribuciones de la Función Legislativa, sino de todos los preceptos 
constitucionales estudiados en este capítulo. 
De manera general se establecían más de 15 atribuciones para esta Función, sin 
embargo, no es necesario analizarlas a todas ellas, por cuanto el objeto de esta parte del estudio 
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es delimitar y mostrar los límites de las actuaciones tanto del Presidente de la República y como 
del Congreso Nacional. 
En conclusión hemos podido analizar y hacer un recuento de estas dos atribuciones que 
tienen relación con el conflicto entre la ley de creación y la normativa secundaria de los 
ministerios del Estado, delimitando así tanto el alcance de la función Ejecutiva como la 
Legislativa, que me parece primordial al momento de estudiar las transgresiones a los ámbitos 
de competencia de cada una de estos dos organismos del aparato estatal. 
ANÁLISIS COMPARATIVO CONSTITUCIONES DEL 2008 Y 1998 
Para tener una idea mucho más clara de lo que ha cambiado en nuestro ordenamiento 
jurídico nacional, principalmente con el advenimiento de nuestra nueva Constitución, es 
menester el realizar un análisis comparativo, el cual nos permitirá ver de manera más objetiva la 
evolución desde la Constitución de 1998 a la del 2008. Con esto saldrán a la luz los avances 
como los retrocesos que hemos tenido en este caminar hacia el buen vivir. 
Para esto se ha realizado una matriz en los cuales se podrá notar de manera expedita los 
cambios a los que fue sujeto, contenido en el Anexo No.2 de este trabajo. 
Estudio Comparativo Constitución de 2008 y 1998 referente a la fusión de 
las entidades autónomas a los Ministerios de Estado. 
Siendo este un estudio comparativo de los preceptos constitucionales en relación con el 
conflicto entre la ley de creación de las entidades fusionadas y las Secretarías de Estado, 
empezaremos con la estructura del aparato estatal prevista en estos dos cuerpos normativos, es 
decir, en la Constitución del 2008 y su predecesora, la Constitución de 1998. 
Es así que nuestra actual Constitución, que en cuanto a este tema, se han presentado 
algunos cambios, entre los cuales podemos notar los siguientes: 
Conforme los nuevos organismos estatales se aumentado de entre las dependencias a las 
de la Función de Transparencia y Control Social y de la Función Electoral, luego, siempre 
acorde a esta nueva reorganización estatal, tenemos ya no al régimen seccional sino que cambia 
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por el régimen autónomo descentralizado según lo establece el artículo 225, en concordancia 
con los artículos 238 y siguientes de la Constitución de la República. 
Lo que si se conserva es ese reconocimiento expreso a las entidades creadas por la 
Constitución y la ley, con tres objetivos claros, el ejercicio de la potestad estatal, la prestación 
de servicios y el desarrollo de actividades económicas asumidas por el Estado, en donde encajan 
también las entidades públicas creadas por ley adscritas y posteriormente fusionadas a un 
ministerio de Estado. 
Y el último caso de las personas jurídicas creadas por un acto legislativo seccional que 
en su defecto se cambió a las creadas por acto normativo de los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados (GAD’s), es decir, personas jurídicas creadas mediante una ordenanza, cuyo 
objetivo es la prestación de servicios públicos, que a diferencia de las anteriores estás son 
creadas por los GAD’s. 
Más adelante en nuestra Constitución podemos encontrar consagrado en el artículo 226 
el principio de legalidad, establecido como el número 119 de nuestra Constitución predecesora. 
Punto que reviste de gran importancia este trabajo, ya que con las modificaciones a este artículo, 
se eliminó la parte en la que se reconocía la autonomía a las entidades creadas por ley, de esta 
manera el texto constitucional de 1998, decía textualmente: “Aquellas instituciones que la 
Constitución y la ley determinen, gozarán de autonomía para su organización y funcionamiento.”(Lo 
resaltado me pertenece) (Art. 119, CRE, 1998), además de que los organismos, dependencias y los 
funcionarios públicos no podrían ejercer otras atribuciones que las previstas en la Constitución y 
la ley, siempre con el objetivo de llegar al bien común. Este es el tema central, ya que el Código 
Principal de manera expresa determinaba el respeto a la autonomía de estas instituciones 
creadas por ley. 
En nuestra Constitución vigente, como lo podemos observar, este enunciado es 
eliminado, permitiendo así que estas entidades sean intervenidas por la Función Ejecutiva, y 
dejando de lado la autonomía de la que gozaban en algún momento, es decir que si bien su 
autonomía está prevista en una ley, en la práctica no se la respeta y podemos ver que pierde 
incluso su personalidad jurídica, pasando de ser una entidad autónoma a una dependencia más 
del Gobierno Central, argumento con el cual no estoy de acuerdo, por cuanto si bien no se prevé 
en la Constitución, lo establecen sus leyes de creación, consecuentemente son autónomas y no 
son ni dependencias ni órganos subordinados de la Función Ejecutiva, pese a ser adscritas que 
como lo vimos en la parte general, lo cual implica una tutela más no la intromisión en su 
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organización y funcionamiento, como es el caso que será objeto de nuestro análisis la ex 
Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica que fue fusionada al Ministerio de Electricidad y 
Energía Renovable, la cual tiene una ley vigente en la que se reconoce su personalidad jurídica 
y se garantiza su autonomía tanto para su organización como para su funcionamiento, y ahora se 
la conoce como la Subsecretaría de Control y Aplicaciones Nucleares (SCAN), convirtiéndose 
en una dependencia más de este Ministerio, perdiendo toda forma de actuación independiente, 
como lo hacía hasta antes de la promulgación de nuestra nueva Carta Magna, la misma 
Secretaría de Estado lo reconoce: 
“La Subsecretaría de Control y Aplicaciones Nucleares (SCAN) es la 
dependencia del Ministerio de Electricidad y Energía Renovable que controla y 
regula el uso pacífico de las radiaciones ionizantes en el Ecuador. La SCAN ejerce 
sus funciones basada en reglamentación nacional y en las recomendaciones 
emitidas desde el Organismo Internacional de Energía Atómica, fomentando 
siempre el mantenimiento de altos estándares de protección radiológica y seguridad 
física en las instalaciones donde se operan fuentes de radiación ionizante.”(Lo 
resaltado me pertenece) (http://www.energia.gob.ec/subsecretaria-de-control-y-
aplicaciones-nucleares/, 2014) 
Como podemos observar, no solo se reorganiza a la entidad, fusionándola, sino que 
también desaparece como entidad, su personalidad jurídica, su autonomía, y en general todo lo 
que se prevé en su ley de creación no se aplica, es así que mediante un decreto, si bien no se ha 
modificado o reformado la ley, ésta ha pasado a ser inaplicable. 
Sin embargo algo muy particular, es que se sigue usando el reglamento que fue emitido 
a partir de la promulgación de la ley, como lo es el Reglamento de Seguridad Radiológica 
(Reglamento de Seguridad Radiológica, 1979), que lo encontramos promocionado en la página 
web del Ministerio de Electricidad y Energía Renovable: 
(http://190.152.98.92/PORTAL/SCAN/Seguridadradiologica.pdf, 2014), cuya emisión fue 
facultada por la misma ley de creación, en otras palabras hace uso de este; es importante tomar 
en cuenta que sin la existencia de esta ley este reglamento no tendría ninguna validez jurídica, 
por cuanto deviene su creación de la propia ley. 
La larga lista de este tipo de instituciones, si bien no presentan conflicto al momento de 
reorganizarse, lo presentan al momento de ejercer su competencia, ya que la ley de creación es 
la que prevé sus atribuciones mientras el decreto de fusión así como la normativa secundaria de 
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estos ministerios lo que hace es crear nuevas competencias y desconocer las anteriores 
establecidas en su ley. Como lo hemos repetido en este trabajo la competencia nace de la 
Constitución y la ley, con excepción de lo previsto en el artículo 151 de nuestro Código Político, 
que prevé de manera expresa que por medio de un decreto se asignen competencias a un 
ministerio, creando en realidad un conflicto, ya que, por más que una institución tenga una ley, 
esta puede ser cambiada por mero decreto, así este tipo de entidades, por más ley de creación 
que tengan no tienen una estabilidad asegurada.   
En este caso mediante decreto se asignan las competencias requeridas para un 
ministerio, esto no quiere decir que los reglamentos emitidos por un ministerio sean fuente de 
competencia, pese al respetable criterio manifestado por Efraín Pérez Camacho, que establece al 
reglamento como fuente de competencia en nuestro país. Lo cierto es que tanto la Constitución 
como la ley, establecen estos tipos de normas para el desarrollo de sus competencias. 
Luego continuando con el análisis comparativo entre las atribuciones previstas para el 
Presidente de la República, en las Constituciones de 1998 y la del 2008, podemos encontrar en 
la Carta Magna vigente el numeral 5 del artículo 147 referente a la dirección de la 
administración pública, anterior numeral 9 del artículo 171 del Código Político de 1998, 
textualmente dice que debe ser en forma desconcentrada, cuestión está no prevista de forma 
expresa entre las atribuciones del Primer Mandatario (ver tabla No. 1); en cuanto a la expedición 
de decretos necesarios para su integración, organización, regulación y control, la Norma 
Suprema anterior no era explícita y dejaba en la generalidad expedir las normas necesarias para 
regular la integración, organización y procedimientos de la Función Ejecutiva. 
Tabla No. 1 
Art. 147 numeral 5 CRE 2008: “Dirigir la 
administración pública en forma desconcentrada 
y expedir los decretos necesarios para su 
integración, organización, regulación y control.” 
Art. 171 numeral 9 CRE 1998: “Dirigir la 
administración pública y expedir las normas 
necesarias para regular la integración, 
organización y procedimientos de la Función 
Ejecutiva.” 
Elaborado por: Darío Cueva 
Fuentes: Constitución de la República del Ecuador 2008 y Constitución de la República del Ecuador 1998 
 
 
La atribución prevista en el numeral 6 del artículo 147, nos habla ya de crear, modificar 
y suprimir ministerios, el mismo que está estrechamente relacionado con el numeral 9 del 
mismo artículo y el artículo151 de la Constitución vigente, también prevé la creación, 
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modificación y supresión de entidades e instancias de coordinación, como se ha referido en 
párrafos anteriores reviste de flexibilidad a la gestión del Gobierno Central. 
En realidad en las siguientes atribuciones “participar con iniciativa legislativa en el proceso 
de formación de leyes” y “Expedir los reglamentos necesarios para la aplicación de las leyes, sin 
contravenirlas ni alterarlas, así como los que convengan a la buena marcha de la administración.” (Art. 
147, CRE, 2008), no se realizó cambios significativos, en esta última ni siquiera hubo cambios, en 
la primera de estas se enfatizó en una participación con iniciativa legislativa, misma que estaba 
ya prevista en la Constitución de 1998, es por eso que en este análisis comparativo no nos 
extenderemos para su explicación, y en la segunda ya ha sido analizada de manera general tanto 
como atribución de la Carta Magna del 2008 y la de 1998. 
Con Respecto a las atribuciones de la hoy Asamblea Nacional, he querido hacer énfasis 
en dos de las más importantes a mi concepto personal, como lo son la expedición reforma, 
codificación y derogatoria de las leyes, mismas que son la razón de ser de la Función legislativa, 
en cuanto a los cambios, debemos resaltar, la atribución expresa que se le daba al Congreso 
Nacional de ese entonces para reformar la Constitución, siendo este el llamado a realizar un 
trabajo tan delicado. No obstante no quiero decir que la Asamblea no tenga esta atribución, es 
necesario aclarar, que de forma expresa dentro de las atribuciones que tiene la Asamblea 
prevista en el artículo 120 no se la establece, y quizá sea entendible por cuanto de manera 
específica está prevista en el artículo 441 de nuestro actual Código Político, toda vez que su 
interpretación ya no está a cargo del Congreso Nacional como en aquel entonces, esta atribución 
pasó a la Corte Constitucional, que es la máxima instancia de interpretación Constitucional 
(Artículo 429, CRE, 2008). 
En lo referente a la Fiscalización de los órganos del poder público, nuestro actual 
Código Fundamental, prevé de manera expresa a las funciones “Ejecutiva, Electoral y de 
Transparencia y Control Social además de los otros órganos del poder público” (Art. 225, CRE, 2008) y 
como la anterior también el establece el poder requerir de las servidoras y servidores públicos la 
información que considera necesaria, en cuanto a cambios significativos, podemos destacar el 
haber incluido a los demás órganos del sector público. 
Ahora bien, lo que si debemos destacar dentro de las atribuciones del Congreso 
Nacional de ese entonces era el poder elegir Presidente de la República cuando el titular faltare 
en forma definitiva, cuestión que como fue analizada no era de ninguna manera justa y vimos 
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como en el pasado se aprovecharon de esta potestad e hicieron lo que más les convenía, siempre 
velando por sus intereses y no por los del pueblo, que fue sin duda el más afectado. 
Conclusiones de la comparación de la Constitución actual y su predecesora. 
Si bien es cierto, se presentaron nuevos cambios una vez instaurada la Constitución de 
Montecristi, como así también se vieron falencias que fueron corregidas en su momento, pero en 
cuanto al tema que nos abarca, creo que falta mucho por revisar y sobre todo hacer conciencia 
de la realidad que vivimos, la verdad es que la ausencia de limitación en ámbito de 
competencias acarrea graves problemas de la administración pública, sino se han sentido hasta 
este momento es por falta de información y porque el usuario no aplica los recursos dados para 
hacer valer sus derechos. 
En cuanto a las visiones específicas que he podido traer como tema de discusión y 
análisis creo que, esta Constitución ayudó mucho a la gestión del Gobierno Central, pero es muy 
permisiva al momento de la asignación de las competencias a los ministerios, es así que 
mediante decretos se deja inaplicable a la ley, y eso no es correcto, como podemos darnos 
cuenta de esto, simplemente cuando vemos la motivación de las resoluciones observamos que la 
ley es todavía aplicada, pese a que es totalmente inaplicable. 
Siguiendo con esta sección del capítulo, en cuanto a la estructura estatal, es cierto que 
ha cambiado en ciertos aspectos, no obstante el reconocimiento expreso de las entidades creadas 
por ley sigue siendo el mismo. Lo que se ha hecho es adaptar a la realidad que vivimos, así 
tenemos por ejemplo a los gobierno autónomos descentralizados ya no denominados tan solo 
como un régimen seccional, sino que reconociéndoles la autonomía política, siempre con apego 
a la Constitución y la ley. 
En el contexto de este estudio era muy importante el comparar las atribuciones que 
determinaban los límites tanto de la Función Ejecutiva como la de la Función Legislativa, como 
pudimos ver lo que puede y podía hacer en ambos casos era participar en la iniciativa y no así 
expedir, modificar o derogar las leyes. Esta limitación es muy importante al momento de 
expedir los decretos para organizar las entidades creadas por una ley. 
Y para concluir con este capítulo, es de vital importancia el recalcar que en el ámbito de 
la competencia de estas entidades, deviene de su ley de creación, y no porque la Constitución no 
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lo mencione así quiere decir que estas no son autónomas, a concepto personal, este tipo de 
cambios si deberían estar previstos en nuestro Código Político, y no tener entidades protegidas 
por la ley y violentadas por decretos, no solo estos sino también por normativa que en el ámbito 
de jerarquía están muy por debajo de las leyes. Con todo lo analizado hasta el momento 
podemos darnos cuenta que este tipo de actuaciones son arbitrarias y van en contra de todo 
principio Constitucional, y lo peor es que no solo vemos estas aberraciones jurídicas en este tipo 
de leyes, sino que también lo podemos encontrar en otros cuerpos normativos que incluso diría 
yo se atreven a establecer nuevas figuras jurídicas cuando no están previstas en ley, casos 
conocidos por todos los que vivimos esta realidad; no puede ser posible que este tipo de 
situaciones se estén dando en la actualidad, es por algo que se establecen lineamiento 




PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
Dentro de los principios constitucionales transgredidos encontramos el principio de 
legalidad, fundamental en cualquier Estado, ya que este se debe al cumplimiento de la 
Constitución y la ley, requisito primordial dentro de las actuaciones de la Administración 
Pública, es por esto que empezaremos por analizar su concepto, con el fin de llegar a un estudio 
de la transgresión a este Principio. 
Concepto y otras generalidades 
Dentro de los principios fundamentales que Nuestro Código Principal preceptúa, 
podemos encontrar en su artículo 226, el Principio de Legalidad, es así que textualmente lo he 
traído a colación para su análisis: 
“Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las 
servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una 
potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean 
atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para 
el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos 
reconocidos en la Constitución.” (Art.226, CRE, 2008) (Lo resaltado me pertenece). 
Como lo hemos visto, en concordancia con el artículo 225 de la Constitución de la 
República, que prevé todas las entidades del Sector Público, este artículo nos habla no solo de 
estas instituciones sino también de los servidores públicos en general y las personas que ejerzan 
una potestad estatal, las mismas que deberán ejercer “solamente las competencias y facultades que 
les sean atribuidas en la Constitución y la ley” (Art.226, CRE, 2008), debemos tener en cuenta que la 
ley es la única que manda, prohíbe o permite (Art. 1, Código Civil Ecuatoriano), siendo así, 
todas las personas estamos obligadas al cumplimiento de la ley, y más aún en el caso de los 
servidores públicos, quienes están en servicio y al amparo de una potestad estatal. Hay que 
recalcar, que la misma norma constitucional, es bastante clara y no está sujeta a interpretación 
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alguna, se hace o no se hace lo que la Constitución y ley establece, de esta manera la entonces 
Corte Suprema de Justicia lo estableció en una de sus sentencias: 
“…todos los actos administrativos tienen como único origen la ley, pues 
conforme al principio, elevado en nuestro derecho positivo al rango de 
constitucional, las instituciones del Estado, sus organismos y dependencias y los 
funcionarios públicos no podrán ejercer otras atribuciones que las consignadas en 
la Constitución y en la Ley, por lo que en consecuencia cualquier acto realizado 
fuera de la ley es un acto arbitrario y en consecuencia de nulidad absoluta.” (Corte 
Suprema de Justicia, 2002) (Lo resaltado me pertenece). 
Pero para un mayor entendimiento de lo preceptuado en nuestra Norma Fundamental, 
analizaremos desde una perspectiva conceptual - doctrinaria qué es, de qué se trata y cuáles son 
los límites de este principio que reviste de gran importancia al abordar un tema como lo es el de 
las actuaciones de la administración pública. 
 El tratadista chileno Enrique Silva Cima, se manifiesta con respecto al principio de 
legalidad de la siguiente manera: 
“En función administrativa, este principio implica la subordinación de la 
Administración a la ley, vale decir que los límites del actuar administrativo deben 
quedar determinados por las disposiciones legales preestablecidas”. (Lo resaltado 
me pertenece) 
Es decir que, en esencia las actuaciones de la administración pública deben estar regidas 
por disposiciones legales previstas, ahora bien, tenemos que aclarar que en cuanto a estas 
normas preestablecidas de antemano, solo se prevén la Constitución y la ley, no podríamos así 
pedir a la administración pública que haga otra cosa que no sea lo que está previsto en la 
Constitución y ley; para el antes mencionado autor, correspondería no solo a la Constitución y la 
ley, sino que también los reglamentos tomándolos como leyes desde el punto de vista material 
(Silva Cimma, 1992), cuestión contradictoria al momento de revisar nuestra legislación, ya que 
como lo hemos visto la misma Norma Suprema limita el actuar de la Administración Pública a 
la Constitución y la ley, otras Constituciones de manera expresa como ya lo analizamos prevén 
que la actuación de toda la Administración Pública, esté enmarcada en los reglamentos; 
¿Podríamos citar a los reglamentos como fuente de competencia?, quizá sea una necesidad 
prever a los reglamentos como fuente de competencia, no obstante, podríamos decir como 
51 
respuesta a esta pregunta, que regidos a las normas en vigencia, no se puede aplicar un 
reglamento como fuente de competencia como mal se lo podría estar usando hasta este 
momento. 
Un concepto más didáctico nos lo da Adriana Morales, la misma que manifiesta lo 
siguiente: “…Principio de Legalidad, el cual consiste en que ningún órgano del Estado puede tomar una 
decisión individual que no sea conforme a una disposición general anteriormente dictada.” (De Los 
Santos Morales, año 2012, pág. 19) 
Concepto este que demarca el límite de las competencias de cada institución del Estado, 
es así que más adelante esta autora, nos aclara que estas entidades estatales solo pueden realizar 
aquellas atribuciones previstas expresamente en la ley (De Los Santos Morales, año 2012, pág. 
19), como podemos ver un concepto mucho más acorde a lo previsto en nuestra Constitución; 
¿pero cuál es el objeto de este principio constitucional? No es sino que este principio permite a 
los administrados tener la protección necesaria frente a la administración pública, misma que de 
no actuar en conformidad con la ley, podrían incluso ser sancionados de la forma prevista en la 
ley, sin omitir las responsabilidades tanto civiles como penales en las que podrían estar 
inmersos. 
Dentro de este tema que nos abarca, tenemos que ver también tres temas esenciales 
como lo son la discrecionalidad, el principio de juridicidad y la motivación. El primero de estos, 
de la manera más concreta se presenta como una excepción al principio de legalidad, puesto que 
permite a la administración pública actuar por fuera de la esfera de la ley, esto no quiere decir 
que se pueda actuar de una forma irresponsable, puesto que a pesar que las decisiones tomadas 
son a riesgo propio de la autoridad, ésta también estará sujeta a un control, como un ejemplo de 
esto podemos encontrar el Reglamento de Control de la Discrecionalidad en los Actos de la 
Administración Pública (Registro Oficial No. 686 el 18 octubre del año 2002), el mismo que 
prevé ciertos aspectos para que la discrecionalidad no sea arbitraria, entre estos están la 
racionalidad, la interdicción de la arbitrariedad, la motivación, la finalidad, la proporcionalidad, 
etc., con esto lo que quiero decir es que, un acto emanado por la administración pública por más 
discrecional que sea no tiene que ser arbitrario, sino que debe obedecer a un fin, claro y 
justificado, con el propósito de alcanzar el objetivo planteado. 
En cuanto a Principio de Juridicidad he querido relacionarlo con estos temas, ya que de 
la forma más amplia se podría decir que este principio obedece a todo lo relacionado con el 
derecho, y no prevé como única fuente la ley, sino que entre las fuentes que se pueden citar la 
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doctrina, los principios, las normas y la jurisprudencia, es así que este principio, va más allá de 
lo solo establecido por la ley pero sin transgredir al derecho en su forma más amplia, para una 
mejor compresión de lo explicado en esta parte, traeré a colación lo citado por Eduardo Soto, 
con respecto al principio de juridicidad: “La sujeción integral a Derecho de los órganos del estado 
tanto en su ser como en su obrar” (Soto Kloss, 1996, pág. 24) 
Como podemos ver este autor habla tanto de su ser como de su obrar, cuestión 
importante, por cuanto no solo se limita a su organización, su integración y todo en cuanto a la 
institución se refiera, sino a su “obrar”, es decir a su actuación frente a los administraros, 
debemos acotar que siempre se justificará el uso del derecho en su aplicación más amplia y 
siempre de acuerdo a nuestra realidad. 
Y como último tema de este aspecto conceptual tenemos la motivación, ese nexo entre 
la norma y los hechos que justifican la emisión de un acto administrativo, esencial en un Estado 
como el nuestro, para que los administrados tengan la seguridad y protección frente a la 
administración pública. La motivación un requisito fundamental por el cual los interesados 
conocen los motivos por los cuales se emitió un acto, teniendo así la oportunidad de defenderse 
contra los que les pudiesen afectar; en nuestra legislación la motivación está prevista tanto en la 
Constitución (artículo 76 numeral 7 literal l)) como en el ERJAFE, en este último establecido en 
su artículo 122, que en su parte más importante que ésta -la motivación-, entendida como “…La 
falta la enunciación de las normas y de los hechos particulares, así como de la relación coherente entre 
éstas y aquellos produce la nulidad absoluta del acto administrativo o resolución.” (Artículo 122, 
ERJAFE, 2002), consecuentemente podemos entender que la motivación es una parte 
fundamental de todo acto administrativo o resolución, sin olvidar que es un requisito de fondo y 
no meramente formal, que incluso su falta o ausencia trae como consecuencia la nulidad del 
acto como tal, y así lo establece nuestra Norma Fundamental en su artículo 76 numeral 7 literal 
l) que textualmente dice:  
“… l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No 
habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios 
jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los 
antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos que no se 
encuentren debidamente motivados se considerarán nulos. Las servidoras o 
servidores responsables serán sancionados. …”,  
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Esta figura constituye una garantía dentro de nuestro ordenamiento jurídico nacional. 
En conclusión debemos decir que el principio de legalidad se basa en el estricto 
sometimiento del actuar de los órganos y las instituciones del Estado a la Constitución y ley, y 
que dentro de este principio fundamental tenemos como base y justificación a la motivación, 
pero así también tenemos claras excepciones como lo son la discrecionalidad en cuanto a la 
toma de decisiones por parte de una autoridad, que siempre puede estar justificado por el 
beneficio que se va a obtener, claramente justificado mediante los estudios que avalen la mejor 
de las decisiones; y por último tenemos al Principio de Juridicidad que da mayor amplitud en el 
actuar de la Administración Pública, es así que para esto dispondrá también de la doctrina, las 
normas y la jurisprudencia, es decir la aplicación del derecho en toda su extensión. 
Análisis de Transgresión 
A lo largo del desarrollo del concepto y las generalidades del principio de legalidad 
pudimos darnos cuenta de lo que se trata, cuáles son sus limitaciones, así como su uso en 
nuestra realidad nacional; con todas estas bases vamos a dar paso al análisis de la transgresión 
que sufre este principio al momento de la emisión de los actos y hechos administrativos así 
como de las resoluciones en general dadas por las autoridades de estas entidades públicas 
fusionadas para el cumplimiento de los objetivos planteados. 
En cuanto a la transgresión, como lo establece nuestra Norma Suprema en su artículo 
226, solo se podrán ejercer las competencias y facultades atribuidas por la Constitución y la 
Ley, es decir, siendo como lo eran las entidades autónomas y teniendo una ley propia no podrían 
hacer otra cosas que la que les fuese permitido por ley, ahora bien, pongamos un ejemplo para 
mayor comprensión, si una entidad autónoma fue fusionada a un Ministerio –tema central de 
este trabajo-, pierde como tal su personalidad jurídica y por lo tanto le tocará actuar por medio y 
conforme a las reglas que le imponga dicha Secretaría de Estado, es decir por los acuerdos y 
resoluciones que este emita, perdiendo así la capacidad de actuar conforme a su propia ley, que 
le concede las atribuciones que puede desempeñar. La primera transgresión que podemos 
encontrar es en las resoluciones o actos administrativos que emita el Ministro en relación a la 
competencia de esta entidad fusionada, por cuanto estas atribuciones le corresponderían a esta 
otra cartera de Estado, puesto que el decreto de fusión pese a asignar y desarrollar competencias 
no tiene categoría de ley, recordemos lo analizado en líneas anteriores que la misma Corte 
Suprema manifestó, y es que todo acto administrativo tiene su origen en la ley, así el decreto no 
podría modificar la ley de creación, o asignar atribuciones que le corresponden a otra entidad 
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previstas ya en una ley.  Luego tenemos que la persona encargada de esa entidad fusionada –
ahora vista como una dependencia de este ministerio-, estaría facultada por la ley a ejercer las 
atribuciones que le están previstas en su ley de constitución, creando así un conflicto entre la ley 
de creación de la entidad autónoma fusionada y la normativa secundaria de este ministerio, lo 
que tendríamos que preguntarnos aquí es ¿Quién es la autoridad competente para ejercer dichas 
atribuciones?, pues como lo he manifestado y a mi concepto personal, sigue siendo la autoridad 
que encabeza el ente fusionado, tomando en cuenta que es a esta autoridad a quien la ley le da la 
competencia y no así al Ministro de Estado que es quien la ejerce actualmente, y lo justifica con 
un simple decreto ejecutivo que no está sobre una ley, sobre todo si estamos hablando de las 
competencias y dentro de estas el ejercicio de las atribuciones asignadas por ley, luego lo 
demostraremos en casos prácticos, como se transgrede de manera tan arbitraria este principio 
determinante como lo es el principio de legalidad en nuestro Estado. 
Como lo podemos ver la transgresión de este principio, se manifiesta sobre todo en los 
actos administrativos, los cuales son emitidos por una autoridad que no tiene competencia para 
actuar en un determinado campo, y sin embargo ejerce las atribuciones previstas en un estatuto 
o un decreto. Entonces viene la pregunta ¿Un administrado que se ve afectado por este tipo de 
actos puede impugnarlos?, pues tomando en cuenta que la autoridad que emite estos actos y/o 
resoluciones no es la competente y ejerce atribuciones que la ley faculta a otra autoridad, creo 
que está más que justificado que el administrado en base al principio de legalidad pueda 
impugnarlos, como parte de las consecuencias de estos experimentos que tienden a bien hacer 
nuestros gobernantes. 
En conclusión este principio es transgredido de manera desmesurada en su contexto 
diario, sin que se controle de manera alguna, ya que contraviene lo preceptuado en nuestras 
leyes y en especial en nuestro Código Político; estas autoridades están ejerciendo otras 
competencias que no le son atribuidas por ley, sino por un decreto contraviniendo el artículo 
226 de nuestra Carta Magna. El principio de legalidad como se lo explicó en su momento es un 
estricto sometimiento del actuar de la administración pública a la Ley, puesto que solo esta 
manda, prohíbe o permite y sobre todo se constituye como la manifestación de la voluntad 
soberana, y no así de una sola persona como lo son los decretos ejecutivos y peor aún los 
acuerdos ministeriales, contraviniendo una ley. 
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PRINCIPIO DE JERARQUÍA NORMATIVA 
Uno de los principios que sin lugar a dudas constituye el eje fundamental de la 
estructura jurídica – organizacional de nuestro Estado, es el Principio de Jerarquía Normativa, 
que de manera sucinta lo encontraremos desarrollado en el Anexo No.3, mismo que prevé en 
una forma gráfica la jerarquía normativa de nuestro ordenamiento Jurídico Nacional. En este 
apartado tendremos desarrollado tanto su concepto como otras generalidades así como también 
un análisis del porque una norma de menor jerarquía no podría contravenir otra norma de mayor 
jerarquía. 
Concepto y otras generalidades 
Al hablar del Principio de jerarquía normativa, se nos viene a la mente una imagen clara 
de una organización de las normas que rigen este país, y en efecto así lo es, con ciertos aspectos 
que se deben tener muy en cuenta al momento de emitir cualquier tipo de norma, siempre 
respetando esta organización y no transgrediendo así este principio fundamental; básicamente 
este principio establece un lineamiento base muy bien determinado en cuanto a grado de 
jerarquía de las normas se refiere, es así que Nuestro Código Principal establece en su artículo 
425 la siguiente estructura de normas: 
“Art. 425.- El orden jerárquico de aplicación de las normas será el 
siguiente: La Constitución; los tratados y convenios internacionales; las leyes 
orgánicas; las leyes ordinarias; las normas regionales y las ordenanzas distritales; 
los decretos y reglamentos; las ordenanzas; los acuerdos y las resoluciones; y los 
demás actos y decisiones de los poderes públicos. …” (Lo resaltado me pertenece.) 
Como podemos observar esta disposición constitucional establece un orden jerárquico, 
desde la Constitución hasta los actos y decisiones de los poderes públicos, que no están 
previstas de manera expresa en la misma, cada una de éstas obedeciendo a un grado de 
jerarquía, mismo que no puede ser violentado de una escala a otra, para esto es menester traer a 
colación lo manifestado, refiriéndose al Principio de Jerarquía Normativa, por la tratadista 
Paloma Durán y Lalaguna: “… [E]ste principio significa que cada norma no puede contradecir ni 
oponer los mandatos de las normas de rango superior, considerando entre todas las normas cierta 
uniformidad según establezca la propia norma fundamental. …” (Durán y Lalaguna, 1997, pág. 167) 
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Consecuentemente, normas como los acuerdos y las resoluciones no podrían estar sobre 
los reglamentos o los decretos y lo mismo sucede con estos últimos que en su orden de jerarquía 
por ningún motivo podrán estar por encima de las disposiciones de una Ley, es por esto que una 
norma de carácter reglamentaria autónoma como son los estatutos organizacionales por proceso, 
o los reglamentos organizacionales, no podrían de manera alguna modificar la estructura base 
que establezca una ley, así por ejemplo: la Ley de la Comisión de Energía Atómica establece 
como estructura de la misma: un Directorio, una Presidencia, y una Dirección Ejecutiva (Ley de 
la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica, 1979), mientras en el Estatuto Organizacional por 
procesos, dado por acuerdo ministerial, establece una nueva estructura la siguiente: la Dirección 
de Licenciamiento y Protección Radiológica y la  Dirección de Aplicaciones Nucleares y 
Cooperación Técnica (Artículo Innumerado después del artículo 33 del Estatuto Orgánico de 
Gestión Organizacional por Procesos del Ministerio de Electricidad y Energía Renovable, 
2011), última estructura con la cual funciona, como lo manifesté en párrafos anteriores, a esta 
ley se la utiliza cuando les conviene, sin importar en las transgresiones que se pueda incurrir en 
contra de la misma, es por esto que este análisis se torna primordial al hablar del conflicto entre 
la ley de las entidades fusionadas y la normativa secundaria de los ministerios en los que se 
encuentran funcionando hoy en día. 
Hay que tomar en cuenta que en el grado más alto de esta jerarquía está la Constitución, 
con una clara excepción al momento de hablar de derechos humanos como lo establecen de 
manera expresa los artículos 424, 425, 426, 427 y 428 de nuestro Código Principal. En lo 
referente a la Constitución, ésta se establece como la Norma Suprema y así lo preceptúa el 
artículo 424 de la misma, es decir todo el ordenamiento jurídico debe subordinarse a nuestra 
Ley Fundamental y de ninguna manera contravenirla, en el caso en que exista un conflicto entre 
esta y cualquier otra norma esta carecerá de eficacia jurídica (Artículos 424, 425, 426, 427 y 
428, CRE, 2008). 
Es fundamental el respeto en cuanto a esta estructura se refiere, vamos a hacer mucho 
más énfasis en los tipos de normas que en este tema nos abarca como es el conflicto entre la ley 
de creación de una entidad fusionada, a grandes rasgos la ley; los reglamentos; los acuerdos y 
las resoluciones. 
Ahora bien en el tema que nos ataña , vamos a empezar por la ley, concepto mismo 
determinado en el artículo 1 del Código Civil Ecuatoriano, el que entre otras cosas manifiesta 
que ésta manda, prohíbe o permite, cuestión fundamental en este apartado, es decir, nos dice que 
podemos o no hacer, y más allá de esto, podemos encontrar lo establecido de forma expresa en 
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el artículo 133 de nuestra Norma Suprema los tipos de leyes que existen en nuestro país, y este 
las determina como leyes orgánicas las que se enmarquen en los numerales 1, 2, 3 y 4 del 
mismo artículo, y todas las demás como leyes ordinarias, como lo establece las demás son leyes 
ordinarias, no existe excepción alguna, al menos prevista en nuestro Código Principal, como 
para que no consideremos leyes a estas que crearon instituciones del Estado, ejemplo de éstas 
las vamos a encontrar en todo nuestro ordenamiento jurídico nacional; lo importante, en 
concordancia con lo establecido en nuestra Norma Suprema, es esa relación jerárquica entre una 
norma y la otra. 
Por otra parte tenemos a los decretos y reglamentos, estos últimos así como sus clases 
ya definidos en este estudio, en cuanto a los decretos nos referiremos a ellos como actos 
administrativos generales, por cuanto en doctrina cumplen con todo lo previsto para que estos 
sean considerados como tales, para un poco ahondar en esta visión creo menester traer a 
colación lo manifestado por la Magistrada Luz María Anaya Domínguez, cuando nos dice que: 
“…no existe ningún impedimento para considerar que el decreto es un 
acto administrativo, ya que se trata de una resolución dictada por algún órgano del 
Estado, como lo es el ejecutivo, en ejercicio de su competencia y que crea 
consecuencias jurídicas concretas que pueden ser para un individuo en lo particular 
o para un grupo de ellos y que buscan un fin determinado de interés público.” 
(Anaya Dominguez, 2011, pág. 4) (Lo resaltado me pertenece). 
Como lo podemos ver, los decretos no van más allá de un acto administrativo, llámese 
acto propiamente dicho o reglamento en su defecto, como lo vimos anteriormente siguen siendo 
actos de la administración pública, y en la escala de la jerarquía normativa muy por debajo de 
las leyes, es interesante ya en el análisis de este principio encontrar como por esencia un decreto 
no podría de manera alguno contravenir la ley. 
En cuanto a los acuerdos y las resoluciones, de vital importancia en nuestro estudio, ya 
que son estos los que causan este conflicto con la ley, podemos decir sucintamente que son lo 
mismo actos administrativos de carácter general o particular, en el primero podemos 
ejemplarizar con un reglamento interno o un estatuto organizacional por procesos de cualquier 
entidad, y en el segundo de estos podría ser cualquier resolución dada en a favor o en contra de 
un administrado. 
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Podemos concluir que el principio de jerarquía, se basa en una estructura de normas 
preestablecida en nuestro ordenamiento como tal, y sobre todo el respeto a las mismas, por 
cuanto ninguna de estas puede contravenir una de rango superior, emane de la autoridad que 
emane, nuestro Código Fundamental es el que establece dicha estructura, y siendo esta lo que 
es, la NORMA SUPREMA, hay que respetarla y no como hasta ahora se lo ha venido 
haciendo, reformando, o incluso creando mediante reglamentos nuevas figuras no previstas en 
nuestras leyes, en definitiva este abuso indiscriminado en contra de nuestro ordenamiento tiene 
que parar, de manera increíble nuestros señores asambleístas creyeron que con quitar el precepto 
constitucional, que preveía el respeto a la autonomía de las instituciones autónomas, ahora 
fusionadas, iban a perder la protección que por ley se establece. No es así la ley es ley y se 
respeta, aunque la Constitución le quite el respeto a la autonomía de estas instituciones, su ley 
les faculta y les da atribuciones sin las cuales ni siquiera pudieran ejercer las competencias.  
Para que quede claro en este trabajo se van a tomar en cuenta, solo las normas que 
causen este conflicto entre la ley de las entidades autónomas y la normativa secundaria de los 
ministerios a las que fueron fusionadas, es decir se analizará entre estos: 
1. La Ley 
2. Los Decretos 
3. Los Reglamentos 
4. Los Acuerdos 
5. Las Resoluciones 
 Establecidas de esta manera para poder visualizar la jerarquía de una a otra, y en un 
análisis posterior las transgresiones que se podrían suscitar, con la emisión y el irrespeto de esta 
estructura.  
Análisis de Transgresión 
En cuanto a la transgresión que se pudiese dar entre una y otra norma, y los malos 
intentos de solucionar este irrespeto, es tan simple como analizar algunos decretos ejecutivos 
por los cuales se fusiona a estas entidades, o revisar alguno de los tantos acuerdos ministeriales 
que se dan para regular, no solo la estructura de estas entidades que por ley tienen autonomía, 
sino también su funcionamiento; es terrible el poder ver estas aberraciones jurídicas, que 
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violentan día con día, no solo lo preestablecido en nuestras leyes sino en nuestra misma 
Constitución. 
Veamos a que me refiero con una serie de ejemplos, que nos servirán de base en nuestro 
análisis, así tenemos que: 
Corporación Reguladora del Manejo Hídrico de Manabí (CRM), que sustituyó al Centro 
de Rehabilitación de Manabí, mediante la ley de Desarrollo Hídrico de Manabí (Ley de 
Desarrollo Hídrico de Manabí, 2002), establece una estructura, la misma que consta de cuatro 
niveles (artículo 14, ibídem): 
1. Nivel Directivo  
2. Nivel Asesor  
3. Nivel Ejecutivo  
4. Nivel de Auditoría 
 El primero de estos conformado por el Directorio y por el Presidente del Directorio, el 
segundo por comisiones permanentes y comisiones especiales, el tercero por la Dirección 
Ejecutiva y por los Directores de Área tanto técnica, administrativa como de apoyo, el cuarto y 
último nivel por la Auditoría Interna, cada uno de estos previstos con sus atribuciones en esta 
antes mencionada ley, es así que en los artículos del 15 al 21 se establecían las del nivel 
Directivo, las del nivel Asesor en los artículos del 22 al 24, las del Nivel Ejecutivo del 25 hasta 
el 33 y las del nivel de Auditoría en los artículos 34 y 35 concediéndoles así a cada nivel 
atribuciones para desempeñar sus obligaciones. 
Con el decreto ejecutivo Decreto Ejecutivo No. 40, publicado en el Registro Oficial 
Suplemento del 25 de 14 de septiembre del año 2009 se fusionó esta entidad a la Secretaría 
Nacional del Agua, disponiendo a que esta entidad pase a formar parte de sus dependencias 
(Artículos 4 y 5 Decreto Ejecutivo No. 40, 2009), pese a que ésta goza de personalidad jurídica 
propia, incluso patrimonio propio. Dentro de la transgresión prevista es por cuanto un decreto, 
cambia de por si la estructura de esta entidad prevista en ley, contraviniendo así el principio de 
jerarquía normativa, tomemos en cuenta que el decreto constituye como tal un norma de 
carácter administrativo en este caso, y como tal no podría modificar una norma superior como lo 
es la ley, que deviene de todo un proceso en el órgano legislativo. En cuanto a los acuerdos 
ministeriales, en particular en los que se fija una estructura orgánico-funcional, como lo son los 
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estatutos organizacionales por procesos, tenemos que analizar, la establecida para esta entidad, 
entonces nos encontramos con la novedad que en el Estatuto Orgánico de Gestión 
Organizacional por Procesos de la Secretaría Nacional del Agua –SENAGUA-, ya no la 
encontramos ni como dependencia, es decir una institución prevista como tal por la ley, 
desaparece por un acuerdo, y así lo podemos ver en el Anexo No. 4 en donde para una mayor 
comprensión he trasladado la estructura orgánica de esta entidad. 
Podemos apreciar que el irrespeto a las leyes tomando en cuenta que estas cumplieron 
un proceso de formación y posterior emisión, no devienen de la voluntad de una sola persona 
sino de voluntad soberana, como lo reza nuestro Código Civil. 
Otro y un último ejemplo, para poder entender de una forma mucho más práctica en que 
consiste esta transgresión, creo menester traer a colación el caso de la Dirección Nacional de 
Rehabilitación Social, la cual está prevista como una institución del Estado, en el Código de 
Ejecución de Penas, entidad que fue fusionada al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 
mediante Decreto Ejecutivo No. 585, publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 348 del 
24 diciembre del año 2010.  
En esta parte seré un poco breve y demostraré que las atribuciones dadas por un código, 
son desconocidas por un Estatuto, así tenemos que, la entidad antes conocida como Dirección de 
Rehabilitación Social, ahora Subsecretaría y dependencia del Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos, en este Código tiene disposiciones de resolver asuntos atenientes a su competencia, 
puesto que su norma lo faculta, como lo podemos apreciar en esta disposición mediante la cual 
se atribuye al Director Nacional de Rehabilitación Social, el poder “conocer y resolver en 
segunda instancia, de las resoluciones que expidieren los directores de los centros de rehabilitación 
social que llegaren en apelación, de acuerdo con el reglamento pertinente” (Artículo 9 literal f), Código 
de Ejecución de Penas, 2006), atribución esta que se elimina al momento de fusionarle, según lo 
establecido en su estatuto orgánico de gestión organizacional por procesos, es así que quien 
debería conocer y resolver estos casos por ley sería el Director Nacional de Rehabilitación 
Social, figura que según la estructura orgánica del ministerio no existe, por tanto contraviene 
entre otros principios el principio de jerarquía normativa, ya que mediante un acuerdo se ha 
querido desconocer las atribuciones dadas por ley; pero cuál es el objeto de traer a colación 
estos ejemplos, sino el hacer notar como se transgrede el Principio de Jerarquía Normativa. Me 
gustaría traer más ejemplos a colación pero no quiero ser tan abundante en algo que es tan 
evidente, como lo es la transgresión al Principio de Jerarquía Normativa. 
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En conclusión la transgresión de este principio, el Principio de Jerarquía Normativa se 
da al momento en que una norma de menor jerarquía contraviene o incluso quiere modificar una 
de mayor jerarquía, como lo hemos visto en el transcurso de esta pequeña exposición, ya que 
para un análisis de este tema se necesitaría realizar un trabajo de igual o mayor proporciones, el 
cual nos permita analizar leyes completas y la normativa que la contraviene, no obstante se ha 
querido transmitir de manera expedita, el acontecer diario de estas entidades que presentan 
serios problemas internos, en cuanto a lo normativo se refiere, no nos asombremos cuando el 
Estado tenga que pagar grandes cantidades de dinero por indemnización a los administrados, 
que hasta el momento desconocen que las normas que les rigen, ni siquiera tienen valor al 
contravenir una ley, en este caso las leyes de creación de las entidades autónomas fusionadas. 
 PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA 
Un fuerte sostén de nuestro Ordenamiento Jurídico Nacional, es sin lugar a dudas el 
Principio de Seguridad Jurídica, pues al tener las reglas claras tanto administrados como 
administración pública podrán ejercer sus derechos y asumir sus obligaciones, sin que nadie 
quiera aprovecharse de una situación ambigua, como lamentablemente lo vemos en nuestro país. 
Principio fundamental en todas las naciones en las que se respete un ordenamiento jurídico 
como el que tenemos nosotros, nuestra Norma Suprema establece en su artículo 82 el derecho a 
la seguridad jurídica, transcripción íntegra que la encontraremos en párrafos posteriores, es 
primordial el hacer un estudio de este principio que podría estar siendo transgredido por la 
administración pública, en el ejercicio de sus actuaciones. 
Concepto y otras generalidades 
Para poder entender más de lo que se trata este principio, analizaremos ciertos 
conceptos básicos, los cuales nos permitirán en lo posterior realizar un análisis crítico del 
porque se transgrede este principio en nuestro contexto nacional; es así que como punto de 
partida traeremos a colación lo establecido en nuestro Código Principal, artículo 82: “El derecho 
a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas 
jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes.” (Artículo 82, CRE, 
2008) 
Entonces tenemos que para que exista seguridad jurídica, como primer punto es el 
respeto a la Norma Suprema, de lo que ya en párrafos anteriores hemos hablado de manera 
expresa, sin embargo hay que recalcar que este principio va de la mano con el principio de 
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jerarquía normativa, por cuanto establece el respeto a la supremacía de la Constitución; como 
segundo punto tenemos que se fundamenta también en las normas jurídicas previas, claras, 
públicas y sobre todo un punto importante por autoridades competentes, así que veamos por 
separado cada uno de estos parámetros para que se cumpla la seguridad jurídica. Normas 
jurídicas: previas, es decir en concordancia con el principio de legalidad, éstas tienen que ser 
preestablecías y no así normas no existentes o peor aún que nos juzguen con normas venideras, 
enmarcadas en un principio de irretroactividad de la ley. Normas jurídicas: claras qué más 
quisiéramos todos los ciudadanos que todas las normas sean claras, que carezcan de 
ambigüedad, sin embargo esto es lo menos cierto dentro de nuestro ordenamiento jurídico, 
como lo vimos en el análisis de los anteriores, normativa que contraviene, que confunde no solo 
al administrado sino también a la administración pública, es así que no se da cumplimiento con 
este precepto constitucional. Normas Jurídicas: públicas, en lo único que se podría que se 
cumple, puesto que si una norma fuera en su defecto no publicada carecería de validez jurídica. 
Normas Jurídicas: aplicadas por autoridades competentes, un punto tan deficiente en nuestro 
acontecer diario puesto que como lo hemos visto esto es lo que menos se respeta, sobre todo en 
el tema que nos abarca, es así que las autoridades ejercen facultades que no les están previstas 
por ley, sino por estatutos, por reglamentos o competencias que les fueron atribuidas por estos, 
un claro ejemplo de esto es el decreto de fusión del INHAMI a la Secretaría de Gestión de 
Riesgos: 
“Art. 2.- Todas las competencias, atribuciones, funciones, representaciones 
y delegaciones que constan en las leyes, reglamentos y demás normas, que hasta la 
presente fecha eran ejercidas por el Secretario Nacional del Agua, en virtud de la 
asunción de las competencias que le correspondían al Consejo Directivo del 
Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología - INAMHI -, pasarán a ser 
ejercidas por el Directorio del Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología. 
La designación del Director General del Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología, le corresponderá al Secretario Nacional de Gestión de 
Riesgos.” (Decreto Ejecutivo No. 391, 2010) 
Es decir un decreto modifica competencias asignadas por ley, es interesante ponernos a 
analizar estos tipos de transgresiones que podemos encontrar en las actuaciones diarias de la 
administración pública, recordemos que las competencias nacen solo de la Constitución y la ley, 
y en eso tenemos que ser muy enfáticos al momento de realizar un trabajo como este, no 
podemos permitir que se nos diga que se respeta el principio de seguridad jurídica cuando es lo 
primero que se violenta, quizá si estén previstas, claras lo dudo y públicas, pero en cuanto a que 
las esté aplicando la autoridad competente no hay duda de que no es así, la ley es clara al 
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preceptuar lo siguiente: “Art. 6.- Son atribuciones y deberes del Consejo Directivo las siguientes: g) 
Nombrar al Director General, a base de la terna presentada por el Ministro de Recursos Naturales y 
Energéticos;” (Ley del Instituto de Meteorología e Hidrología, INAMHI, 1979). 
Es claro que aquí ese precepto constitucional no tiene validez alguna, tanto así como 
que el competente para nombrar director general, y por ley (Ley del Instituto de Meteorología e 
Hidrología, INAMHI, 1979) le corresponde al Consejo Directivo, no obstante el decreto 
contraviene a la ley al decir que será el Secretario Nacional de Gestión de Riesgos quien lo 
designe, esto es un ejemplo del irrespeto a las leyes de nuestro país, es triste en pensar en que 
nuestras normas son así, no son claras y sobre todo no son aplicadas por autoridades 
competentes. 
En cuanto a lo conceptual, traigo a colación lo manifestado por el mismo que con 
respecto al principio de Seguridad Jurídica nos dice que: “…La Seguridad es el estado psicológico 
del hombre, producido por causas determinantes externas, que le permite prever el futuro y tomar su 
posición frente a él.” (Mandariaga Gutierrez, 1966) 
Y en esencia en esto se basa el principio de seguridad jurídica, para llegar a este punto 
es que nuestra Constitución ha previsto en su artículo 82, el fundamento del mismo, es así que 
con reglas claras establecidas, incluso se garantiza el que el ciudadano pueda acceder a los 
medios de impugnación en el caso de que sean violentados sus derechos, en esta línea de 
pensamientos, esta autora nos dice claramente “prever el futuro y tomar una posición frente a él”, 
cuestión muy importante, ya que esto como se lo ha dicho, permite prever tanto el actuar de la 
administración pública como el de los administrados. 
Dentro de este análisis tenemos que ver que este principio está estrechamente 
relacionado con el principio de legalidad y que su cumplimiento es obligatorio para todos, ahora 
bien no debemos dejar pasar este tipo de arbitrariedades, en esencia, cuando una autoridad no 
cumple con lo que le dice la ley o extralimita el alcance de su competencia, o realiza actos que 
estén fuera de ésta, está transgrediendo estos dos principios, que forman parte de la columna 
vertebral de todo ordenamiento jurídico. 
No debemos ser ingenuos, y no porque alguien nos dice que debemos acatar una u otra 
orden debemos hacerlo, es necesario que los administrados seamos más audaces y saber que 
mientras no esté en la norma no se debe cumplir, esto es lo que implican estos principios y sobre 
todo aplicando un principio de jerarquía normativa no dejar que se cometan tantas 
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irregularidades, ya que marcando precedente, es como también se puede frenar a la 
administración pública y su desorbitado sentido de poder, que hace cuánto le place.  
En conclusión la seguridad jurídica implica gozar de normas previas, claras y públicas y 
que sobre todo sean aplicadas por autoridades competentes, esto se constituye la seguridad que 
debe tener el ciudadano en cuanto a la normativa que le corresponde por derecho aplicar a la 
administración pública, así como los derechos que le son favorables al administrado. 
Análisis de Transgresión 
Como ya lo pudimos observar en un ejemplo dado en el análisis del concepto y otras 
generalidades del principio de seguridad jurídica, la transgresión existe y está dada a vista y 
paciencia de nuestra administración pública, y quizá incluso me atrevería a decir por ignorancia 
de los mismos, ahora bien, he querido traer a colación un solo ejemplo por el cual nos podremos 
dar cuenta, cuando se transgrede este principio: 
Haremos el análisis con respecto a la aplicación de las normas jurídicas por una 
autoridad no competente contraviniendo así el principio de seguridad jurídica, es así que 
encontraremos en el Anexo No. 5 la Resolución No. REF-PAC-MEER-021-2013, en la misma 
que el Coordinador General Administrativo Financiero del Ministerio de Electricidad y Energía 
Renovable, resuelve reformar el plan anual de contrataciones, para la adquisición de un 
CROMATÓGRAFO DE QUADRUPOLE (MSD/TD) AGILENT DEL LABORATORIO DE 
ECOTOXICOLOGÍA DE LA SCAN, tomando en cuenta que estas atribuciones son de la 
autoridad competente según la ley de la Comisión Ecuatoriana sería la Dirección Ejecutiva la 
encargada de elaborar el proyecto de presupuesto anual de la Comisión Ecuatoriana de Energía 
Atómica, incluso de celebrar contratos, y no así el coordinador del ministerio, la pregunta es 
¿Dónde se encuentra el principio de seguridad jurídica? Si al momento de aplicar la ley no la 
aplicamos, la ley es clara y establece atribuciones a las autoridades dentro del marco de su 
competencia, y esto es para evitar que se contrapongan unas con otras. Una contravención clara 
a la Constitución en la cual no se respeta el principio de legalidad, así como tampoco el de 
jerarquía normativa, y menos aún el principio de seguridad jurídica, es así que contra toda 
disposición constitucional se dan estas actuaciones en el quehacer diario de la administración 
pública, con resoluciones que no son dadas por autoridad competente, incluso normas de 
carácter general. 
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La seguridad jurídica es traducida como la seguridad del ciudadano, el mismo que ve 
reflejado en el derecho positivo, el ejercicio de sus derechos y la garantía del cumplimiento de 
los mismos así como de sus obligaciones, no podemos hablar de seguridad jurídica, cuando en 
normas antiguas por ejemplo como los reglamentos tenemos todavía sanciones, lo que nos 
llevará a analizar el siguiente punto en nuestro estudio, como lo es el principio de reserva de ley. 
PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY 
He creído menester el análisis de este principio, al igual que los anteriores, fundamental 
en un Estado de Derecho, por cuanto el principio de reserva de ley nos dice a grandes rasgos en 
qué casos se puede emitir una ley, sea esta ordinaria como orgánica, establecidas así en el 
artículo 132 de nuestro Código Político; es importante puesto que al dejar una ley sin base, esto 
es, vigente pero inaplicable, no podemos recurrir a ésta, es así que en conclusión tenemos una 
ley que no la podemos aplicar y lo podemos ver reflejado en la mayoría de los casos en cuanto 
se refiera la ley de creación de las entidades públicas fusionadas a los distintos ministerios. 
Problemática que será abordada tanto desde el punto de vista conceptual como desde el punto de 
vista legal para consecuentemente llegar a un análisis de la transgresión a este principio. 
Concepto 
Partiremos de lo manifestado por Hartmut Maurer, con respecto al principio de reserva 
de ley: 
“Según el principio de reserva de ley, la administración sólo puede actuar 
si ha sido habilitada para ello en una ley. Este principio exige, pues, algo más que 
el que de primacía de la ley. Mientras que este último prohíbe simplemente de las 
leyes existentes, aquél impone más allá de eso la existencia de un fundamento legal 
para la actividad de la administración. La ausencia de una ley excluye la 
actuación administrativa efectiva, no en virtud del principio de primacía, sino en 
rezan del principio de reserva.” (Maurer, 2012, pág. 114)(Lo resaltado me 
pertenece) 
La primera parte es la más importante, ya que este principio prevé la actuación de la 
administración con habilitación de la ley, es decir como lo hemos insistido a lo largo de este 
trabajo, la ley manda prohíbe o permite, consecuentemente podemos hacer lo que nos habilite, 
en este sentido Gabino Fraga se manifiesta al decir que: “La actividad del Estado es el conjunto de 
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actos materiales y jurídicos, operaciones y tareas que realiza en virtud de las atribuciones que la 
legislación positiva le otorga.” (Fraga, 1985, pág. 13)(Lo resaltado me pertenece), por consiguiente, el 
actuar de la administración pública está enmarcado en lo previsto nuestro ordenamiento jurídico 
nacional, a través de las atribuciones desarrolladas en la Constitución y la ley. 
Por su parte el diccionario del sitio web LEXIS, define a la reserva de ley como: “La 
reserva de ley o dominio legal es el conjunto de materias que de manera exclusiva la Constitución 
entrega al ámbito de potestades del legislador, excluyendo de su ámbito la intervención de otros 
poderes del estado”. (LEXIS S.A., 2014), así estás materias ya determinadas en la Constitución 
necesitarán de una ley para ser desarrolladas, en este sentido lo podemos encontrar en el artículo 
132 de nuestra Norma Suprema, el mismo que establece lo siguiente: 
“Se requerirá de ley en los siguientes casos: 
1. Regular el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales. 
2. Tipificar infracciones y establecer las sanciones correspondientes. 
3. Crear, modificar o suprimir tributos, sin menoscabo de las atribuciones que la 
Constitución confiere a los gobiernos autónomos descentralizados. 
4. Atribuir deberes, responsabilidades y competencias a los gobiernos autónomos 
descentralizados. 
5. Modificar la división político-administrativa del país, excepto en lo relativo a las 
parroquias. 
6. Otorgar a los organismos públicos de control y regulación la facultad de expedir 
normas de carácter general en las materias propias de su competencia, sin que 
puedan alterar o innovar las disposiciones legales.” 
En conclusión, el principio de reserva de ley, como lo podemos ver plasmado en la 
Constitución y en el ámbito conceptual, determina las materias que le son propias al legislador y 
en las cuales no podría inmiscuirse ninguna otra función del Estado, es decir que solo el 
legislador está facultado para hacerlo. 
Análisis de Transgresión 
Dados los conceptos y revisada la normativa constitucional, podemos encontrar ciertas 
variaciones a ser analizadas; la primera de ellas es si la ley de creación de una entidad pública 
67 
fusionada a un ministerio regula el ejercicio de derechos y de garantías constitucionales, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 132 de nuestra Carta Magna, para es importante 
analizar por lo menos una de las leyes afectadas, es así que la ley, del Instituto de Meteorología 
e Hidrología, INAMHI (Registro Oficial No. 839 de 25 de mayo del año 1979), ley especial 
según lo determina su segunda disposición final, prevé en su normativa lo siguiente: 
Art. 19.- La instalación y operación de las Estaciones Meteorológicas e 
Hidrológicas y la publicación de los datos que tengan a su cargo las entidades 
públicas y semipúblicas y las de derecho privado se sujetarán a las normas y 
especificaciones que emanan del Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología, 
al cual remitirán con carácter obligatorio y con la periodicidad que el demande, 
todos los resultados de las operaciones realizadas. (Ley del Instituto de 
Meteorología e Hidrología, INAMHI, 1979)(Lo resaltado me pertenece) 
Lo primero que debemos tener en cuenta es que afecta derechos entidades privadas, por 
cuanto regula la instalación y la operación de estas, es decir que si está prevista la regulación del 
ejercicio de los derechos constitucionales, de conformidad con lo establecido en el artículo 66 
numeral 15 de nuestra Norma Suprema: “El derecho a desarrollar actividades económicas, en forma 
individual o colectiva, conforme a los principios de solidaridad, responsabilidad social y ambiental.”, 
conforme al principio de reserva de ley, esto debería estar previsto en este tipo de norma, es 
decir la ley. 
En cuanto, a si estas leyes tipifican infracciones y establecen sanciones, con respecto a 
la ley de creación del Instituto de Meteorología e Hidrología, podemos ver que no se prevé 
ninguna, sin embargo en otra de este tipo de entidades como lo es la ley de la Comisión 
Ecuatoriana de Energía Atómica, si bien no las prevé específicamente en la ley, las hace en el 
reglamento de Radiología, que por mandato constitucional no podrían aplicarse en la actualidad, 
sin embargo con relación a esto la ley prevé las siguientes disposiciones: 
“Art. 14.- ATRIBUCIONES: Al Directorio le corresponde: …f). Recibir en 
recursos de apelación, las sanciones impuestas en el Reglamento de Seguridad 
Radiológica, cuando estas pasen de cinco salarios mínimos vitales del trabajador 
en general. El Directorio de la Entidad resolverá este recurso en última y definitiva 
instancia; 
…Art. 16.- TITULAR Y ATRIBUCIONES: El Director Ejecutivo será 
ecuatoriano por nacimiento, con título universitario o politécnico y experiencia 
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comprobada de 5 años, por lo menos, en actividades relacionadas con energía 
atómica y le corresponde:… h). Imponer las sanciones que se establecen en el 
Reglamento de Seguridad Radiológica.” (Ley de la Comisión Ecuatoriana de 
Energía Atómica, 1979)(Lo resaltado me pertenece) 
Como lo vemos esta entidad tenía la facultad de imponer sanciones, incluso de resolver 
el recurso de apelación contra estas sanciones, lo que invita a pensar en la necesidad de 
establecer las sanciones dentro de esta ley; sin embargo con el decreto esta facultad 
sancionadora se vería perdida, ya que dentro de la institucionalidad de estas entidades y no 
estarían previstas estas autoridades y con ellas sus atribuciones específicas, como lo es la 
imposición de sanciones. 
En conclusión, al fusionar este tipo de entidades y dejar su ley inaplicable se perderían 
disposiciones como estas, que encajan en lo establecido en el artículo 132 de nuestro Código 
Político y que no solo ayudan al funcionamiento de la entidad en sí, sino que como lo pudimos 
ver regulan derechos y establecen sanciones en relación a estos casos concretos, no obstante 
debemos tener en cuenta que las leyes expedidas en ese entonces no precisamente se emitían 






Una de las entidades reorganizadas –fusionadas- es el Instituto de Meteorología e 
Hidrología, la cual tiene una ley propia con la que se dio su creación, pese a esto fue adscrita en 
el año 2010 a la Secretaría Nacional de Gestión de Riesgos, mediante Decreto Ejecutivo No. 
391. Con el análisis de la situación de estas instituciones podremos demostrar los problemas que 
acarrea este tipo de prácticas, en especial al no respetar la jerarquía normativa prevista en 
nuestra Norma Suprema. 
Dentro de los instrumentos que nos servirán para el análisis podemos encontrar el 
Decreto de Fusión Del INAMHI a la Secretaría Nacional de Gestión de Riesgos, Estatuto 
Orgánico de Gestión por Procesos del INAMHI y Ley del Instituto de Meteorología e 
Hidrología, INAMHI.  
Decreto de Fusión Del INAMHI a la Secretaría Nacional de Gestión de 
Riesgos 
El Decreto Ejecutivo que permitió la reorganización de esta entidad autónoma a un 
ministerio de Estado, es el No. 391 publicado mediante Registro Oficial Suplemento No. 224 
del 29 de junio del 2010, el mismo que consta de 4 artículos, lo reorganiza adscribiéndolo a la 
Secretaría Nacional de Gestión de Riesgos, de esta manera traspasó todas las “competencias, 
funciones, atribuciones, representaciones y delegaciones que conste en las leyes reglamento y demás 
normas” (Fusión del INAMHI a la Secretaría Nacional de Gestión de Riesgos, 2010) que le 
correspondían al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología, 
posterior Secretario Nacional del Agua. 
Luego estructura un nuevo directorio para este organismo, según su artículo 3 
compuesto por:  
a) El Secretario Nacional de Gestión de Riesgos o su delegado permanente; quien 
lo presidirá y contará con voto dirimente; 
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b) El Secretario Nacional del Agua o su delegado permanente; 
c) El Ministro de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y Pesca o su delegado 
permanente; 
d) El Ministro de Electricidad y Energía Renovable; y, 
e) El Ministro del Ambiente o su delegado permanente. (Decreto de Fusión del 
INAMHI a la Secretaría Nacional de Gestión de Riesgos, 2010) 
En consecuencia, elimina la estructura original prevista en su ley de creación; si bien, es 
una atribución de la Presidencia de la República - reorganizar sus dependencias y órganos 
administrativos- , establecida así en el artículo 40 de la Ley de Modernización del Estado, el 
solo hecho de que un decreto ejecutivo cambie la estructura, representa una transgresión al 
principio de jerarquía normativa.  
Lo más importante en este decreto es su artículo número 4 el mismo que textualmente 
dice: 
Art. 4.- Deróganse todas las disposiciones de igual o inferior jerarquía 
que se opongan al presente decreto, en especial, la Disposición General Tercera 
del Decreto Ejecutivo Nro. 1088, publicado en el Registro Oficial Nro. 346 de 27 
de mayo del 2008. (Decreto de Fusión del INAMHI a la Secretaría Nacional de 
Gestión de Riesgos, 2010)(Lo resaltado me pertenece) 
Como podemos darnos cuenta, este decreto deroga todas las disposiciones de igual o 
menor jerarquía que respectan del mismo, es decir, según el artículo 425 de nuestro Código 
Político, se deberían derogar los decretos ejecutivos emitidos por la Presidencia de la República, 
así como también reglamentos; las ordenanzas; los acuerdos y las resoluciones; y los demás 
actos y decisiones de los poderes públicos (Art. 425 CRE, 2008), preservando de esta manera la 
vigencia de su ley de creación, consecuentemente la ley del Instituto de Meteorología e 
Hidrología es, hasta que no se la derogue, vigente.  
Es interesante lo que plantea nuestra Norma Suprema en su artículo 425, que 
literalmente nos dice: “En caso de conflicto entre normas de distinta jerarquía, la Corte 
Constitucional, las juezas y jueces, autoridades administrativas y servidoras y servidores públicos, lo 
resolverán mediante la aplicación de la norma jerárquica superior.”, por consiguiente la aplicación 
de la ley de creación del Instituto de Meteorología e Hidrología, no debería verse de ninguna 
manera afectada, puesto que solo deroga a normas de menor o igual jerarquía. 
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Por otra parte se hace un reconocimiento expreso de la jerarquía normativa de esta 
norma jurídica en los considerando del antes mencionado decreto, pese a sus inconsistencias, 
por cuanto no fue un decreto ejecutivo sino un decreto supremo, el mismo que textualmente 
manifiesta: 
“Que mediante Decreto Ejecutivo Nro. 3438, publicado en el Registro 
Oficial Nro. 839 de 25 de mayo de 1979, se expide la Ley del Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología - INAMHI -, como entidad adscrita al Ministerio de 
Recursos Naturales y Energéticos (actual Ministerio de Energía y Minas), con sede 
en la capital de la República y jurisdicción en todo el territorio nacional, siendo el 
organismo rector, coordinador y normalizador de la política nacional, en todo 
cuanto se refiere a meteorología e hidrología;” 
Al momento de reorganizar entidades autónomas no reconocidas por la Constitución, se 
debería tener en cuenta al menos estos principios base de todo Estado de Derecho, si bien es 
cierto, es necesaria una reestructuración de entidades que hasta el momento se encuentran 
dispersas y muchas de ellas no funcionales o inoperantes, esto no quiere decir, que se lo tenga 
que hacer transgrediendo los principios más elementales de nuestro ordenamiento jurídico, si 
son leyes y desde un inicio se reconocieron como tales deben cumplir el proceso previsto en 
nuestra legislación para ser reformadas, modificadas o derogadas, estos no son casos aislados 
como por ejemplo tenemos también otros como el Instituto de Propiedad Intelectual, que incluso 
su ley fue modificada mediante decreto. 
Ley del Instituto de Meteorología e Hidrología, INAMHI 
La ley del Instituto de Meteorología e Hidrología, INAMHI, fue expedida mediante 
decreto supremo No. 3438, publicado en el Registro Oficial No. 839 del 25 de mayo de 1979, 
reemplazando así el Decreto Supremo No. 1232 del 25 de Octubre del año 1972, que regulaba 
hasta ese entonces al INAMHI. 
En el contexto global de este trabajo tenemos que resaltar el carácter que se le da a esta 
ley, todavía vigente, consagrado en su disposición final segunda nos dice textualmente: “Las 
disposiciones de la presente Ley, que tienen carácter de especial, prevalecerán sobre las normas que se le opongan 
y regirán a partir de su publicación en el Registro Oficial.”, (Ley del Instituto de Meteorología e Hidrología, 
INAMHI, 1979) (Lo resaltado me pertenece), es decir que es una ley de carácter especial, en 
concordancia con el Código Civil Ecuatoriano, artículo 12: “Cuando una ley contenga 
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disposiciones generales y especiales que estén en oposición, prevalecerán las disposiciones especiales.” 
(Código Civil Ecuatoriano, 2005) (Lo resaltado me pertenece), es así que esta norma sustantiva aclara 
la prevalencia de las normas especiales sobre las normas generales, y más adelante en su 
artículo 39 establece que: “La ley especial anterior no se deroga por la general posterior, si no se 
expresa.” (Código Civil Ecuatoriano, 2005), por consiguiente esta ley nunca se debió ver afectada 
por un decreto, más aun siendo una ley especial. 
Otro de los aspectos con relación a esta ley y el conflicto con la normativa secundaria de 
las Secretarías de Estado, es que modifican una estructura predeterminada en la misma, solo 
basta con revisar el organigrama del Instituto de Meteorología e Hidrología publicado en su 
página web – Anexo No. 6-. Recordemos que, para que cualquier ley sea modificada o 
reformada tiene que pasar por un proceso en la Asamblea Nacional y además se haría a través 
de una ley reformatoria a la ley de creación de esta Institución, tomando en cuenta lo 
establecido en nuestro Código Político artículo 120 numeral 6.  
En esta misma línea de pensamiento y para ser mucho más claro, a continuación se 
presenta una tabla ilustrativa del cambio en la estructura del Instituto de Meteorología e 
Hidrología, INAMHI, modificación que se hizo a través un decreto ejecutivo. 
Tabla No. 2 
Ley del Instituto de Meteorología e 
Hidrología, INAMHI, 1979 
Decreto de Fusión Del INAMHI a la 
Secretaría Nacional de Gestión de Riesgos, 
2010 
Art. 4.- El Consejo Directivo estará integrado 
por los siguientes miembros que tendrán voz y 
voto: 
a) El Ministro de Recursos Naturales y 
Energéticos, o el Subsecretario de Recursos 
Naturales y Energéticos, quien lo presidirá; 
b) El Director del Instituto Oceanográfico de 
la Armada, o su delegado permanente; 
c) El Director Ejecutivo del Instituto Nacional 
de Recursos Hidráulicos, o su delegado 
permanente; 
d) El Director General de Aviación Civil, o su 
delegado permanente; 
 
Art. 3.- El Directorio del Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología, se conformará de 
la siguiente manera: 
a) El Secretario Nacional de Gestión de 
Riesgos o su delegado permanente; quien lo 
presidirá y contará con voto dirimente; 
b) El Secretario Nacional del Agua o su 
delegado permanente; 
c) El Ministro de Agricultura, Ganadería, 
Acuacultura y Pesca o su delegado 
permanente; 




e) El Gerente del Instituto Ecuatoriano de 
Electrificación, o su delegado permanente; 
El Director General del Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología, que actuará como 
Secretario del Consejo Directivo con voz pero 
sin voto. 
e) El Ministro del Ambiente o su delegado 
permanente.  
 
Elaborado por: Darío Cueva 
Fuentes: Ley del Instituto de Meteorología e Hidrología, INAMHI, 1979 y Decreto de Fusión Del INAMHI a la 
Secretaría Nacional de Gestión de Riesgos, 2010 
 
 
Como se lo verá más adelante en el estatuto orgánico de gestión por procesos de 
esta entidad funciona con la estructura que prevé el decreto que la reorganizó, mientras 
que la que prevé la ley queda inaplicable, y de esta manera no ha sido necesario una 
modificación o reforma a la ley. 
Dentro de las atribuciones que determinaba esta ley para el Consejo Directivo, era la de 
nombrar al Director General, de esta manera establecido en el artículo 6 de la Ley del Instituto 
de Meteorología e Hidrología, INAMHI: “Art. 6.- Son atribuciones y deberes del Consejo Directivo 
las siguientes:… g) Nombrar al Director General, a base de la terna presentada por el Ministro de 
Recursos Naturales y Energéticos;”, no obstante esta atribución es elimina, pese a lo establecido en 
el mismo decreto, “las competencias que le correspondían al Consejo Directivo del Instituto 
Nacional de Meteorología e Hidrología - INAMHI -, pasarán a ser ejercidas por el Directorio 
del Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología.”, por cuanto el Director General según lo 
dispone el artículo 2 del mencionado decreto: “La designación del Director General del Instituto 
Nacional de Meteorología e Hidrología, le corresponderá al Secretario Nacional de Gestión de 
Riesgos.”, de esta manera pierde la independencia de la que gozaba esta entidad; resaltemos en 
este punto que sigue siendo una institución con autonomía técnica y administrativa; y, 
personalidad jurídica propia. La eliminación de esta atribución conlleva una violación expresa a 
la normativa legal de este organismo, modificándola o reformándola. Como podemos ver se 
demuestra que concurren las transgresiones a la ley del Instituto de Meteorología e Hidrología, 
INAMHI.  
Tengo que acotar que también habría una transgresión a la misma Constitución, en 
cuanto a los principios de seguridad jurídica y de legalidad se refieren, ya que, como se lo 
analizó las y los servidores públicos están obligados, siempre en su ámbito de competencia, a 
hacer lo que la ley les dice, en este caso la entidad competente para designar al Director 
General, de acuerdo a lo establecido en la ley, será el propio Consejo Directivo. 
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Otro de los puntos importantes que prevé la Ley del Instituto de Meteorología e 
Hidrología, INAMHI, en su artículo 1 es que: “será organismo rector, coordinador y normalizador 
de la política nacional en todo cuanto se refiere a Meteorología e Hidrología” (Ley del Instituto de 
Meteorología e Hidrología, INAMHI, 1979), es decir, que dentro de sus atribuciones tiene la 
emisión de políticas tanto meteorológicas como hidrológicas, según la ley; atribución que no ha 
sido desconocida por parte de la Secretaría Nacional de Gestión de Riesgos según consta en el 
documento de Referencias Básicas para la Gestión de Riesgos: “El INAMHI, como ente rector en el 
monitoreo de las actividades hidrometeorológicas del país y responsable de la red básica de información 
en este campo,…” (Ecuador: Referencias Básicas para la Gestión de Riesgos 2013-2014, 2012, pág. 101) 
más adelante “…el INAMHI con jurisdicción en todo el país y ente rector, coordinador y normalizador de 
la política hidrometeorológica nacional…” (Ecuador: Referencias Básicas para la Gestión de Riesgos 
2013-2014, 2012, pág. 132); todo esto a partir del año 2010, puesto que desde el 2008, esta y otras 
atribuciones habrían sido ejercidas por la Secretaría Nacional del Agua, desconociendo por 
cerca de dos años a esta institución facultades previstas en la Ley del Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología, INAMHI. 
Al margen de la ley y como parte del conflicto con la normativa secundaria, existen 
atribuciones dadas por el Presidente de la República a esta institución, lo cual contrarresta las 
atribuciones dadas por ley, por ejemplo la emisión del certificado de pluviometría de una 
localidad según lo establece el artículo 11 del Decreto Ejecutivo 451, publicado en el Registro 
Oficial No. 259 del 18 de agosto del año 2010: 
“Solo por incremento de obras decididas por la entidad contratante, y no 
imputables a falencias en los estudios, o por motivos de fuerza mayor debidamente 
calificados por la comisión, se podrá otorgar ampliación de montos y plazos de 
contrato u órdenes de cambio. Solo se podrá argumentar "exceso de lluvias", con 
un certificado el Instituto Nacional de Meteorología que el promedio de lluvias ha 
sido al menos 30% superior al establecido en el contrato, por los últimos cinco 
años, en la zona del contrato por los meses de la respectiva ejecución.”(Lo 
resaltado me pertenece) 
Podemos darnos cuenta que se asignan atribuciones mediante decretos a entidades 
autónomas, que poseen una ley y en base al principio de legalidad, este organismo no podría 
emitir un certificado como el que se plantea en el antes mencionado decreto, puesto que no es 
una atribución que se prevé en una Ley; lo cierto es que, este tipo de decisiones afectan 
directamente a los usuarios, por ende cabe hacernos la siguiente pregunta ¿es correcto exigir al 
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administrado algo que no está en la ley?, recordemos que solo la ley manda, prohíbe o permite, 
y los servidores públicos están, como se ha insistido, obligados a cumplir lo que establece la ley. 
Finalmente, el Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología por un lapso de dos años 
en los que fue parte de la Secretaría Nacional del Agua, perdió su independencia esto a raíz del 
Decreto 1088, publicado el 27 de mayo del 2008, puesto que las atribuciones previstas para el 
Consejo Directivo las asumió el Secretario Nacional de Agua, y fue durante este periodo en el 
que más se vio afectado el Organismo hoy analizado; como ejemplo de esto tenemos el 
Proyecto CLIBER, suscrito por tres entidades: la Agencia Estatal de Meteorología de España, 
AEMET; la Organización Meteorológica Mundial, OMM; y, el Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología, INAMHI como un organismo dependiente de la Secretaría Nacional 
del Agua, tal como se lo determina en el punto 8 de este proyecto:  
“8. Ejecución y Duración El ejecutor del Proyecto es el Instituto Nacional 
de Meteorología e Hidrología (INAMHI), dependiente de la Secretaría Nacional 
del Agua del Poder Ejecutivo de la República del Ecuador, que por Ley es la 
autoridad meteorológica e hidrológica nacional en la República del Ecuador. El 
Proyecto CLIBER Ecuador está planificado para ser implementado en tres años y 
tiene cobertura total del territorio ecuatoriano, con la finalidad de implementar un 
moderno y sólido sistema de alerta temprana para el país.”  
Sin embargo, tal como se manifestó en líneas anteriores, el Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología, recupera su autonomía a través de Decreto 391 publicado en el 
Registro Oficial Suplemento No. 224 del 29 de junio del año 2010, y así lo reconoce en su 
momento el entonces Director Ejecutivo del Organismo Met. Carlos Naranjo al decir que: 
“Somos una Institución autónoma, adscrita a la Secretaría Nacional de Gestión de Riesgos, según el 
Decreto Ejecutivo No. 391, vigente a partir del 17 de junio de 2010.” (Naranjo, 2014). 
Como podemos ver, esta institución ha pasado por un ciclo evolutivo en el que su 
principal problema fue la pérdida de su autonomía, esto a raíz se convertirse en una dependencia 
de la Secretaría Nacional del Agua; no obstante, luego de que su principal fuese el Secretario 
Nacional del Agua según lo establecía el Decreto 1088 del año 2008, recupera su autonomía y 
ahora se la reconoce como una entidad autónoma tanto en lo administrativo como en lo 
financiero, de esta manera se da cumplimiento a lo establecido en su ley de creación. 
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Lo sucedido con esta institución es un vivo ejemplo de las transgresiones cometidas al 
momento reorganizar una institución. La adscripción de este tipo de entidades a un Ministerio 
faculta el ejercicio de su autonomía, y no así el manejo institucional por parte de la cartera de 
Estado que ejerce el control, en otras palabras, la Secretaría de Estado no puede manejar a un 
ente que tiene una ley, es autónomo y está adscrito como si fuera una dependencia más. La 
solución que se le dio  a este problema fue expedir un decreto mediante el cual se le asignaban 
nuevamente las competencias ya reconocidas en su instrumento de creación, esto es, las 
atribuciones que las ejercía el Secretario Nacional del Agua, pasaron a ser ejercidas por el 
Directorio del Instituto otra vez. 
Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del INAMHI 
El Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología – INAMHI, nos permitirá conocer de mejor manera el actual 
funcionamiento interno de esta institución. Este instrumento contiene la estructura 
organizacional, tanto como misión visión y atribuciones de cada uno de las direcciones, 
subdirecciones y de todos los departamentos que componen el Instituto, sin embargo en esta 
parte del estudio se hará mención de las áreas más relevantes, estas son: el Directorio, la 
Dirección Ejecutiva y la Coordinación General Técnica.  
Debemos tomar en cuenta que el objetivo de tener un Estatuto Orgánico es el de 
asegurar su ordenamiento orgánico y que el actual fue expedido luego de la adscripción a la 
Secretaría Nacional de Gestión de Riesgos, una vez que las atribuciones nuevamente regresaron 
a manos del Directorio de esta entidad. Este cuerpo normativo fue publicado mediante el 
Registro Oficial Suplemento Nº 367 el 20 de Enero del año 2011. 
Lo primero que debo hacer notar es que este Estatuto fue expedido por el principal de 
esta Entidad, el Met. Carlos Naranjo Jácome, Director Ejecutivo del Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología, en uso de las facultades conferidas por la ley y así rezan uno de los 
considerandos: “En ejercicio de las atribuciones que le confiere el artículo No. 8, literales h) y m) de la 
Ley del Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología, publicada en el Registro Oficial No. 839 de 25 
de mayo de 1979,”, (Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología – INAMHI, 2011); es decir que la fuente de la competencia la 
encontramos dentro de la ley y es por esto que el personero de esta entidad puede aprobar 
normas para el mejor cumplimiento de las actividades del instituto, de conformidad con lo 
establecido en el literal h) del artículo 8 de la antes mencionada Ley. 
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Luego dentro de la organización podemos encontrar que está distribuida por puestos 
directivos, los cuales son un Director Ejecutivo, un Coordinador General Técnico y directores 
técnicos de área; e, implementa un Comité de Gestión de Desarrollo Institucional, este último se 
lo hizo de conformidad con el artículo 115 del Reglamento a la Ley Orgánica de Servicio Civil 
y Carrera Administrativa, LOSSCA que tenía las siguientes responsabilidades: 
“a. Controlar y evaluar la aplicación de las políticas, normas y prioridades 
relativas al desarrollo institucional; b. Coordinar la elaboración y evaluación de la 
planificación estratégica de la institución; c. Controlar y evaluar la ejecución de 
proyectos de diseño o reestructuración; d. Conocer, dar criterios y emitir 
observaciones, previo a su aprobación, el plan de fortalecimiento institucional 
preparado por la Dirección de Recursos Humanos; y, e. Supervisar actividades 
relacionados a la Gestión de las Tecnologías de la Información, Investigación 
Científica y Desarrollo de los Sistemas de Alerta Temprana.” (Estatuto Orgánico de 
Gestión Organizacional por Procesos del Instituto Nacional de Meteorología e 
Hidrología – INAMHI, 2011) 
El organigrama estructural del Instituto la podemos encontrar en el Anexo No. 6 de este 
trabajo, que es la publicada en este Estatuto, este nos servirá para entender la distribución 
organizacional de esta institución y así luego comprender su pleno funcionamiento en la 
actualidad. 
Empezaremos por el Directorio, que está conformado como se lo estableció en el 
Decreto No. 391 del año 2010, y al cual le corresponden ejercer las atribuciones previstas para 
el Consejo Directivo previsto en la Ley del Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología del 
año 1979 que de conformidad con el artículo 6 son: 
“Art. 6.- Son atribuciones y deberes del Consejo Directivo las siguientes: 
a) Recomendar al Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Recursos 
Naturales y Energéticos, la política general en el campo de la Meteorología e 
Hidrología, de conformidad con los planes de desarrollo del País; b) Aprobar y 
reformar el Reglamento Orgánico Funcional y demás reglamentos del Instituto 
Nacional de Meteorología e Hidrología; c) Conocer y aprobar los planes de trabajo 
presentados por el Director General; d) Evaluar la ejecución de los programas y 
proyectos de la Institución; e) Conocer y proponer las reformas de esta Ley y 
someterlas a consideración del Ministerio de Recursos Naturales y Energéticos, 
para el Trámite correspondiente; f) Conocer y aprobar la proforma presupuestaria 
anual del Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología; g) Nombrar al Director 
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General, a base de la terna presentada por el Ministro de Recursos Naturales y 
Energéticos; h) Ejercer las demás atribuciones y cumplir las obligaciones que les 
señalen la Ley y los Reglamentos.” (Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional 
por Procesos del Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología – INAMHI, 2011) 
Atribuciones que en algunos casos ya no son aplicables, como por ejemplo el literal b), 
cuando ya no se utiliza un reglamento orgánico funcional sino el estatuto orgánico por procesos; 
otro caso es el del literal g) por cuanto no existe un Director General sino un Director Ejecutivo, 
toda vez, que como ya lo habíamos analizado este es nombrado actualmente por el Secretario 
Nacional de Gestión de Riesgos, y no por el Consejo Directivo. 
Luego en las atribuciones que se le da al Director Ejecutivo – artículo 8.- Estructura 
Descriptiva… 1.2 Gestión Estratégica – se asignan nuevas, cuando las competencias nacen de la 
Constitución y la Ley, en casos muy particulares el Consejo de competencias y el Presidente de 
la República a nivel Ministerial, es decir que mal haría el INAMHI en asignar nuevas 
competencias que no estén previstas en su ley de Creación, es así que textualmente nos dice:  
“b. Atribuciones y responsabilidades.- A más de las establecidas en el Art. 
8 de la Ley del Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología, publicada en el 
Registro Oficial No. 839 de 25 de mayo de 1979; además de todas las 
competencias, atribuciones, funciones, representaciones y delegaciones que 
constan en las leyes, reglamentos y demás normas, son las siguientes: 1. Presentar 
a conocimiento y resolución del Directorio, el programa anual de trabajo, 
determinando y fijando prioridades, de acuerdo con los intereses nacionales y de 
lineamientos previstos en los planes de gobierno. 2. Mantener informado al 
Directorio sobre el avance de los programas de trabajo, sugiriendo ajustes 
necesarios. 3. Proponer al Directorio los proyectos de reformas de la ley y sus 
reglamentos generales y especiales. 4. Representar permanentemente al Ecuador 
ante la Organización Metereológica Mundial (OMM) y otras instituciones 
internacionales. 5. Promover la suscripción de convenios con organismos públicos y 
privados a nivel nacional e internacional. 6. Asesorar a las máximas autoridades de 
Gobierno en temas del área de la hidrometereología cuando lo soliciten. 7. Cumplir 
y hacer cumplir las resoluciones del Directorio. 8. Ejercer las demás atribuciones y 
cumplir con los deberes que le corresponda, conforme a la ley y los reglamentos.” 
(Lo resaltado me pertenece) (Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por 
Procesos del Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología – INAMHI, 2011) 
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En el artículo 8 numeral 2.1 podemos encontrar a la Coordinación General Técnica y 
específicamente en el literal b) tenemos las atribuciones y responsabilidades del Coordinador 
General Técnico y que por la importancia su análisis comparativo me he visto obligado a 
transcribirlas: 
“1. Subrogar al Director Ejecutivo en los casos contemplados en la ley y 
los reglamentos. 2. Dirigir, supervisar y evaluar los proyectos y programas de 
trabajo de los niveles operativos, e informar de ellos a la Dirección Nacional; 
sugiriendo las prioridades y ajustes necesarios. 3. Coordinar eficazmente las 
actividades relacionadas con la generación de actividades referente a la 
implementación de sistemas de alerta temprana hidrometeorológica. 4. Coordinar y 
participar en los planes y programas de meteorología e hidrología de la 
Organización Meteorológica Mundial, Programa Hidrológico Internacional y de 
otros organismos regionales y mundiales. 5. Dirigir la correcta transferencia de la 
innovación tecnológica y del conocimiento de las actividades de las áreas 
operativas. 6. Dirigir la implantación y desarrollo de nuevos sistemas de control y 
aseguramiento de la calidad en los procesos, productos y servicios 
hidrometeorológicos. 7. Coordinar, supervisar y evaluar las labores técnicas de los 
procesos agregadores de valor; y de los procesos desconcentrados. 8. Coordinar 
con las direcciones técnicas la elaboración de los planes, programas y proyectos. 9. 
Proponer políticas y estrategias de acción. 10. Proponer a la Dirección Ejecutiva 
los cambios y modificaciones necesarias para la buena marcha de los procesos 
agregadores de valor. 11. Disponer auditorías técnicas de los procesos 
desconcentrados. 12. Coordinar la asistencia o asesoría técnica en el área de 
hidrometeorología. 13. Ejercer las demás atribuciones y responsabilidades 
asignadas por el Director Ejecutivo y cumplir con los deberes que le corresponda, 
conforme a la ley y los reglamentos.” 
   En esta parte del estudio hemos podido apreciar cada una de las funciones de los 
puestos directivos de esta entidad, sin embargo hay que añadir que existen otros puestos que 
corresponden a cada área técnica y lo que nos interesa en este trabajo es como funciona esta 
entidad, solo haré mención de estos departamentos y no así de sus atribuciones y 
responsabilidades, por consiguiente, además de estos tres puestos directivos tenemos las 
siguientes dependencias: 
 Dirección de la Red Nacional de Observación Hidrometeorológica 
 Dirección de la Información Hidrometeorológica 
 Dirección de Pronósticos y Alertas Hidrometeorológicos 
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 Dirección de Estudios, Investigación y Desarrollo Hidrometeorológico 
 Dirección de Laboratorio Nacional de Calidad de Agua y Sedimentos 
 Dirección de Asesoría Jurídica 
 Dirección de Planificación 
 Dirección de Comunicación Social 
 Dirección Administrativa Financiera 
 Dirección de Administración de Recursos Humanos 
 Dirección Regional Técnica Hidrometeorológica 
Estas son todas las direcciones que conforman el Instituto Nacional de Meteorología e 
Hidrología, INAMHI, cada de una de ellas tiene previstas sus atribuciones y responsabilidades 
así como también los productos que se derivan de las mismas, que luego y de ser necesario se 
las ampliará. 
Análisis comparativo de la Ley creación del INAMHI y el Estatuto 
Orgánico de Gestión por Procesos del INAMHI 
Para graficar el conflicto entre la ley de creación del Instituto Nacional de Meteorología 
e Hidrología, INAMHI y su normativa secundaria, es menester que se realice un análisis 
comparativo entre estas dos normas, las cuales contienen la organización estructural, así como 
las atribuciones y responsabilidades de cada una de las direcciones funcionales dentro del 
organismo analizado. Esto demostrará que no se respeta a la ley de creación que es norma 
superior al acuerdo ministerial y que este último violentando el ordenamiento jurídico nacional, 
crea nuevos puestos y atribuciones no previstos en la ley propia del INAMHI. 
Empezaremos el análisis comparativo por la dependencia más importante de este 
organismo que es el Directorio del Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología, INAMHI, 
puesto que según la Ley lo denomina Consejo Directivo y lo conforma con los siguientes 
miembros: 
 El Ministro de Recursos Naturales y Energéticos, o el Subsecretario de 
Recursos Naturales y Energéticos, quien lo presidirá. 
 El Director del Instituto Oceanográfico de la Armada, o su delegado 
permanente. 
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 El Director Ejecutivo del Instituto Nacional de Recursos Hidráulicos, o su 
delegado permanente. 
 El Director General de Aviación Civil, o su delegado permanente. 
 El Gerente del Instituto Ecuatoriano de Electrificación, o su delegado 
permanente. 
Sin embargo, la nueva denominación que se le da a esta dependencia es el Directorio y 
su nueva conformación es la siguiente:  
 El Secretario Nacional de Gestión de Riesgos o su delegado permanente; quien 
lo presidirá y contará con voto dirimente. 
 El Secretario Nacional del Agua o su delegado permanente. 
 El Ministro de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y Pesca o su delegado 
permanente.  
 El Ministro de Electricidad y Energía Renovable. 
 El Ministro del Ambiente o su delegado permanente. 
Es curioso que sin modificar o alterar la ley a este organismo le hayan cambiado sus 
autoridades, y que hoy en día sea el Secretario Nacional de Gestión de Riesgos quien lo presida 
y tenga el voto dirimente, ver Tabla No. 2. Es interesante también que el señor Presidente de la 
República, asigne competencias mediante un decreto a un organismo que no sea un Ministerio, 
puesto que le asigna las competencias del Consejo al nuevo Directorio, cuando según el artículo 
151 de nuestra Carta Magna, el Primer Mandatario solo puede asignar competencias a los 
ministros y no a otras autoridades; consecuentemente se estaría abrogando funciones no 
previstas para el ejercicio de sus funciones. Al tenor del artículo 8 numeral 1.1 literal b) del 
Estatuto Orgánico de Gestión por Procesos del Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología 
y en armonía con lo previsto en el Decreto 391 del año 2010, las atribuciones y 
responsabilidades del Directorio son las establecidas en el artículo 6 de la Ley de creación del 
Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología publicada en el Registro Oficial No. 839 del 25 
de mayo del año 1979. 
Lo analizado demuestra que existe un conflicto entre la ley y esta norma de jerarquía 
inferior, puesto que contraviene las disposiciones del cuerpo normativo que dio vida a este 
organismo. Como ejemplo tenemos que dentro de las atribuciones el Consejo debía nombrar al 
Director General -artículo 6, literal g) de la Ley del Instituto Nacional de Meteorología e 
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Hidrología-, sin embargo en la actualidad es el Secretario Nacional de Gestión de Riesgos el que 
designa al Director General según lo previsto en el artículo 2 inciso segundo del Decreto 391 del 
año 2010, además como se pudo observar en el estudio del Estatuto, dentro de los cargos 
directivos no existe un Director General sino un Director Ejecutivo, transgrediendo incluso lo 
determinado en el decreto antes mencionado, dejando de esta manera inaplicable tanto las 
disposiciones de la ley como del decreto. 
Y lo más incomprensible es que las atribuciones del Consejo Directivo tal como se 
establecen en la Ley de Creación de este organismo, no son aplicables al nuevo Directorio, por 
cuanto son aplicables a determinadas situaciones que no las encontraremos en la actualidad, 
veamos un ejemplo de estos, el literal a) del artículo 6 de la Ley, nos dispone que: “a) 
Recomendar al Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Recursos Naturales y Energéticos, la 
política general en el campo de la Meteorología e Hidrología, de conformidad con los planes de 
desarrollo del País.” y literal e): “e) Conocer y proponer las reformas de esta Ley y someterlas a 
consideración del Ministerio de Recursos Naturales y Energéticos, para el Trámite correspondiente.” 
(Lo resaltado me pertenece) (Ley del Instituto de Meteorología e Hidrología, INAMHI, 1979), es 
totalmente inaplicable, puesto que si bien se asigna las competencias no se modifica la ley y 
dicha Cartera de Estado, primero no existe y luego como no tiene relación alguna con esta no 
tendría por qué recomendar a través del Ministerio de Recursos Naturales y Energéticos, sino 
entiendo yo se lo haría mediante la Secretaría Nacional de Gestión de Riesgos, esto en el 
supuesto que se haya reemplazado específicamente a estos dos organismos, cuestión no prevista 
ni en la Ley, ni el Decreto y menos aún en el Estatuto. 
Dentro de las atribuciones para el Consejo Directivo encontramos el literal b) del 
artículo antedicho: “b) Aprobar y reformar el Reglamento Orgánico Funcional y demás reglamentos 
del Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología.”(Lo resaltado me pertenece) (Ley del Instituto de 
Meteorología e Hidrología, INAMHI, 1979), en la actualidad este instrumento normativo ya no se lo 
utiliza, muestra de esto es que no ha sido modificado desde el año 2004 y que se utiliza el 
Estatuto Orgánico de Gestión por Procesos del año 2011, por consiguiente es inaplicable todo 
en cuanto se refiere al Reglamento Orgánico Funcional que prevé normas para otra estructura 
organizacional reconocida por la ley; por otra parte solo sería aplicable a los demás reglamentos 
de esta entidad. 
El literal c) dispone: “Conocer y aprobar los planes de trabajo presentados por el Director 
General” (Ley del Instituto de Meteorología e Hidrología, INAMHI, 1979), que como consecuencia de 
un análisis previo se ha determinado que tal cargo en la actualidad no existe, entonces ¿cómo 
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puede conocer y aprobar planes presentados por una autoridad inexistente?, tanto la Ley como 
el Decreto reconocen un Director General no un Director Ejecutivo, por consiguiente esta 
atribución tampoco es aplicable al tenor de la normativa que rige a esta institución. 
No obstante lo determinado en el literal d) del artículo 6 es lo que en su totalidad sería 
aplicable: “d) Evaluar la ejecución de los programas y proyectos de la Institución;” (Ley del Instituto 
de Meteorología e Hidrología, INAMHI, 1979), es decir, el Directorio tendría la atribución de 
evaluar programas y proyectos, y las demás atribuciones no tendrían validez alguna al momento 
de aplicarlas, por cuanto la ley no ha sido modificada, y el Decreto 391 del año 2010 no prevé 
estos cambios acorde a esta nueva estructura organizacional, nos encontraríamos frente a un 
vacío legal. 
Estos son ejemplos en cuanto al conflicto entre la ley y la normativa secundaria que 
regula a esta institución y que de manera específica me he enfocado en el nuevo Directorio, sin 
embargo también tenemos que analizar de las otras autoridades como lo son el actual Director 
Ejecutivo, cargo que como lo hemos venido resaltando, no tiene un sustento legal de existencia 
puesto que el Decreto 391 del 2010 lo denomina Director General. Con este objeto revisábamos 
en líneas anteriores las nuevas atribuciones que tiene el Director Ejecutivo según el Estatuto, 
puesto que éste haría las veces de director General, de esta manera tenemos que esta 
dependencia es la encargada de ejecutar la política hidrometeorológica y de dirigir la gestión 
institucional del INAMHI, en otras palabras es el ejecutor de los lineamientos macros que 
devienen del gobierno y a su vez es la cabeza encargada de dirigir el quehacer diario de esta 
entidad. Sin embargo, también la ley le da atribuciones y deberes al Director General, tal como 
reza el artículo 8 de la Ley del Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología, INAMHI.  
Al tenor del Estatuto Orgánico de Gestión por Procesos del INAMHI del año 2011, 
podemos afirmar que asigna las funciones del Director General previstas en el artículo 8 de la 
ley, al nuevo Director Ejecutivo y se asignan otras que no estaban previstas en este cuerpo legal, 
de esta forma el Estatuto establece lo siguiente: 
“b. Atribuciones y responsabilidades.- A más de las establecidas en el Art. 
8 de la Ley del Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología, publicada en el 
Registro Oficial No. 839 de 25 de mayo de 1979; además de todas las competencias, 
atribuciones, funciones, representaciones y delegaciones que constan en las leyes, 
reglamentos y demás normas, son las siguientes:” (Estatuto Orgánico de Gestión 
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Organizacional por Procesos del Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología – 
INAMHI, 2011) 
La primera de estas es: “Presentar a conocimiento y resolución del Directorio, el programa 
anual de trabajo, determinando y fijando prioridades, de acuerdo con los intereses nacionales y de 
lineamientos previstos en los planes de gobierno.” (Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por 
Procesos del Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología – INAMHI, 2011), si ponemos en 
contraste lo establecido en el artículo 8 de la Ley, podemos darnos cuenta que se trata de una 
reforma más que de la asignación de una nueva atribución, es así que tenemos el literal d) del 
artículo 8: “d) Presentar a conocimiento y resolución del Consejo Directivo, el programa anual de 
trabajo, determinando y fijando prioridades, de acuerdo con los intereses nacionales y los lineamientos 
previstos en los planes del Gobierno.” (Ley del Instituto de Meteorología e Hidrología, INAMHI, 1979), 
¿Es posible que la autoridad del Instituto pueda abrogarse nuevas funciones? ¿Qué norma le da 
esta facultad?, como podemos ver es contrario a lo que dispone la ley, sin embargo la ley no es 
ni modificada o reformada, se mantienen las atribuciones previstas para el Director General; 
toda vez que la siguiente de estos deberes establecidos en el Estatuto para Director Ejecutivo es 
el: “Mantener informado al Directorio sobre el avance de los programas de trabajo, sugiriendo ajustes 
necesarios”(Lo resaltado me pertenece) (Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del 
Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología – INAMHI, 2011), y en la misma línea de reformas, 
se puede observar que la Ley, en su artículo 8 literal e) manifestaba algo similar: “e) Mantener 
informado al Consejo Directivo sobre el avance de los programas de trabajo, sugiriendo ajustes 
necesarios” (Lo resaltado me pertenece) (Ley del Instituto de Meteorología e Hidrología, INAMHI, 
1979), lo único que se cambia es el nombre de la nueva dependencia, de Consejo Directivo a 
Directorio, y se lo hace por medio de una resolución. 
La tercera de las atribuciones previstas en el Estatuto para el Director Ejecutivo es la de: 
“Proponer al Directorio los proyectos de reformas de la ley y sus reglamentos generales y especiales.” 
(Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del Instituto Nacional de Meteorología e 
Hidrología – INAMHI, 2011), que de igual manera la encontramos en el artículo 8 literal j) de la 
Ley: “Proponer al Consejo Directivo los proyectos de reformas de la Ley y sus Reglamentos generales y 
especiales”, y lo único que varía es, otra vez, la denominación del departamento asignado, 
demuestro una vez más solo se utiliza hábiles maniobras jurídicas para poder manejar estas 
instituciones acorde a la voluntad de los gobernantes. 
Más adelante en el Estatuto encontramos otras atribuciones no previstas en la ley, es 
decir, que estas son atribuciones auto asignadas mediante una resolución del y para el Director 
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Ejecutivo, así tenemos que este puede: “Representar permanentemente al Ecuador ante la 
Organización Metereológica Mundial (OMM) y otras instituciones internacionales.” (Estatuto Orgánico 
de Gestión Organizacional por Procesos del Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología – INAMHI, 
2011), cuando según el literal i) del artículo 8 de la Ley éste podía: “Mantener la adecuada 
coordinación con organismos nacionales e internacionales que tengan relación contrabajos 
meteorológicos e hidrológicos;” (Ley del Instituto de Meteorología e Hidrología, INAMHI, 1979) y a su 
vez el literal a le daba la representación legal, judicial y extrajudicial de esta entidad, como 
podemos ver hay transgresiones a elementales principios consagrados en nuestro Código 
Político, como lo son el Principio de Legalidad, Jerarquía Normativa, Seguridad Jurídica, entre 
otros, por cuanto no se cumple con lo que la ley asigna a cada servidor público, no se respeta las 
competencias de una entidad y de otra, se asignan nuevas atribuciones, y todo esto se lo hace 
mediante una resolución. 
Existen atribuciones que son contradictorias, pero según estas normas jurídicas son 
aplicables, por ejemplo: la quinta atribución prevista en el Estatuto para el Director Ejecutivo: 
“5. Promover la suscripción de convenios con organismos públicos y privados a nivel nacional e 
internacional.” (Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología – INAMHI, 2011), sin embargo el literal k) de la Ley que según el 
Estatuto es aplicable, nos dice que son atribuciones y deberes del Director General “k) Suscribir 
los convenios y contratos en atención de las leyes pertinentes;” (Ley del Instituto de Meteorología e 
Hidrología, INAMHI, 1979), de esta manera se podría decir que no solo los promueve sino que 
suscribe tanto convenios como contratos. 
La sexta de las atribuciones asignadas al nuevo Director Ejecutivo, es: “Asesorar a las 
máximas autoridades de Gobierno en temas del área de la hidrometereología cuando lo soliciten.”, no 
obstante en la ley se preveía una atribución similar para el Consejo Directivo, la cual era 
recomendar la política general en el campo de la Meteorología e Hidrología, sin embargo, como 
podemos ver estas atribuciones son nuevas y poca relación tiene con una u otra dependencia. 
Finalmente tenemos la séptima y octava atribuciones asignadas en el Estatuto a este 
nuevo Director Ejecutivo las cuales son: “…7. Cumplir y hacer cumplir las resoluciones del 
Directorio. 8. Ejercer las demás atribuciones y cumplir con los deberes que le corresponda, conforme a 
la ley y los reglamentos.”, que la única modificación que han sufrido es la de la denominación de 
la dependencia, por lo demás siguen siendo las mismas. 
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No puedo afirmar que las otras disposiciones previstas para el Director General en la ley 
se han desconocido, debido a que hábilmente se ha manipulado a las normas que regulan a esta 
institución; no obstante queda demostrado que existen un conflicto entre la ley y la normativa 
secundaria que rige a esta instituciones. 
En cuanto al Coordinador General Técnico nuevo cargo creado por el Director 
Ejecutivo, mediante resolución –artículo 8  numeral 2.1 Gestión General Técnica del  Estatuto 
Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del Instituto Nacional de Meteorología e 
Hidrología, INAMHI-, el cual reemplazaría al Director Técnico denominado por la Ley. 
Lo primero que debemos notar es que a este servidor público ya no se le asignan las 
competencias previstas en la ley como fue el caso de los anteriores, sino que se crean nuevas 
atribuciones para que pueda ejercer sus funciones, que no es otra cosa que lo que se hizo con el 
Director General, es decir se adaptó las disposiciones de la Ley para que pueda desarrollar su 
labor acorde con la nueva estructura institucional, así tenemos que: el Coordinador General 
Ténico es el llamado a “subrogar al Director Ejecutivo según lo establecido en la ley y 
reglamentos” (Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del Instituto Nacional 
de Meteorología e Hidrología – INAMHI, 2011), sin embargo, la Ley prevía lo mismo, tan solo 
varía de Director General a Director Ejecutivo, la pregunta es ¿porqué no se reformó la ley? Y si 
aún así ¿es aplicable la ley de creación? Como podemos ver la normativa secundaria si bien no 
reforma la ley, crea nuevas figuras que dejan inaplicable la ley. 
Entre otras de sus atribuciones, tenemos la de: “2. Dirigir, supervisar y evaluar los 
proyectos y programas de trabajo de los niveles operativos, e informar de ellos a la Dirección Nacional; 
sugiriendo las prioridades y ajustes necesarios”(Lo resaltado me pertenece) (Estatuto Orgánico de 
Gestión Organizacional por Procesos del Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología – INAMHI, 
2011), qué es lo que varía con respecto a lo determinado por la ley, pues se incrementa el que el 
Coordinador General Técnico sea quien evalúe los programas y proyectos de los niveles 
operativos y se cambia de Dirección General a Dirección Ejecutiva, por lo demás no tenemos 
ninguna variación; y, como se lo ha venido recalcando estas atribuciones son creadas mediante 
una resolución del principal del Instituto, para de esta manera modificar su estructura 
organizacional y funcional, tal como se lo puede determinar con lo establecido en el artículo 10 
de la Ley del INAMHI: “b) Dirigir y supervisar los proyectos y programas de trabajo de los niveles 
operativos, e informar de ellos a la Dirección General; sugiriendo las prioridades y ajustes 
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necesarios;”(Lo resaltado me pertenece) (Ley del Instituto de Meteorología e Hidrología, INAMHI, 
1979). 
Luego en el numeral 9 de las atribuciones del Coordinador General Técnico podemos 
encontrar algo similar, por un lado el texto del Estatuto dispone que éste deberá “Proponer 
políticas y estrategias de acción.” (Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del 
Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología – INAMHI, 2011), y por otro la ley en su artículo 10 
literal e) establece exactamente lo mismo, es decir que según la ley sería el Director Técnico 
quien debería ejercer esta atribución y según esta resolución debería ser este Coordinador, la 
discusión se torna en el momento que nos preguntamos ¿a qué régimen nos sometemos?, a la 
ley vigente o a la resolución que es un instrumento de jerarquía inferior y que también está 
vigente, con base al principio de jerarquía normativa es el primero el que prevalece sobre la 
resolución y no al revés. Además de esto es importante preguntarse ¿qué instrumento jurídico le 
permite crear nuevos puestos y asignar nuevas funciones a este o a otros servidores públicos?, 
ninguno de los instrumentos analizados en todo nuestro ordenamiento jurídico permite realizar 
este tipo de acciones, ni siquiera el decreto ejecutivo que reorganizó esta entidad, o la ley que 
determina que el Director General debe: “nombrar o remover al personal de acuerdo con la ley”, sin 
embargo es lo se vive día a día en este tipo de entidades, de esta forma queda demostrado una 
vez más que se actúa al margen de la ley, si bien es cierto debería existir este instrumento 
jurídico como es el Estatuto Orgánico de Gestión por Procesos, para viabilizar su 
funcionamiento, sin embargo éste no tendría que estar en contra de la ley de creación. 
En el numeral 10 de las atribuciones previstas en el Estatuto para el Coordinador 
General Técnico se manifiesta: “Proponer a la Dirección Ejecutiva los cambios y modificaciones 
necesarias para la buena marcha de los procesos agregadores de valor.”, en contraste con determinado 
por la Ley de creación del Instituto: “f) Sugerir a la Dirección General los cambios y modificaciones 
necesarias para la buena marcha de las unidades técnicas;”, podemos observar que se han hecho 
cambios mínimos, se modifica de “sugerir” a “proponer”, de “Dirección General” a “Dirección 
Ejecutiva”, y por último de las” unidades técnicas” a “procesos agregadores de valor”, no se 
hace más que adaptar a la nueva estructura orgánica funcional de esta entidad.  
En esta línea de reformas, porque no existe otra manera de llamarlas, tenemos la 
atribución número trece la cual nos dice, con respecto al Coordinador General Técnico: “Ejercer 
las demás atribuciones y responsabilidades asignadas por el Director Ejecutivo y cumplir con los 
deberes que le corresponda, conforme a la ley y los reglamentos.” (INAMHI, 2011), y que en contraste 
con lo dispuesto en el literal i) del artículo 10 de la ley: “Ejercer las demás atribuciones y cumplir con los 
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deberes que le corresponda, conforme a la Ley y los Reglamentos.”, se puede observar nuevamente 
que se asigna una nueva función que es la de ejercer las demás atribuciones y responsabilidades 
asignadas por el Director Ejecutivo, todo esto por medio de una resolución.  
Otras atribuciones que sufren cambios similares, al tenor del Estatuto: “7. Coordinar, 
supervisar y evaluar las labores técnicas de los procesos agregadores de valor; y de los procesos 
desconcentrados. 8. Coordinar con las direcciones técnicas la elaboración de los planes, programas y 
proyectos. …12. Coordinar la asistencia o asesoría técnica en el área de hidrometeorología.”, y en 
concordancia con lo determinado en la ley: “c) Coordinar y supervisar las labores técnicas de los 
niveles operativos; d) Asistir a la Dirección General en la elaboración de los planes, programas y 
proyectos de la Institución; h) Evaluar la asistencia o asesoría técnica que requiera o tenga el 
Instituto;”, como vemos en lo resaltado las modificaciones son mínimas, sin embargo son 
paralelas a las determinadas por la ley, en otras palabras que lo que se aplicará en el ámbito 
orgánico funcional es lo previsto en el Estatuto, por cuanto en la actualidad no existe la 
infraestructura como las áreas que regulaba la ley. 
Luego el Estatuto Orgánico por Procesos del INAMHI, establece nuevas atribuciones 
para el Coordinador General Técnico no previstas en ley de creación: “…3. Coordinar eficazmente 
las actividades relacionadas con la generación de actividades referente a la implementación de sistemas 
de alerta temprana hidrometeorológica. 4. Coordinar y participar en los planes y programas de 
meteorología e hidrología de la Organización Meteorológica Mundial, Programa Hidrológico 
Internacional y de otros organismos regionales y mundiales. 5. Dirigir la correcta transferencia de la 
innovación tecnológica y del conocimiento de las actividades de las áreas operativas. 6. Dirigir la 
implantación y desarrollo de nuevos sistemas de control y aseguramiento de la calidad en los procesos, 
productos y servicios hidrometeorológicos. …11. Disponer auditorías técnicas de los procesos 
desconcentrados.”, recordemos que todo servidor público está obligado a hacer o no hacer lo 
previsto en la ley, en base al principio de legalidad, y a ejercer las competencias asignadas 
según la Constitución y la Ley, según el Principio de seguridad Jurídica, no obstante podemos 
ver una vez más que se asignan funciones y competencias no previstas ni en la Constitución y la 
Ley. 
Finalmente en este análisis comparativo, podemos observar que una de las atribuciones 
previstas en la Ley de creación del INAMHI para el Director Técnico, es eliminada en el 
Estatuto Orgánico de Gestión por Procesos, esta es, según el artículo 10 literal e): “Propender a 
la capacitación y perfeccionamiento del personal técnico;”, es decir que, el Director Técnico o quien 
haga sus veces no podrá tender la capacitación y perfeccionamiento del personal técnico, a mi 
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concepto personal es una contradicción que tiene con la ley, tomando en cuenta que las demás 
atribuciones fueron modificadas conforme las disposiciones de la ley.  
Para tener una mejor comprensión de las nuevas atribuciones implementadas y de las 
adaptaciones de lo establecido en la ley al estatuto, he insertado una matriz comparativa de estos 
cuerpos normativos, prevista en el Tabla No 4.  
Conclusiones 
En cuanto al Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología, pudimos ver que en la 
actualidad no ha habido una pérdida de su autonomía ni la personalidad jurídica, puesto que el 
Decreto 391 del año 2010, reasigna competencias previstas para Secretario Nacional del Agua al 
nuevo Directorio, sin embargo no se podría afirmar que no ha habido en la historia institucional 
de esta entidad una pérdida de su autonomía, ya que, las competencias del entonces Consejo 
Directivo las asumió el Secretario Nacional del Agua, en otras palabras si hubo una intromisión 
de una cartera de Estado en una Entidad autónoma y que tiene personalidad jurídica y ley 
propia, también hay que añadir que la asignación de competencias, conforme los principios 
fundamentales de nuestra Norma Suprema, deben estar enmarcados en lo establecido en la 
Constitución y la Ley, y las creadas por el Consejo Nacional de Competencias, con excepción 
de lo previsto en el artículo 151 de nuestro Código Político, el cual faculta asignar competencias 
a los ministerios por medio de decretos, por consiguiente, al no ser esta entidad una Secretaría 
de Estado, no se le debió asignar competencias de ninguna clase, a no ser que se hubiera 
reformado su ley de Creación.   
El Estatuto Orgánico de Gestión por Procesos del Instituto Nacional de Meteorología e 
Hidrología plantea disposiciones alternativas o paralelas a la ley para no reformarla o modificar, 
es decir, que la ley por una cuestión orgánico funcional no es aplicable, en otras palabras esta 
institución no se puede regir por la ley porque ya no existen ni las dependencias y peor aún las 
autoridades que contemplaba este cuerpo normativo, por consiguiente si tenemos disposiciones 
específicas para un Consejo Directivo no podemos aplicarlas a un Directorio que ante la ley no 
existe. 
En esta línea de ideas el Estatuto crea nuevas atribuciones para las distintas autoridades 
según la nueva organización, cuestión que contradice los principios de legalidad, jerarquía 
normativa y de seguridad jurídica, por cuanto para la asignación de competencias no es facultad 
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de esta autoridad y menos aún que se dé mediante un instrumento como una resolución, solo la 
Constitución y la ley crean competencias de conformidad con lo establecido con el artículo 226 
de nuestra Norma Suprema. Y uno de los problemas que conlleva esta creación de nuevas 
atribuciones es la auto asignación de atribuciones, es decir que sin un precepto legal se abrogan 
atribuciones, pero como saber ¿cuál es el límite de las atribuciones que se auto asignan estas 
autoridades? ¿De dónde nace esta facultad?, lo que sabemos es que ninguno de los cuerpos 
normativos que rigen a esta entidad permite la auto asignación de atribuciones, que cabe 
recalcar deben estar prescritas en la Constitución o una ley, y no así en una resolución, 
recordemos que los servidores públicos están obligados, por un precepto constitucional, a 
ejercer solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la 
ley. 
Finalmente se concluye que existen inconsistencias entre la Ley del Instituto Nacional 
de Meteorología e Hidrología, el Decreto 391 del año 2010 que permitió su reorganización y el 
Estatuto Orgánico de Gestión por Procesos del INAMHI, sin tomar en cuenta el Reglamento 
Orgánico Funcional de esta entidad que es totalmente inaplicable, de esta manera origina un 
conflicto entre la ley de creación de las entidades fusionadas o reorganizadas y su normativa 
secundaria, puesto que las normas secundarias o de menor jerarquía crean un régimen paralelo 
al ya establecido por la ley propia de la institución, con el claro objeto de que no se evidencie 
una reforma formal en la ley de esta Institución hoy analizada. Para que exista una reforma a la 
ley, necesariamente se debería cumplir con lo establecido en la Constitución y sería la función 
legislativa la llamada a realizarla y no así el Ejecutivo como hasta el día de hoy lo ha venido 
haciendo. 
Como se lo dejó sentado, es necesario una reorganización de todo el aparato estatal, en 
especial cuando hablamos del Ejecutivo, pero esta no es la manera, ya que se transgrede lo 
establecido en nuestro ordenamiento jurídico nacional; debemos tomar en cuenta que con la 
nueva Carta Magna del 2008, se establecieron nuevos principios y un nuevo inicio en la 
legislación ecuatoriana, con el objeto de prevenir este tipo de acciones. Nos encontramos con un 
claro ejemplo de un conflicto entre la ley y las normas de menor jerarquía, una institución que 
tiene personalidad jurídica y autonomía reconocida por su ley de creación, pero que a pesar de 




En un análisis previo pudimos observar el conflicto entre la Ley del Instituto Nacional 
de Meteorología e Hidrología y su normativa secundaria, el cual nos dio un preámbulo para la 
siguiente entidad a ser analizada, puesto que, la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica, 
presenta un cuadro mucho más alarmante, en la que se evidencia un irrespeto total a su ley de 
creación, tanto en el Decreto que permitió su fusión como en Estatuto Orgánico de Gestión por 
Procesos, que son las tres normas que regulan el funcionamiento orgánico de esta entidad. 
Actualmente la Comisión Ecuatoriana de Energía Nuclear no existe como tal, sino que 
es una dependencia del Ministerio de Electricidad y Energía Renovable, y ahora es conocida 
como la Subsecretaría de Control y Aplicaciones Nucleares, SCAN, cuya nueva misión es: 
“Proponer, promover y coordinar la implementación de políticas, estrategias, proyectos, programas y 
acciones tendientes a desarrollar y controlar el uso pacífico y eficiente de la energía atómica en todas las 
regiones del país, así como desarrollar, coordinar, difundir, apoyar y gestionar la cooperación técnica y 
la aplicación de las técnicas nucleares y conexas.”, (Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por 
Procesos, del Ministerio de Electricidad y Energía Renovable, 2011). 
En esta parte del Estudio enfocaremos nuestro análisis en las tres normas que rigen a la 
Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica, es decir: la Ley de la Comisión de Energía Atómica, 
el Decreto de Fusión de la Comisión al Ministerio de Electricidad y Energía Renovable y por 
último el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos, del Ministerio de 
Electricidad y Energía Renovable, que contiene la estructura orgánica funcional, de esta 
dependencia. 
Decreto de Fusión de la CEEA al MEER 
La Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica fue fusionada al Ministerio de 
Electricidad y Energía Renovable, a través del Decreto 978, publicado en el Registro Oficial 
No. 311 del 8 de abril del año 2008; instrumento que consta de 9 artículos, los cuales permiten o 
viabilizan la fusión de estas dos entidades; el primero de estos textualmente nos dice que: “Art. 
1.- Fusionar la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica -CEEA-, al Ministerio de Electricidad y 
Energía Renovable, como una unidad dependiente de ese Ministerio.”(Lo resaltado me pertenece) 
(Decreto de Fusión de Comisión de Energía Atómica al Ministerio de Electricidad, 2008), es decir que, 
a partir de la emisión del decreto, la Comisión pasó a ser una dependencia más del Ministerio de 
Electricidad y Energía Renovable, consecuentemente tenemos como resultado que la institución 
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fusionada pierde su personalidad jurídica y su autonomía técnico - administrativa, operativa y 
financiera, depende completamente de esta Cartera de Estado; la pregunta es ¿qué sucede con su 
ley de Creación? ¿Es aplicable?, dado que no ha sido derogada, reformada y todavía sigue en 
vigencia debería aplicársela. Fundados en el Principio de Jerarquía Normativa, previsto en el 
artículo 425 de nuestra Norma Suprema, un decreto no debería estar sobre una ley, puesto que si 
bien nuestro ordenamiento jurídico nacional, al momento de fusionar estos dos organismos, 
permitía al Presidente de la República emitir las normas necesarias para regular la integración, 
organización y procedimientos de la Función Ejecutiva, no le facultaba cambiar su estructura, y 
menos aun cuando nuestro Código Político protegía la autonomía de las instituciones creadas 
por ley, es así que rezaba el artículo 119 de la Constitución de 1998 lo siguiente: “… Aquellas 
instituciones que la Constitución y la ley determinen, gozarán de autonomía para su organización y 
funcionamiento.”(Lo resaltado me pertenece). 
Más adelante en su artículo 2, se dispone que el Ministerio de Electricidad y Energía 
Renovable sea el ente rector del sector de la energía atómica, para lo cual ejercerá las 
atribuciones sobre esta materia, previstas en la Ley de la Comisión Ecuatoriana de Energía 
Atómica, en otras palabras, la emisión de política pública sobre este campo que estaba a cargo 
del Presidente de la República, según el artículo 1 de la Ley de creación de la Comisión, pasa al 
Ministro de Electricidad y Energía Renovable. Nuestra Carta Magna de 1998, en su artículo 
176, facultaba al Primer Mandatario determinar, además de otras, las competencias para la 
cartera ministerial a su cargo, sin embargo esto altera el orden jerárquico de la normativa legal 
Ecuatoriana, porque mediante un decreto, sin reformar o modificar la ley, se crea una vez más 
un régimen de regulación paralelo destinado a esta institución, dejando inaplicable la ley propia 
de este organismo. 
De la misma manera en los artículos 3 y 7 del Decreto de fusión prevé que las 
competencias, atribuciones, funciones, representaciones y delegaciones que ejercía la Comisión 
Ecuatoriana de Energía Atómica sean ahora ejercidas por el Ministerio de Electricidad y 
Energía Renovable, corroborándose una vez más la pérdida de la autonomía y la personalidad 
jurídica de la Comisión, recordemos que la autonomía administrativa consiste en el pleno 
ejercicio de la facultad de organización y de gestión tanto de sus recursos humanos como 
materiales, es decir, que es libre, con los límites que le impone la ley, para ordenar la forma que 
ejercerá su trabajo. 
 Respecto de la situación laboral a la que se sujetaban en esta transición los servidores 
públicos de la Comisión, el artículo 4 de este Decreto, facultó al Ministro, la evaluación y 
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selección de los que pasarían en ese momento a formar parte de la Cartera de Estado que los 
acogería, toda vez, que también le permitía aplicar un proceso de supresión de puestos cuando 
existiesen cargos innecesarios de conformidad con lo establecido, para ese entonces en la Ley 
Orgánica de Servicio Civil y Carrera Administrativa y de Unificación y Homologación de las 
Remuneraciones del Sector Público e instrumentos legales afines, en otras palabras, le daba la 
potestad de elegir quien se quedaba o quien se iba de la institución, cabe recalcar con los límites 
impuestos por la ley; además que en el mismo decreto, esto es en el artículo 8, se faculta la 
asignación de recursos para cubrir eventuales indemnizaciones que pudiera ocasionar la 
supresión de puestos. 
En cuanto a su presupuesto el artículo 5 establece que: “los bienes muebles e inmuebles, 
equipamiento, mobiliario, y demás activos de propiedad de la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica 
-CEEA- pasan a formar parte del patrimonio institucional del Ministerio de Electricidad y Energía 
Renovable” (Decreto de Fusión de Comisión de Energía Atómica al Ministerio de Electricidad, 2008), es 
decir que la autonomía financiera que preveía la Ley de creación se elimina por un decreto 
ejecutivo, otra vez contraviniendo el principio de Jerarquía Normativa, el de Legalidad y de 
Seguridad Jurídica, primero porque un decreto no puede estar sobre la ley, segundo porque los 
servidores públicos solo pueden ejercer las competencias determinadas en la Norma Suprema o 
la Ley, según lo establecido en el artículo 226 de nuestro Código Político, y de acuerdo con el 
artículo 82 del mismo cuerpo normativo, la Seguridad Jurídica se fundamenta en el respeto a la 
Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas claras, públicas y, lo más importante 
que atañe a este tipo de problemas, que estas sean aplicadas por las autoridades competentes. 
Para finalizar el artículo 9 del Decreto de fusión, prevé de manera específica y clara: 
“Art. 9.- En todas las normas jurídicas de igual o menor jerarquía del presente decreto, en la que se 
haga referencia a la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica, póngase: "Ministerio de Electricidad y 
Energía Renovable.” (Decreto de Fusión de Comisión de Energía Atómica al Ministerio de Electricidad, 
2008), es decir que basados en lo establecido en el principio de jerarquía normativa, las normas 
jurídicas afectadas serían: “los decretos y reglamentos; las ordenanzas; los acuerdos y las 
resoluciones; y los demás actos y decisiones de los poderes públicos” (Art. 425 CRE, 2008), y dado la 
fecha de emisión del Decreto, y la aplicabilidad de la Constitución de 1998, debieron ser: 
“decretos, estatutos, ordenanzas, reglamentos, resoluciones y otros actos de los poderes públicos” (Art. 
272, CRE, 1998), por consiguiente la Ley de la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica, por 
ninguna circunstancia debió o debe verse afectada, es decir no sufre cambio alguno. 
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Ley de la CEEA 
La ley de la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica, fue emitida a través del Decreto 
Supremo 3306 y publicada en el Registro Oficial No. 798 del 23 de marzo del año 1979, en 
general establece: la creación de esta entidad, su estructura, competencias, funciones y 
atribuciones, entre otros parámetros que rigen la vida institucional de este Organismo. 
Antes de entrar al estudio de los aspectos más relevantes de este cuerpo normativo, es 
menester traer a colación la visión sobre el tratamiento que se le ha dado a la misma, es decir, 
que este instrumento legal ha sido y es una ley, y así lo demuestra su reforma de 1992, cuando 
se expide la Ley reformatoria a la Ley de la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica, 
publicada en el Registro Oficial No. 984 del 22 de Julio de 1992, cuyo órgano de expedición fue 
el Congreso Nacional de ese momento, en otras palabras para modificar esta ley se necesitó de 
una reforma. 
Dentro de los aspectos generales dispuestos en esta ley, podemos encontrar que la 
determinación de la política en el tema de energía atómica recaía según, el artículo 1 de esta ley, 
sobre el Presidente de la República, no así su ejecución que estaba prevista para la Comisión 
Ecuatoriana de Energía Atómica, que incluso era la encargada de aplicar tratados y convenios 
internacionales de Energía Atómica suscritos por el Ecuador. Una atribución muy importante 
que tenía esta Comisión era el Control de la “actividad y tecnología relacionada con minerales 
radioactivos, el uso de radioisótopos y maquinas generadoras de radiaciones ionizantes, y en general 
con la seguridad nuclear y radiológica, en todos sus aspectos”, tal como lo establece el artículo 5 de 
la Ley de la Comisión, es decir que era la encargada de asegurarse que las actividades y 
tecnología relacionadas con esta materia cumplan con todos los requerimientos de seguridad 
para poder operar dentro de nuestro país, sin embargo como veremos más adelante, no se la está 
ejerciendo. 
Con respecto a los parámetros específicos y los cuales son el asunto medular de este 
trabajo investigativo, empezaremos por sus características más esenciales, como lo es la 
personalidad jurídica de esta entidad, sus funciones y su organización. 
El artículo 9 de la Ley de la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica, se establece 
que: “La Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica es una persona jurídica de derecho público, 
adscrita a la Presidencia de la República, goza de autonomía técnico - administrativa, operativa y 
financiera y tiene su domicilio y sede en la capital de la República.”, (Lo resaltado me pertenece) (Ley 
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de la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica, 1979), es decir que hasta el 2008 tenía personalidad 
jurídica y gozaba de autonomía, pero como ya se lo revisó en líneas anteriores, a raíz de la 
emisión del Decreto Ejecutivo 978 de abril del 2008, pasó a ser una dependencia de esta Cartera 
de Estado, consecuentemente todo su actuar depende del Ministerio.  
En cuanto a su estructura orgánica, la cual ya no existe, según la ley se organizaba de la 
siguiente manera: 
 El Directorio; 
 La Presidencia; y, 
 La Dirección Ejecutiva. 
Además que para el cumplimiento de sus funciones la ley le facultaba el tener las 
dependencias técnicas, administrativas y de asesoramiento que fuesen necesarias. 
En cuanto al Directorio estaba conformado por 10 miembros de distintas carteras de 
Estado:  
 El Presidente de la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica, que lo presidirá; 
 Un delegado del Ministro de Relaciones Exteriores; 
 Un delegado del Ministro de Defensa Nacional; 
 Un delegado del Ministro de Energía y Minas; 
 Un delegado del Ministro de Agricultura y Ganadería; 
 Un delegado del Ministro de Educación Pública y Cultura; 
 Un delegado del Ministro de Salud Pública; 
 Un delegado del Ministro de Industrias, Comercio e Integración; 
 Un delegado del Presidente del Consejo Nacional de Desarrollo (CONADE) 
 Un delegado del Ministro de Finanzas y Crédito Público. 
De esta manera se estructuraba, según la ley, el entonces Directorio de la Comisión 
Ecuatoriana de Energía Atómica, que pese a tener un instrumento jurídico de esta naturaleza y 
jerarquía ha desaparecido, y todas las atribuciones que específicamente ejercía el Directorio 
quedan inaplicables, por cuanto son para una dependencia específica, que se eliminó mediante 
un decreto, y que luego se estructuraría de diferente manera según el Estatuto y que es como 
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funciona actualmente, como lo podemos observar en el Anexo No 7., donde se encuentra el 
organigrama del Ministerio de Electricidad y Energía Renovable. 
Luego en el artículo 15 de la Ley de constitución de la Comisión Ecuatoriana de 
Energía Atómica, tenemos al titular de la Presidencia de este organismo y sus atribuciones, 
quien ejercía esta dignidad era el Secretario General del Consejo de Seguridad Nacional o un 
Oficial General de las Fuerzas Armadas en servicio activo o pasivo cuyo nombramiento era 
dado por el Presidente de la República a pedido del Ministerio de Defensa Nacional, y sus 
atribuciones eran las siguientes: 
“a). Cumplir y hacer cumplir la presente Ley y sus Reglamentos; b). 
Someter a la aprobación del Ministerio de Finanzas y Crédito Público el 
presupuesto de la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica; c). Regular la 
realización de eventos científicos que sobre energía atómica se llevaren a cabo en el 
país; d). Designar representantes o delegados a reuniones nacionales o 
internacionales a las que la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica sea 
invitada; e). Aprobar previa consulta que deberán formular las entidades 
interesadas, la designación de sus representantes o delegados a reuniones 
nacionales e internacionales en materia de energía atómica.” (Ley de la Comisión 
Ecuatoriana de Energía Atómica, 1979) 
 Sin embargo en la actualidad, por su especificidad no pueden ser aplicadas, en otras 
palabras, no hay un Presidente de la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica que las pueda 
ejercer, ya que según la estructura orgánica del nuevo organismo no prevé ni siquiera una figura 
parecida a esta. 
 El artículo 16 de la Ley de la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica se prevé las 
disposiciones para la Dirección Ejecutiva de este organismo, y para ser el Director Ejecutivo se 
debía cumplir con los requisitos de: ser “ecuatoriano por nacimiento, con título universitario o 
politécnico y experiencia comprobada de 5 años, por lo menos, en actividades relacionadas con energía 
atómica…”, para el ejercicio de este cargo directivo se determinaron las siguientes atribuciones:  
“a). Ejercer la representación legal y administrativa de la Comisión; b). 
Nombrar y remover de acuerdo con la Ley y el reglamento correspondiente a los 
funcionarios y empleados de la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica, con la 
aprobación del Presidente de la Entidad; c). Cumplir y hacer cumplir las 
disposiciones emanadas del Directorio y de la Presidencia de la Comisión 
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Ecuatoriana de Energía Atómica; d). Elaborar el plan anual de trabajo para 
someterlo a consideración del Presidente para su aprobación del Directorio; e). 
Elaborar el proyecto de presupuesto anual de la Comisión Ecuatoriana de Energía 
Atómica y ponerlo a consideración del directorio; f). Celebrar los contratos de 
acuerdo con la Ley; y, g). Elaborar los reglamentos necesarios para la aplicación 
de esta Ley; h). Imponer las sanciones que se establecen en el Reglamento de 
Seguridad Radiológica.” (Ley de la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica, 
1979) 
Estas atribuciones establecidas por la ley de creación de la Comisión, una vez quedan 
inaplicables, veamos algunos ejemplos: ejercer la representación legal y administrativa de la 
Comisión, al fusionarse sin haber respetado la jerarquía normativa, y al pasar a ser una 
dependencia del Ministerio, el representante legal de esta Cartera de Estado, valga la 
redundancia, es el Ministro y no el Subsecretario de esta área, entendamos que estas al 
fusionarse estas dos entidades se convirtieron en una sola y lo mismo ocurrió con las demás 
atribuciones previstas para esta autoridad, son inaplicables por su especificidad en la norma de 
creación. 
Lo cierto es que la ley establece una cosa y se hace otra, a esto y antes de pasar al 
estudio de la siguiente norma, quiero resaltar que un ejemplo de respeto a este cuerpo normativo 
lo encontramos en el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Comisión 
Ecuatoriana de Energía Atómica del 2006, publicado en el Registro Oficial No. 350 del 6 de 
Septiembre del 2006, ya que estaba completamente alineado a la ley, tanto así que nunca 
cambió su estructura base según el artículo 6 de este instrumento legal “Estructura 
organizacional.- La estructura organizacional de la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica es la 
siguiente: ESTRUCTURA BASICA ALINEADA A LA MISION: La Comisión Ecuatoriana de Energía 
Atómica, para el cumplimiento de su misión y responsabilidades, está integrada por los siguientes 
procesos: 1. PROCESOS GOBERNANTES: - Directorio – Presidencia - Dirección Ejecutiva”, y cada 
una de sus atribuciones eran las ya determinadas en la ley, evitando así un conflicto entre la ley 
y su normativa secundaria, en el ANEXO No. 8, se encuentra el organigrama de la Comisión 
Ecuatoriana de Energía Atómica del 2006. 
En conclusión la Ley de la Comisión Ecuatoriana, si bien sirve como fuente de 
competencia no sirve como base estructural o funcional de este organismo, además que la 
mayoría de disposiciones al ser específicas no pueden ser aplicadas por la inexistencia de los 
cargos que se presentan en la actualidad, cargos que tenían su fundamento legal en el cuerpo 
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normativo de creación de la Comisión. Lo cierto es que hubo un irrespeto a lo determinado en 
este instrumento legal al momento de fusionar este organismo al Ministerio de Electricidad.  
Con la pérdida de la personalidad jurídica también se perdió la autonomía de la que 
gozaba esta entidad, por consiguiente todo lo que se hace se lo realiza por medio del Ministerio 
como una dependencia más de esta Cartera de Estado. 
Estatuto Organizacional por Procesos del Ministerio de Electricidad y 
Energía Renovable 
El Estatuto Organizacional por Procesos del Ministerio de Electricidad y Energía 
Renovable, fija un nuevo régimen orgánico funcional para la ex Comisión Ecuatoriana de 
Energía Atómica, con la particularidad de que lo adhiere a su estructura organizacional como 
una dependencia más de esta Cartera de Estado; este instrumento legal se dio por medio del 
Acuerdo Ministerial 171, publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 146 del 13 de mayo 
del año 2011. El estatuto nos permitirá ver cuál es la estructura y el funcionamiento actual de 
esta entidad como dependencia de esta Secretaría de Estado. 
En primer lugar debemos tener presente es que ya no se trata de un ente autónomo sino 
de un órgano subordinado de un Ministerio, en otras palabras es una unidad de trabajo más, es 
por esto que por acuerdo ministerial de Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica pasó a 
denominarse Subsecretaría de Control y Aplicaciones Nucleares, SCAN, con esta aclaración 
podemos adentrarnos en el estudio de este cuerpo normativo. 
Según el Estatuto, la Subsecretaría de Control y Aplicaciones Nucleares es parte del 
Viceministerio de Energía y sería la encargada de: “1. Gestionar el desarrollo de políticas 
sectoriales en el ámbito de la energía atómica y controlar su uso en forma pacífica. 2. Gestionar el uso 
de aplicaciones nucleares y la cooperación técnica.”, tendría además a cargo nada más dos 
direcciones, por un lado la Dirección de Licenciamiento y Protección Radiológica y por otro la 
Dirección de Aplicaciones Nucleares, en la primera de estas, dejando de lado las unidades 
desconcentradas previstas para Quito, Guayaquil y Cuenca, en otras palabras no se los refleja 
dentro de esta estructura organizacional a estos tres órganos desconcentrados, que como 
podemos ver en el documento adjunto en el Anexo No. 9, siguen funcionando. 
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Tabla No. 3 
 Viceministerio  
Subsecretaría de Control y Aplicaciones Nucleares 
Dirección de Licenciamiento y Protección 
Radiológica 
Dirección de Aplicaciones Nucleares 
Zonal 1 Quito 
Zonal 2 Guayaquil 
Zonal 3 Cuenca 
 
Elaborado por: Darío Cueva 
Fuente: Organigrama Posicional 2012 del Ministerio de Electricidad y Energía Renovable. 
Podemos afirmar que en cuanto a lo estructural, se crea un nuevo sistema 
organizacional, para esta dependencia, por ende para poder ejercer funciones se debe crear 
nuevas atribuciones, es así que tanto para la subsecretaría como para estas dos direcciones, 
mediante el Acuerdo Ministerial 171 ya antes mencionado, se establecieron otras funciones no 
previstas en la Ley de creación de la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica, pero ¿es 
competente un ministro para asignar nuevas atribuciones no previstas en una Ley?, pues solo el 
Presidente de la República está facultado, según el artículo 151 del Código Político Ecuatoriano, 
para asignar competencias mediante decretos y no así un Ministro mediante acuerdos 
ministeriales, toda vez, que los funcionarios las ejercerán siempre que estén previstas en la 
Constitución o la ley, de conformidad con el artículo 226 en armonía con el 82 de nuestra 
Norma Suprema. 
Análisis comparativo de la Ley y el Estatuto Organizacional por Procesos 
del MEER 
El análisis comparativo nos permitirá apreciar el conflicto entre la ley y la normativa 
secundaria de la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica que fue fusionada al Ministerio de 
Electricidad y Energía Renovable, puesto que estos cuerpos normativos regulan tanto el 
funcionamiento como su organización, son una fuente fiable para saber cómo funcionaba y 
como funciona en la actualidad esta dependencia. 
El primer cambio notable que podemos encontrar es en lo relacionado a la estructura 
organizacional, por cuanto ya no es un organismo autónomo, en ninguno de sus cuatro sentidos, 
esto es en lo técnico, administrativo, operativo o financiero, depende enteramente del 
Ministerio. 
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Antes, esto es cuando se regía en su totalidad por la ley, la Comisión se estructuraba, 
además de sus unidades técnicas y de asesoramiento, con tres órganos principales: el Directorio, 
la Presidencia y la Dirección Ejecutiva, en cambio hoy en día es una subsecretaría formada por 
dos direcciones: la Dirección de Licenciamiento y Protección Radiológica y por la Dirección de 
Aplicaciones Nucleares y Cooperación Técnica, es por este motivo que la ley queda inaplicable, 
puesto que la norma de creación de esta institución, establecía disposiciones específicas para 
estas tres dependencias, a razón de esto se crea un nuevo régimen paralelo a la Ley de la 
Comisión, con el objeto de que pueda operar con la reciente estructura prevista en el Estatuto, 
en otras palabras no hay dependencias a las que se pueda aplicar la Ley, y las que existen 
aplican el Estatuto. 
En cuanto a las funciones previstas para la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica, 
empezaremos su análisis comparativo con las determinadas en el artículo 10 de la ley de 
creación de esta entidad, de esta manera tenemos en el literal a): “Asesorar al Gobierno Nacional 
en todo lo relacionado con el uso pacífico de la energía atómica;”, por el contrario, en el artículo 22 
del Estatuto, se dispone que el Ministerio sea el órgano que formule la política nacional del 
sector de la energía atómica, así como que proponga al Presidente de la República las políticas 
en esta materia y dirija los procesos de aplicación de la misma, toda vez, que por el mismo 
acuerdo ministerial le permite a la Subsecretaría de Control y Aplicaciones Nucleares, participar 
en la generación de políticas, planes, programas, proyectos, lineamientos y directrices 
institucionales y sectoriales en el ámbito de la energía atómica. 
Más adelante, en el literal b) del artículo 10 de ley de creación se disponía que la 
Comisión sea el ejecutor de “la política, los planes y programas para la investigación científica, de 
desarrollo, utilización pacífica y el control de la energía atómica en todos sus aspectos”, es decir, que 
la Comisión era la encargada de dar cumplimiento y concretar  estos parámetros, por otro lado 
en la actualidad, según el Estatuto, esta función se transformó en: “e) Dirigir y coordinar la 
ejecución de los planes, programas, proyectos y estrategias para el desarrollo y difusión de la energía 
atómica y la aplicación de técnicas nucleares, su uso eficiente y pacífico; así como realizar la evaluación 
y mejora continua.”, es decir que la ejecución sigue a cargo de esta entidad, aun en la condición 
de dependencia, sin embargo se deja a un lado la investigación científica en esta materia, tal 
como se preveía en la ley de creación. 
El literal c) de la Ley de constitución de este organismo concretamente disponía que la 
Comisión tenía que: “Colaborar, en los aspectos relacionados con la utilización pacífica de la energía 
atómica, con los establecimientos de educación e investigación científica y tecnológica, así como con las 
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entidades que hacen uso de dicha energía en diversos campos, propiciando la investigación, enseñanza y 
difusión de los conocimientos sobre la energía atómica; y por el contrario en el Estatuto esta 
atribución fue eliminada, es decir, que la colaboración con entidades de educación e 
investigación científica y tecnología en esta materia no existiría dentro de este nuevo régimen 
paralelo a la ley, recordemos que estas modificaciones, no son el producto de una reforma, sino 
que de un nuevo orden normativo que rige a esta dependencia hoy llamada Subsecretaría de 
Control y Aplicaciones Nucleares, la misma cuya creación deviene de una ley, la Ley de la 
Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica. Es totalmente entendible, que haya sido eliminada 
esta atribución puesto que para ejercer la investigación se prevé a los institutos, de conformidad 
con el literal f) del artículo 10-1 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función 
Ejecutiva, ERJAFE. 
En cuanto al asesoramiento de “organismos del sector público y privado en el uso pacífico de 
la energía atómica, prevención de sus riesgos, contaminación e higiene ambiental; y vigilar para que, 
durante el desarrollo de sus actividades, cumplan con las disposiciones legales y reglamentarias 
pertinentes;”, previsto en la ley de la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica, es otra de las 
atribuciones que ya no figuraría dentro de este nuevo régimen paralelo, recordemos que esta 
atribución de prevención de riesgos, correspondería a la actual Secretaría de Gestión de Riesgos, 
es por esto que sería insuficiente esta norma al momento de aplicarla, de conformidad con lo 
establecido con la Ley de Seguridad Pública y del Estado, de igual manera, lo relacionado con la 
contaminación e higiene ambiental, corresponde a su materia esto es a la legislación ambiental 
en general. 
En cuanto a la cooperación técnica, previstos en los literales e) y f) de la ley: “e). 
Participar en las labores de coordinación y promoción de la cooperación técnica, nacional e 
internacional, para la ejecución de planes y programas en los que tenga interés el país, relativos a la 
utilización pacífica de la energía atómica y de los materiales fértiles, fisionables y radioactivos. f). 
Participar en las labores de coordinación, control y evaluación de los programas de cooperación técnica 
y científica internacionales, en los campos de la energía atómica que se desarrollen en el país, y en los 
cuales la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica no intervenga como entidad ejecutora;”,  el 
Estatuto plantea dentro de su literal h) del artículo innumerado SECRETARÍA DE CONTROL 
Y APLICACIONES NUCLEARES, “h) Gestionar y coordinar la cooperación nacional e 
internacional orientada hacia proyectos que se relacionen con las actividades de la Subsecretaría de 
Control y Aplicaciones Nucleares.”,  en otras palabras, dentro del Estatuto, se mantiene la 
cooperación técnica, y así lo ha establecido al momento de crear la Dirección de Aplicaciones 
Nucleares y Cooperación Técnica. 
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Luego la atribución de reglamentar lo relacionado con la seguridad nuclear y protección 
radiológica, prevista en el literal g) de la ley, como tal ya no es atribución de la ex Comisión, 
ahora Subsecretaría de Control y Aplicaciones Nucleares, sino que al convertirse en una 
dependencia, esta facultad se convierte en la de proponer herramientas jurídicas o regulatorias 
que promuevan la protección y seguridad radiológica, hay que hacer énfasis, en que la ley 
faculta a esta entidad crear cuerpos normativos regulatorios concernientes a este campo, no 
obstante como se puede observar el Estatuto limita esta disposición a la sola propuesta de estos 
instrumentos legales, en otras palabras, la Subsecretaría no puede emitir reglamentos sino solo 
proponerlos, contraviniendo lo establecido en su Ley de creación. Una vez más se puede 
comprobar la existencia del conflicto entre la Ley propia de la Institución con la normativa 
secundaria emanada desde el Despacho Ministerial. 
En el literal h) de la Ley, encontramos la siguiente atribución: “Imponer las sanciones que 
se establezcan en el Reglamento de Seguridad Radiológica”, basados en el principio de reserva de 
ley, sería inaplicable por mandato constitucional, puesto que nuestra Norma Suprema, prevé en 
su artículo 132, entre otros, que la tipificación de infracciones y el establecimiento de sanciones, 
deben estar previstos en una ley, en conclusión no se puede sancionar por medio de lo previsto 
en un reglamento. En cuanto al Estatuto, esta atribución también desaparece, cuestión lógica ya 
que debería crearse un régimen sancionador dentro de la misma ley de creación u otra que haga 
sus veces.  
Otras atribuciones que la ley establecía y que se quedaron al margen de este Estatuto 
fueron: i). Asesorar a los tribunales de justicia en materia de riego y daños nucleares; j). Intervenir en 
la prestación de servicios y producción de bienes para la aplicación de técnicas nucleares, por si o en 
combinación con instituciones públicas o privadas; k). Participar como accionista de conformidad con la 
Ley y acuerdos conjuntos, en empresas o unidades productivas convenientes para el país y cuyo objeto 
sea la producción o generación de bienes y servicios útiles en el desarrollo de la energía nuclear con 
fines pacíficos;”, estas son disposiciones que no ameritan un análisis exhaustivo, puesto que per 
se no son compatibles con el actual ordenamiento jurídico nacional. 
Ahora bien la última de las atribuciones que vamos a analizar es la prevista en el literal 
l) de la Ley de la Comisión en la misma que se faculta a este organismo a otorgar las licencias 
referidas en la presente Ley y el Reglamento de Seguridad Radiológica, sin embargo en la 
actualidad se prevé dentro de la normativa orgánico funcional de la ex Comisión, ahora 
Subsecretaría de Control y Aplicaciones Nucleares, que a través de la Dirección de 
Licenciamiento y Protección Radiológica, solo dirija la elaboración de proyectos de permisos, 
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licencias y autorizaciones para lo relacionado con: el funcionamiento de establecimientos 
públicos y privados que usen equipos radiológicos o afines; el manejo de fuentes de radicación; 
para oficiales de seguridad radiológica; y, la importación, exportación y movilización de 
equipos y fuentes radioactivas. Un ejemplo práctico lo podemos encontrar en el Anexo No. 10 
de este trabajo. 
Por otro lado tenemos las nuevas atribuciones creadas mediante este acuerdo 
ministerial, y que carecerían de un sustento jurídico para su existencia, es decir, que el ministro 
no puede crear nuevas funciones para los servidores públicos que no estén previstas en la 
Constitución y en la Ley, que como ya lo habíamos analizado esta facultad solo le compete al 
Primer Mandatario y a través de decreto ejecutivo, conforme lo establece el artículo 151 del 
Código Político Ecuatoriano, no obstante a esta aclaración, tenemos la siguientes atribuciones 
creadas solo en el Estatuto y no previstas en Ley para la Subsecretaría de Control y 
Aplicaciones Nucleares establecidas:   
“Dirigir y presentar el Plan Operativo Anual de la Subsecretaría acorde a 
los objetivos institucionales y sectoriales, dentro de sus competencias para su 
aprobación. Dirigir y presentar el Plan Anual de Contrataciones y de Inversiones 
de la Subsecretaría, acorde a sus competencias. Reportar en forma periódica al 
Viceministro de Energía, los avances alcanzados en torno a los planes, programas, 
proyectos y estrategias. Coordinar y supervisar las acciones de las unidades a su 
cargo. Solicitar la contratación de bienes o servicios requeridos en la gestión del 
ámbito de su competencia. 
En esta misma línea no varían de forma alguna las potestades de esta dependencia, es 
decir, son disposiciones que subordinan el actuar de la ex – Comisión Ecuatoriana de Energía 
Atómica, una entidad que según la ley tiene personalidad jurídica propia y sobre todo que 
gozaba de autonomía técnica, administrativa, operativa y financiera.  
Conclusiones 
Pese a tener una ley propia, la ex Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica, se rige en 
su actuar diario conforme lo establecido en el Estatuto Organizacional de Gestión por Procesos 
del Ministerio de Electricidad y Energía Renovable, como consecuencia de esto podemos 
afirmar que existe un régimen paralelo a la ley, y que en ciertos casos hasta la contraviene, el 
mismo hecho de limitar las atribuciones ya previstas en su cuerpo normativo de creación, 
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establece un conflicto entre estos dos Instrumentos legales, como lo son la Ley y el Estatuto. 
Ahora bien fundamentado en un principio de jerarquía normativa, la ley prevalece sobre los 
decretos y acuerdos ministeriales, pero al ya no tener una estructura orgánica funcional lo único 
que queda es acoger el nuevo régimen creado por este Ministerio de Estado. Pero esto conlleva 
varios problemas, el primero que facultad le permite al personero de esta Cartera de Estado, 
asignar nuevas funciones que no estén previstas en la Constitución y la ley; luego el siguiente 
conflicto estaría en el actuar de los servidores públicos de esta dependencia, puesto que para el 
desempeño del servicio público es necesario que esté enmarcados en los límites que impone la 
Constitución y la Ley, una vez más hay que aclararlo, solo la ley manda, prohíbe o permite, no 
así los otros instrumentos que viabilizan la aplicación de las leyes. 
Con la emisión del Decreto de Fusión de la Comisión Ecuatoriana de Energía Nuclear, 
ésta pierde su personalidad jurídica y se convierte en un órgano dependiente del Ministerio de 
Electricidad, consecuentemente se somete a las decisiones de este último, sea tanto en lo 
operativo, administrativo y financiero, toda vez que, se ve afectada su autonomía reconocida en 
la Ley de creación de esta entidad, por consiguiente, es el Ministerio quien la organiza y ordena, 
incluso abrogándose funciones que no son de su competencia, como ha quedado demostrado a 
través del análisis comparativo realizado en líneas anteriores, que a través de un acuerdo 
ministerial crea nuevas atribuciones, que en algunos casos contraviene a la propia ley, para 
poder manejar a esta nueva dependencia. 
Al crear una nueva estructura orgánica funcional, no prevista en la ley, sin reformarla o 
modificarla per se la deja inaplicable, es decir que, el cuerpo normativo que rige esta institución 
y que le dio vida a la Comisión, contiene disposiciones específicas para determinados cargos y 
por ende al suprimir, en este caso, totalmente esos cargos, en cumplimiento de dichos preceptos 
legales se hace imposible, porque no hay a quien aplicarlo; como consecuencia de este 
acontecimiento, tenemos una ley todavía vigente pero inaplicable, que se la utiliza nada más 
como fuente de competencia para el Ministerio, sin embargo no respeta los demás parámetros 
legales establecidos tanto para su organización como para su funcionamiento, y es más, incluso 




APLICACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS Y RECOLECCIÓN 
DE INFORMACIÓN. 
Por la naturaleza del problema, el cual es enteramente jurídico, y la realidad vivida en 
las entidades fusionadas y reorganizadas, he prescindido de instrumentos de investigación como 
lo son la encuesta y la entrevista, por cuanto la objetividad de las mismas se veía afectada, de tal 
manera que no fue posible el trabajo directo con los servidores públicos de estas instituciones, 
debido a la absoluta aceptación de la nueva organización de su institución; no obstante para 
suplir estos instrumentos decidí trabajar con la recolección de información a través de los 
cuerpos normativos que rigen a estas entidades y que demuestran cómo funcionan física y 
operativamente, es así, que accedí a los estatutos organizacionales de gestión por procesos de 
cada una de las entidades, como a su vez, de las leyes de creación de las mimas y los decretos 
tanto de fusión como de reorganización. 
Con estos documentos inicié principalmente un análisis de carácter comparativo, el 
mismo que ha arrojado resultados muy significativos para esta investigación a lo que respecta a 
la estructura orgánico funcional de las entidades reorganizadas que tienen su propia ley; no 
obstante se ha utilizado otros métodos de investigación como lo son: método jurídico, método 
deductivo, método científico, método exegético y método histórico evolutivo, con el objeto de 
tener una visión más clara del funcionamiento real de estas entidades y como se vieron 







Procesamiento de información. 
Datos generales de las entidades reorganizadas 
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Presidente X    
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Tabla No. 8 
Matriz comparativa entre la Ley del Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología y el 
Estatuto Orgánico de Gestión por Procesos del Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología. 
Ley del Instituto Nacional de Meteorología 
e Hidrología 
Estatuto Orgánico de Gestión por 
Procesos del Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología 
Estructura orgánica funcional: 
a) Consejo Directivo; 
b) Dirección General; 
c) Dirección Técnica; 
d) Las demás Unidades Administrativas y 
técnicas necesarias para el normal desarrollo 
de sus programas de trabajo, que se 
establecerán en el Reglamento Orgánico 
Funcional respectivo. 
Estructura orgánica funcional: 
Directorio del Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología. 
Director Ejecutivo 
Coordinador General Técnico  
Directores técnicos de área. 
Comité de Gestión de Desarrollo 
Institucional. 
Art. 4.- El Consejo Directivo estará integrado 
por los siguientes miembros que tendrán voz 
y voto: 
a) El Ministro de Recursos Naturales y 
Energéticos, o el Subsecretario de Recursos 
Naturales y Energéticos, quien lo presidirá; 
b) El Director del Instituto Oceanográfico de 
la Armada, o su delegado permanente; 
c) El Director Ejecutivo del Instituto 
Nacional de Recursos Hidráulicos, o su 
delegado permanente; 
d) El Director General de Aviación Civil, o 
su delegado permanente; 
e) El Gerente del Instituto Ecuatoriano de 
Electrificación, o su delegado permanente; 
El Director General del Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología, que actuará como 
Secretario del Consejo Directivo con voz 
pero sin voto. 
Art. 3.- El Directorio del Instituto Nacional 
de Meteorología e Hidrología, se 
conformará de la siguiente manera: 
a) El Secretario Nacional de Gestión de 
Riesgos o su delegado permanente; quien 
lo presidirá y contará con voto dirimente; 
b) El Secretario Nacional del Agua o su 
delegado permanente; 
c) El Ministro de Agricultura, Ganadería, 
Acuacultura y Pesca o su delegado 
permanente; 
d) El Ministro de Electricidad y Energía 
Renovable; y, 
e) El Ministro del Ambiente o su delegado 
permanente. 
Art. 6.- Son atribuciones y deberes del 
Consejo Directivo las siguientes: 
a) Recomendar al Gobierno Nacional, a 
través del Ministerio de Recursos Naturales y 
Energéticos, la política general en el campo 
Atribuciones y responsabilidades del 
Directorio .- Son las establecidas en el Art. 
6 de la Ley del Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología, publicada en el 
Registro Oficial No. 839 de 25 de mayo de 
1979; además de todas las competencias, 
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de la Meteorología e Hidrología, de 
conformidad con los planes de desarrollo del 
País; 
b) Aprobar y reformar el Reglamento 
Orgánico Funcional y demás reglamentos del 
Instituto Nacional de Meteorología e 
Hidrología; 
c) Conocer y aprobar los planes de trabajo 
presentados por el Director General; 
d) Evaluar la ejecución de los programas y 
proyectos de la Institución; 
e) Conocer y proponer las reformas de esta 
Ley y someterlas a consideración del 
Ministerio de Recursos Naturales y 
Energéticos, para el Trámite correspondiente; 
f) Conocer y aprobar la proforma 
presupuestaria anual del Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología; 
g) Nombrar al Director General, a base de 
la terna presentada por el Ministro de 
Recursos Naturales y Energéticos; 
h) Ejercer las demás atribuciones y cumplir 
las obligaciones que les señalen la Ley y los 
Reglamentos. 
atribuciones, funciones, representaciones y 
delegaciones que constan en las leyes, 
reglamentos y demás normas. 
Nota: según el Decreto Ejecutivo 391, 
publicado en el Registro Oficial Suplemento 
No. 224 del 29 de junio del año 2010, 
artículo 2 último inciso: “La designación del 
Director General del Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología, le 
corresponderá al Secretario Nacional de 
Gestión de Riesgos.” 
Art. 7.- El Director General del Instituto 
Nacional de Meteorología e Hidrología será 
ecuatoriano, con goce de los derechos de 
ciudadanía, con título académico 
debidamente legalizado en el País, 
preferentemente especializado en 
Meteorología o Hidrología, y con amplia 
experiencia tanto técnica como 
administrativa. Será nombrado por el 
Consejo Directivo en base a la terna 
presentada por el Ministro de Recursos 
Naturales y Energéticos. 
 
Art. 8.- Son atribuciones y deberes del 
Director General: 
a) Representar legal, judicial y 
extrajudicialmente al Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología; 
b) Planificar, dirigir y supervisar la ejecución 
de los programas de trabajo del Instituto 
Nacional de Meteorología e Hidrología y 
ejercer el control técnico administrativo de 
b. Atribuciones y responsabilidades.- A más 
de las establecidas en el Art. 8 de la Ley del 
Instituto Nacional de Meteorología e 
Hidrología, publicada en el Registro Oficial 
No. 839 de 25 de mayo de 1979; además de 
todas las competencias, atribuciones, 
funciones, representaciones y delegaciones 
que constan en las leyes, reglamentos y 
demás normas, son las siguientes: 
Con Decreto Ejecutivo No. 391, publicado en 
el Registro Oficial 224 de 29 de junio del 
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los mismos; 
c) Presentar a conocimiento y resolución del 
Consejo Directivo, la Proforma 
Presupuestaria; 
d) Presentar a conocimiento y resolución del 
Consejo Directivo, el programa anual de 
trabajo, determinando y fijando prioridades, 
de acuerdo con los intereses nacionales y los 
lineamientos previstos en los planes del 
Gobierno; 
e) Mantener informado al Consejo Directivo 
sobre el avance de los programas de trabajo, 
sugiriendo ajustes necesarios; 
f) Propender al desarrollo de las actividades 
hidrológicas y meteorológicas, mediante un 
racional aprovechamiento de los medios 
existentes y la consecución de nuevos 
recursos nacionales y extranjeros; 
g) Nombrar y remover, de acuerdo con la 
Ley, al personal de la entidad; 
h) Aprobar los instructivos, normas y 
procedimientos que fueren menester para el 
mejor cumplimiento de las actividades del 
Instituto; 
i) Mantener la adecuada coordinación con 
organismos nacionales e internacionales que 
tengan relación contrabajos meteorológicos e 
hidrológicos; 
j) Proponer al Consejo Directivo los 
proyectos de reformas de la Ley y sus 
Reglamentos generales y especiales; 
k) Suscribir los convenios y contratos en 
atención de las leyes pertinentes; 
l) Cumplir y hacer cumplir las resoluciones 
del Consejo Directivo; y, 
m) Ejercer las demás atribuciones y 
cumplir con los deberes que le 
corresponda, conforme a la Ley y los 
reglamentos. 
2010, se sustituye al Consejo Directivo que 
consta en la Ley del Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología, publicada en el 
Registro Oficial No. 839 de 25 de mayo de 
1979, por Directorio. 
1. Presentar a conocimiento y resolución del 
Directorio, el programa anual de trabajo, 
determinando y fijando prioridades, de 
acuerdo con los intereses nacionales y de 
lineamientos previstos en los planes de 
gobierno. 
2. Mantener informado al Directorio sobre el 
avance de los programas de trabajo, 
sugiriendo ajustes necesarios. 
3. Proponer al Directorio los proyectos de 
reformas de la ley y sus reglamentos 
generales y especiales. 
4. Representar permanentemente al 
Ecuador ante la Organización 
Metereológica Mundial (OMM) y otras 
instituciones internacionales. 
5. Promover la suscripción de convenios 
con organismos públicos y privados a nivel 
nacional e internacional. 
6. Asesorar a las máximas autoridades de 
Gobierno en temas del área de la 
hidrometereología cuando lo soliciten. 
7. Cumplir y hacer cumplir las resoluciones 
del Directorio. 
8. Ejercer las demás atribuciones y 
cumplir con los deberes que le 
corresponda, conforme a la ley y los 
reglamentos. 
Art. 9.- El Director Técnico será ecuatoriano 
en goce de los derechos de ciudadanía, con 
título académico debidamente legalizado en 
el País, preferentemente especializado en 
COORDINACIÓN GENERAL TÉCNICA 
Responsable: Coordinador General Técnico. 
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Meteorología o Hidrología y tener 
experiencia técnica y administrativa. Será 
nombrado y renombrado por el Director 
General. 
Art. 10.- Son atribuciones y Deberes de 
Director Técnico: 
a) Subrogar al Director General en los casos 
contemplados en la Ley y los Reglamentos; 
b) Dirigir y supervisar los proyectos y 
programas de trabajo de los niveles 
operativos, e informar de ellos a la Dirección 
General; sugiriendo las prioridades y ajustes 
necesarios; 
c) Coordinar y supervisar las labores técnicas 
de los niveles operativos; 
d) Asistir a la Dirección General en la 
elaboración de los planes, programas y 
proyectos de la Institución; 
e) Proponer políticas y estrategias de acción; 
f) Sugerir a la Dirección General los cambios 
y modificaciones necesarias para la buena 
marcha de las unidades técnicas; 
g) Propender a la capacitación y 
perfeccionamiento del personal técnico; 
h) Evaluar la asistencia o asesoría técnica que 
requiera o tenga el Instituto; e, 
i) Ejercer las demás atribuciones y cumplir 
con los deberes que le corresponda, conforme 
a la Ley y los Reglamentos. 
b. Atribuciones y responsabilidades: 
1. Subrogar al Director Ejecutivo en los 
casos contemplados en la ley y los 
reglamentos. 
2. Dirigir, supervisar y evaluar los proyectos 
y programas de trabajo de los niveles 
operativos, e informar de ellos a la Dirección 
Nacional; sugiriendo las prioridades y 
ajustes necesarios. 
3. Coordinar eficazmente las actividades 
relacionadas con la generación de actividades 
referente  la implementación de sistemas de 
alerta temprana hidrometeorológica. 
4. Coordinar y participar en los planes y 
programas de meteorología e hidrología de la 
Organización Meteorológica Mundial, 
Programa Hidrológico Internacional y de 
otros organismos regionales y mundiales. 
5. Dirigir la correcta transferencia de la 
innovación tecnológica y del conocimiento 
de las actividades de las áreas operativas. 
6. Dirigir la implantación y desarrollo de 
nuevos sistemas de control y aseguramiento 
de la calidad en los procesos, productos y 
servicios hidrometeorológicos. 
7. Coordinar, supervisar y evaluar las 
labores técnicas de los procesos 
agregadores de valor; y de los procesos 
desconcentrados. 
Nota: Para una mayor compresión el texto resaltado con negrita representa el nuevo texto 
añadido, y el texto tachado representa la eliminación de un texto a otro. 






Tabla No. 9 
Matriz comparativa entre la Ley de la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica y el Estatuto 
Organizacional de Gestión por Procesos del Ministerio de Electricidad y Energía Renovable. 
Ley de la Comisión Ecuatoriana de 
Energía Atómica 
Estatuto Organizacional de Gestión por 
Procesos del Ministerio de Electricidad y 
Energía Renovable 
Estructura Orgánica 
Art. 11.- Los órganos de la Comisión 
Ecuatoriana de Energía Atómica son: 
a). El Directorio; 
b). La Presidencia; y, 
c). La Dirección Ejecutiva. 
Estructura Orgánica: 
Viceministro/a de Energía 
Subsecretaría de Control y Aplicaciones 
Nucleares. 
Dirección de Licenciamiento y Protección 
Radiológica. 
Dirección de Aplicaciones Nucleares y 
Cooperación Técnica. 
Art. 10.- FUNCIONES: La Comisión 
Ecuatoriana de Energía Atómica tendrá las 
siguientes funciones: 
a). Asesorar al Gobierno Nacional en todo lo 
relacionado con el uso pacífico de la energía 
atómica; 
b). Ejecutar la política, planes y programas 
para la investigación científica, desarrollo, 
utilización pacífica y control de la energía 
atómica en todos sus aspectos; 
c). Colaborar, en los aspectos relacionados 
con la utilización pacífica de la energía 
atómica, con los establecimientos de 
educación e investigación científica y 
tecnológica, así como con las entidades que 
hacen uso de dicha energía en diversos 
campos, propiciando la investigación, 
enseñanza y difusión de los conocimientos 
sobre la energía atómica; 
d). Asesorar a los organismos del sector 
público y privado en el uso pacífico de la 
energía atómica, prevención de sus riesgos, 
contaminación e higiene ambiental; y vigilar 
para que, durante el desarrollo de sus 
actividades, cumplan con las disposiciones 
legales y reglamentarias pertinentes; 
e). Participar en las labores de coordinación y 
promoción de la cooperación técnica, 
Art....- SUBSECRETARÍA DE CONTROL 
Y APLICACIONES NUCLEARES 
II. Atribuciones y Responsabilidades: 
a) Participar en la generación de políticas, 
planes, programas, proyectos, lineamientos 
y directrices institucionales y sectoriales en 
el ámbito de energía atómica. 
b) Dirigir y presentar el Plan Operativo 
Anual de la Subsecretaría acorde a los 
objetivos institucionales y sectoriales, 
dentro de sus competencias para su 
aprobación. 
c) Dirigir y presentar el Plan Anual de 
Contrataciones y de Inversiones de la 
Subsecretaría, acorde a sus competencias. 
d) Proponer y coordinar políticas y 
lineamientos sectoriales a través de 
proyectos que fomenten el desarrollo 
eficiente y uso pacífico de la energía 
atómica. 
e) Dirigir y coordinar la ejecución de los 
planes, programas, proyectos y estrategias 
para el desarrollo y difusión de la energía 
atómica y la aplicación de técnicas 
nucleares, su uso eficiente y pacífico; así 
como realizar la evaluación y mejora 
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nacional e internacional, para la ejecución de 
planes y programas en los que tenga interés 
el país, relativos a la utilización pacífica de la 
energía atómica y de los materiales fértiles, 
fisionables y radioactivos. 
f). Participar en las labores de coordinación, 
control y evaluación de los programas de 
cooperación técnica y científica 
internacionales, en los campos de la energía 
atómica que se desarrollen en el país, y en los 
cuales la Comisión Ecuatoriana de Energía 
Atómica no intervenga como entidad 
ejecutora; 
g). Reglamentar lo concerniente a seguridad 
nuclear y protección radiológica, 
particularmente en lo relacionado con la 
producción, adquisición, transporte, 
importación, exportación, transferencia, 
importados o producidos en el país y de las 
máquinas generadoras de radiaciones 
ionizantes; 
h). Imponer las sanciones que se establezcan 
en el Reglamento de Seguridad Radiológica; 
i). Asesorar a los tribunales de justicia en 
materia de riego y daños nucleares; 
j). Intervenir en la prestación de servicios y 
producción de bienes para la aplicación de 
técnicas nucleares, por si o en combinación 
con instituciones públicas o privadas; 
k). Participar como accionista de 
conformidad con la Ley y acuerdos 
conjuntos, en empresas o unidades 
productivas convenientes para el país y cuyo 
objeto sea la producción o generación de 
bienes y servicios útiles en el desarrollo de la 
energía nuclear con fines pacíficos; 
l) Otorgar las licencias referidas en la 
presente Ley y el Reglamento de Seguridad 
Radiológica; y, 
m) Las demás establecidas en la presente 
Ley y sus Reglamentos. 
continua. 
f) Dirigir y difundir los proyectos y sus 
actividades a fin de promover el desarrollo de 
la energía atómica y la aplicación de 
técnicas nucleares, así como su uso 
eficiente y pacífico. 
g) Planificar y evaluar el desarrollo e 
implementación de proyectos e iniciativas en 
materia de energía atómica y la aplicación de 
técnicas nucleares y conexas. 
h) Gestionar y coordinar la cooperación 
nacional e internacional orientada hacia 
proyectos que se relacionen con las 
actividades de la Subsecretaría de Control y 
Aplicaciones Nucleares. 
i) Coordinar y supervisar las acciones de las 
unidades a su cargo.  
j) Solicitar la contratación de bienes o 
servicios requeridos en la gestión del ámbito 
de su competencia. 
k) Dirigir la elaboración de proyectos de 
permisos, licencias y autorizaciones para el 
funcionamiento de establecimientos públicos 
y privados que hagan uso de equipos 
radiológicos, emisores de radiaciones 
ionizantes y afines, así como de construcción 
de sus instalaciones. 
l) Dirigir la elaboración de proyectos de 
permisos, licencias y autorizaciones 
personales para el manejo de fuentes de 
radiación y para oficiales de seguridad 
radiológica. 
m) Dirigir la elaboración de proyectos de 
licencias, permisos y autorizaciones de 
importación, exportación y movilización de 
equipos y fuentes de radiación o radioactivas. 
n) Dirigir la elaboración de proyectos de 
permisos, licencias y autorizaciones para el 
funcionamiento de establecimientos públicos 
y privados que hagan uso de equipos 
radiológicos y afines. 
o) Reportar en forma periódica al 
Viceministro de Energía, los avances 
alcanzados en torno a los planes, 
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programas, proyectos y estrategias. 
p) Organizar, dirigir, coordinar y 
supervisar las Direcciones a su cargo. 
Nota: Para una mayor compresión el texto resaltado con negrita representa el nuevo texto 
añadido, y el texto tachado representa la eliminación de un texto a otro. 
Elaborado por: Darío Cueva 
 
Elaboración de gráficos y cuadros estadísticos. 
 
Gráfico No. 1 
Gráfico de qué tipo de instrumento normativo dio vida a las entidades fusionadas: 
 










Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica
Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología
Comisión de Estudios para el Desarrollo de la Cuenca del Río Guayas
Dirección Nacional de Rehabilitación Social
115 
Gráfico No. 2 
Gráfico de cuantas de estas entidades gozan de personalidad jurídica según la ley: 
 
Elaborado por: Darío Cueva 
 
Gráfico No. 3 
Gráfico del tipo de autonomía que gozan las entidades creadas por ley hoy fusionadas a un 
Ministerio: 
 
Elaborado por: Darío Cueva 
 
 
Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica
Instituto Nacional de Meteorología e…
Comisión de Estudios para el Desarrollo de…
Dirección Nacional de Rehabilitación Social
Personalida Jurídica
Personalidad Jurídica Dependencia
0 1 2 3 4 5
Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica
Instituto Nacional de Meteorología e…
Comisión de Estudios para el Desarrollo de…
Dirección Nacional de Rehabilitación Social
Tipo de autonomía que gozan las entidades 
creadas por ley
Autonomía técnica Autonomía administrativa
Autonomía Financiera Autonomía operativa
Autonomía Funcional Autonomía presupuestaria
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Gráfico No. 4 
Gráfico de los puestos directivos que conforman la entidad fusionada según su ley de creación: 
 
Elaborado por: Darío Cueva 
  
Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica
Instituto Nacional de Meteorología e
Hidrología
Comisión de Estudios para el Desarrollo de la
Cuenca del Río Guayas
Dirección Nacional de Rehabilitación Social
Puestos Directivos
Consejo Directivo Presidente Director  General / Ejecutivo Dirección Técnica
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CONCLUSIONES 
A raíz de la fusión de las entidades autónomas creadas por ley mediante decreto a un 
Ministerio, se crea un régimen paralelo para establecer una nueva estructura orgánico- 
funcional, de esta manera se da cabida a la constitución de una nueva organización, en algunos 
casos se da vida a una nueva entidad y se elimina a la creada por ley, como es el caso de la ex - 
Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica que como tal no existe, que como producto del 
Decreto 978, publicado en el Registro Oficial No. 311 del 8 de abril del año 2008, ahora es la 
Subsecretaría de Control y Aplicaciones Nucleares, una dependencia del Ministerio de 
Electricidad y Energía Renovable, organizada en su estructura orgánico funcional por su 
Estatuto Organizacional de Gestión por Procesos del antes mencionado Ministerio, como 
resultado de esto tenemos dos cuerpos normativos que regulan su distribución, por un lado la 
Ley constitutiva de esta entidad que plantea desde un principio determinada organización y por 
otro lado el Estatuto, que plantea una organización diferente a la prevista en la ley, finalmente 
podemos afirmar que existe un régimen paralelo a la ley que regula a estas entidades fusionadas, 
so pretexto de la adscripción a una cartera de Estado. 
Con la nueva organización, se crean nuevas atribuciones no previstas en la ley y se 
omiten o descartan otras que este cuerpo normativo establece para el funcionamiento de esta 
entidad, es así que mediante acuerdo ministerial o resolución se determinan competencias, 
facultades y atribuciones para los nuevos puestos de estas entidades fusionadas o reorganizadas, 
en otras palabras, el principal de este ente se abroga atribuciones que no le corresponden, puesto 
que la competencia nace de la Constitución y la Ley, y el único caso en que su asignación 
deviene de la voluntad del Presidente es para los Ministerios, y esto se hace conforme nuestra 
Norma Suprema a través de un Decreto Ejecutivo y no así mediante un Acuerdo Ministerial o 
menos aún por una Resolución, por consiguiente los ministros como tal no pueden ni siquiera 
asignar competencias peor podrían crear nuevas atribuciones no previstas en una ley. 
Otra de las consecuencias que existe al momento de fusionar las entidades creadas por 
ley a una Secretaría de Estado, es que estas pueden perder su personalidad jurídica prevista de 
tal manera en su ley de Creación, puesto que al convertirla en una dependencia del Ministerio, 
pierde su capacidad de ejercer derecho y contraer obligaciones, toda vez, que su representación 
legal pasa a manos del Ministro o quien haga sus veces, en otras palabras pasa a ser un órgano 
subordinado de esta Cartera de Estado, que actúa según las disposiciones de su máxima 
autoridad, contraviniendo de esta manera lo establecido en la ley, que les da su personalidad 
jurídica propia. 
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Existe un conflicto entre la ley de creación de las entidades fusionadas a una Secretaría 
de Estado y su normativa secundaria, puesto que, las normas de menor jerarquía difieren de lo 
establecido en la Ley de Creación. Entre los puntos más destacables de este problema podemos 
mencionar, que no son compatibles las estructuras previstas en la Ley y las estructuras previstas 
en los Estatutos, como consecuencia de esto las dependencias de estas entidades no son las que 
determina la ley de creación; toda vez, que sus competencias, facultades y atribuciones varía de 
uno a otro cuerpo normativo y en muchos de los casos se contradicen entre sí, tal es el caso que 
se tienen que crear nuevas atribuciones para su funcionamiento, así como omitir las que no son 
compatibles con la nueva estructura. 
La administración pública, en especial con lo que respecta a la Función Ejecutiva, no 
existe una ley que la organice; la única norma con este objetivo es el Estatuto de Régimen 
Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva; sin embargo no tiene la fuerza de una ley y así 
lo ha reconocido el ex Tribunal Constitucional, cuando lo cataloga como un Reglamento 
Autónomo. Esto es un ejemplo que el Presidente mediante este reglamento lo que debería hacer 
es regular a las entidades a su cargo creadas por la Constitución y la ley. Podemos citar algunos 
cuerpos legales que rigen a la administración pública en otros países, como lo son: la Ley 
General de la Administración Pública, en España, la Ley General de la Administración Pública 
de Costa Rica, la Ley Orgánica de la Administración Pública de Venezuela, la Ley de la 




Que se respete la ley de creación de las entidades que conforman la Administración 
Institucional, puesto que estas se deben a su ley propia y no así a un régimen ajeno a la misma, 
en otras palabras, estas instituciones tienen que hacer lo que la Ley establece y no lo que el 
Estatuto determina. 
Que para cambiar la estructura orgánico – funcional de una institución creada por ley, se 
cumpla con el procedimiento establecido en nuestra Constitución, es decir, que se realicen estos 
cambios a través de una ley reformatoria, como se lo ha venido haciendo, hasta hace pocos años 
atrás, ejemplo de esto la Ley reformatoria a la Ley de la Comisión Ecuatoriana de Energía 
Atómica, publicada en el Registro Oficial No. 984 del 22 de Julio de 1992. 
Que se respete los principios de legalidad, seguridad jurídica, jerarquía normativa y 
reserva de ley, puesto que si los decretos de fusión y los estatutos organizacionales por procesos 
no se ciñen a la ley, violentan estas bases fundamentales consagradas en nuestro Estado de 
Derechos. 
Que en el caso que una ley sea obsoleta o quede inaplicable simplemente se la derogue, 
siempre se ha de tener en cuenta sus alcances, consecuencias como sus efectos, por consiguiente 
si se deroga una ley, las competencias, facultades y atribuciones deberían estar en un nuevo 
cuerpo normativo, en el caso de que esta institución subsista; y por el contrario si se la ha de 
convertir en una dependencia, esta debía estar sujeta a la ley del sector a la que se debe.    
Que para crear nuevas competencias, facultades y atribuciones, se deben establecer 
mediante la Constitución o la Ley, puesto que la actuación de todo servidor público debe estar 
ceñida a estos dos instrumentos legales. 
Basado en el artículo 133 de nuestro Código Político, crear una ley de Administración 
Pública, que rija a las instituciones públicas de la Función Ejecutiva, y demás entidades del 
sector público que carezcan de una ley especial, ya que el actual Estatuto de Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Ejecutiva es un Reglamento Autónomo y no tiene el rango de una 
ley. 
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Que se cree una Ley derogatoria de leyes que prevén la creación de entidades que en la 
actualidad han sido fusionadas a los Ministerios, puesto que estas se deben a su Secretaría de  
Estado y no actúan como órganos independientes, sino subordinados, de esta manera pierde su 
esencia la ley de creación de estas instituciones. Como consecuencia de lo expuesto, debería 
realizarse un Digesto Jurídico, el mismo que viabilizaría la aplicación de normas y la 




PROYECTO DE LEY DEROGATORIA No. 00 PARA LA DEPURACIÓN DE 
LA NORMATIVA DE LA NORMATIVA LEGAL. 
Exposición de motivos 
La llegada de nuestro nuevo Código Político en el 2008, y su planteamiento de un Estado de 
Derechos, en marcado en el respeto a los derechos y al cumplimiento de las Garantías 
Constitucionales, en armonía con el cabal ceñimiento a sus principios fundamentales como lo 
son el Principio de Legalidad, Seguridad Jurídica, Jerarquía Normativa y la Reserva de Ley. 
A lo largo de la historia de nuestro país, se han promulgado leyes que con el pasar del tiempo 
han perdido su eficacia normativa y de esta manera se han convertido en leyes inaplicables, 
debido al advenimiento de nuevas leyes que en su esencia han sido incompatibles con las 
anteriores. 
Estos instrumentos legales están en desuso y no tienen incidencia en el ordenamiento jurídico 
nacional, y por ende deberían ser derogados, de la misma manera que fueron creados, esto es, a 
través del procedimiento establecido tanto en la Constitución e instrumentos relacionados, y 
mediante la única institución facultada para reformar, modificar o derogar una ley es la 
Asamblea Nacional. 
No es factible mantener este tipo de leyes ineficaces, inaplicables y obsoletas, ya que podría en 
determinado momento ser contraproducente para la seguridad jurídica, puesto que podría mal 
interpretarse, y tratar de aplicarse. 
También se ha creado un régimen de legislación paralelo a las leyes que regulan a las entidades 
autónomas, de tal manera que su organización se rige por los Estatutos Organizacionales de 
Gestión por procesos de cada una de estas entidades. 
Finalmente la aplicabilidad de la ley se torna en un conflicto, por cuanto las estructuras 
establecidas en estas no son las que actualmente se manejan, sino las determinadas por cada 
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institución, debido a la reorganización de los entes creados por ley, y a la consecuente 
inaplicabilidad en su nueva estructura orgánica funcional. 
LEY DEROGATORIA No.00 PARA LA DEPURACION DE LA NORMATIVA 
LEGAL 
Considerando: 
Que, las entidades creadas por ley, han sido reorganizadas o fusionadas, consecuentemente su 
cuerpo normativo de constitución ha quedado inaplicable, toda vez, que leyes 
posteriores a estas han establecido nuevas disposiciones que se contraponen a lo 
determinado en las leyes de creación.  
Que, el artículo 82 de nuestra Carta Magna establece “Art. 82.- El derecho a la seguridad 
jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas 
previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes.”, y que estas leyes 
inaplicables podrían en un determinado momento trasgredir este principio puesto que 
pro su situación actual carecen de eficacia normativa. 
Que, el artículo 122 número 6 de la Constitución de la República establece que “Art. 120.- La 
Asamblea Nacional tendrá las siguientes atribuciones y deberes, además de las que determine la 
ley: …6 Expedir, codificar, reformar y derogar las leyes, e interpretarlas con carácter 
generalmente obligatorio.”, es decir, que la Asamblea Nacional es la única facultada para 
derogar leyes. 
En ejercicio de las facultades constitucionales y legales, expide la siguiente, 
LEY DEROGATORIA No.00 PARA LA DEPURACION DE LA NORMATIVA 
LEGAL 
Artículo 1.- Se derogan las leyes y normas que son inaplicables y que consecuentemente 
carecen de eficacia normativa y que ocupa espacio en nuestro ordenamiento jurídico vigente y 
que se determinan a continuación: 
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1. La ley de la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica, expedida mediante Decreto Supremo 
No. 3306, publicada en el Registro Oficial No.798 del 23 de Marzo del año 1979. 
2.  Ley de Creación de la Comisión de Estudios para el Desarrollo de la Cuenca del Río Guayas, 
expedida mediante Decreto Supremo 2672, publicada en el Registro Oficial No. 645 del 13 
diciembre del año 1965. 
3. Ley de Creación de la Corporación Ejecutiva para la Reconstrucción de las zonas afectadas 
por el Fenómeno el Niño – CORPECUADOR, expedida mediante Ley 120, publicada en el 
Registro Oficial Suplemento No. 378 del 07 de agosto del año 1998. 
Artículo. 2.- Esta ley entrara en vigencia a partir de su promulgaci6n en el Registro Oficial. 
Dado y suscrito en la sede de la Asamblea Nacional, ubicada en el Distrito Metropolitano de 
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Anexo No. 2: Matriz comparativa de los artículos tratados en el Análisis comparativo de 
las Constituciones de 2008 y de 1998. 
Tabla No. 10 
CONSTITUCIÓN 2008 CONSTITUCIÓN 1998 
Presidente de la República 
Art. 147.- Son atribuciones y deberes de la 
Presidenta o Presidente de la República, 
además de los que determine la ley: 
Art. 171.- Serán atribuciones y deberes del 
Presidente de la República los siguientes: 
1. Cumplir y hacer cumplir la Constitución, 
las leyes, los tratados internacionales y las 
demás normas jurídicas dentro del ámbito de 
su competencia. 
1. Cumplir y hacer cumplir la Constitución, 
las leyes, los tratados y los convenios 
internacionales y demás normas jurídicas 
dentro del ámbito de su competencia. 
3. Definir y dirigir las políticas públicas de 
la Función Ejecutiva. 
3. Establecer las políticas generales del 
Estado, aprobar los correspondientes 
planes de desarrollo y velar por su 
cumplimiento. 
5. Dirigir la administración pública en forma 
desconcentrada y expedir los decretos 
necesarios para su integración, organización, 
regulación y control. 
9. Dirigir la administración pública y expedir 
las normas necesarias para regular la 
integración, organización y procedimientos 
de la Función Ejecutiva. 
6. Crear, modificar y suprimir los 
ministerios, entidades e instancias de 
coordinación. 
 
11. Participar con iniciativa legislativa en el 
proceso de formación de las leyes. 
4. Participar en el proceso de formación y 
promulgación de las leyes, en la forma 
prevista en esta Constitución. 
13. Expedir los reglamentos necesarios para 
la aplicación de las leyes, sin contravenirlas 
ni alterarlas, así como los que convengan a la 
buena marcha de la administración. 
5. Expedir los reglamentos necesarios para la 
aplicación de las leyes, sin contravenirlas ni 
alterarlas, así como los que convengan a la 
buena marcha de la administración. 
Órgano Legislativo 
Art. 120.- La Asamblea Nacional tendrá las 
siguientes atribuciones y deberes, además de 
las que determine la ley: 
Art. 130.- El Congreso Nacional tendrá los 
siguientes deberes y atribuciones: 
6. Expedir, codificar, reformar y derogar las 
leyes, e interpretarlas con carácter 
generalmente obligatorio. 
5. Expedir, reformar y derogar las leyes e 
interpretarlas con carácter generalmente 
obligatorio. 
9. Fiscalizar los actos de las funciones 
Ejecutiva, Electoral y de Transparencia y 
Control Social, y los otros órganos del 
poder público, y requerir a las servidoras 
y servidores públicos las informaciones que 
considere necesarias.  
8. Fiscalizar los actos de la Función 
Ejecutiva y los del Tribunal Supremo 
Electoral y solicitar a los funcionarios 
públicos las informaciones que considere 
necesarias. 
Instituciones del Sector Público 
Art. 225.- El sector público comprende: 
1. Los organismos y dependencias de las 
funciones Ejecutiva, Legislativa, Judicial, 
Electoral y de Transparencia y Control 
Art. 118.- Son instituciones del Estado: 
1. Los organismos y dependencias de las 




2. Las entidades que integran el régimen 
autónomo descentralizado. 
3. Los organismos y entidades creados por 
la Constitución o la ley para el ejercicio de 
la potestad estatal, para la prestación de 
servicios públicos o para desarrollar 
actividades económicas asumidas por el 
Estado. 
4. Las personas jurídicas creadas por acto 
normativo de los gobiernos autónomos 
descentralizados para la prestación de 
servicios públicos. 
2. Los organismos electorales. 
3. Los organismos de control y regulación. 
4. Las entidades que integran el régimen 
seccional autónomo. 
5. Los organismos y entidades creados por 
la Constitución o la ley para el ejercicio de 
la potestad estatal, para la prestación de 
servicios públicos o para desarrollar 
actividades económicas asumidas por el 
Estado. 
6. Las personas jurídicas creadas por acto 
legislativo seccional para la prestación de 
servicios públicos. 
Estos organismos y entidades integran el 
sector público. 
Art. 226.- Las instituciones del Estado, sus 
organismos, dependencias, las servidoras o 
servidores públicos y las personas que 
actúen en virtud de una potestad estatal 
ejercerán solamente las competencias y 
facultades que les sean atribuidas en la 
Constitución y la ley. Tendrán el deber de 
coordinar acciones para el cumplimiento 
de sus fines y hacer efectivo el goce y 
ejercicio de los derechos reconocidos en la 
Constitución. 
Art. 119.- Las instituciones del Estado, sus 
organismos y dependencias y los 
funcionarios públicos no podrán ejercer 
otras atribuciones que las consignadas en 
la Constitución y en la ley, y tendrán el 
deber de coordinar sus acciones para la 
consecución del bien común. 
Aquellas instituciones que la Constitución 
y la ley determinen, gozarán de autonomía 
para su organización y funcionamiento. 
Nota: Para una mayor compresión el texto resaltado con negrita representa el nuevo texto 
añadido, y el texto tachado representa la eliminación de un texto a otro. 
Elaborado por: Darío Cueva 




Anexo No. 3: Distribución jerárquica del ordenamiento jurídico ecuatoriano. 
Gráfico No. 5 
 
Elaborado por Darío Cueva 
Fuente: Artículo 425 de la Constitución de la República 
  
Constitución





Las normas regionales y las ordenanzas 
distritales
Los decretos y reglamentos
Las ordenanzas; los acuerdos y las resoluciones
Los demás actos y decisiones de los poderes públicos.
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Anexo No. 6: Organigrama del Instituto de Meteorología e Hidrología, INAMHI 
 








Anexo No. 8: Organigrama de la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica, 2006 
 
Fuente: Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Comisión Ecuatoriana de Energía Atómica 
del 2006, publicado en el Registro Oficial No. 350 del 6 de Septiembre del 2006. 
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Anexo No. 9: Documento del Ministerio de Electricidad y Energía Renovable que contiene 
los parámetros aplicables a la información operativa y los servicios que ofrece y la forma 
de acceder a ellos, horarios de atención y demás información necesaria para que la 






Anexo No. 10: Licencia de Operación C-02 
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